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Mauricio Olivera

‘Toda crisis genera reformas’ es la premisa en la que se basa este libro, con el que 
Econometría quiere contribuir al debate público, sugiriendo el mejor camino para que Co-
lombia salga fortalecida de la crisis generada por el COVID-19, la más profunda en la his-
toria moderna del país. Las crisis pueden verse como una maldición: afectan la vida de las 
personas, hacen el futuro incierto y traen grandes costos para las sociedades. Sin embargo, 
también pueden verse como una oportunidad; en la medida que abren la puerta a los 
cambios, llevan a las personas y a las sociedades a reaccionar para salir de ellas. Esta puerta 
debe aprovecharse. Pensar que la recuperación llegará simplemente con el levantamiento 
de las cuarentenas y la vacunación es un error. 

La crisis ha afectado a todos, a las empresas grandes y pequeñas, a los trabajadores 
formales e informales, a las mujeres, a los jóvenes, a todos los sectores de producción: urba-
nos y rurales. Esto abre la posibilidad de que entre todos los actores diseñemos los mejores 
cambios que necesita el país para salir adelante. También ha profundizado los problemas 
estructurales que ya estaba sufriendo el país, como el desempleo, la desigualdad, el bajo 
crecimiento, y la ineficiencia del Estado, mostrando de manera más clara que es necesario 
emprender las grandes transformaciones. 

Ya se ha hablado de algunas de las reformas. Por ejemplo, la tributaria, para revertir el 
aumento de la deuda en que el Gobierno se vio obligado a incurrir para enfrentar la pande-
mia. Sin embargo, el espectro puede ser mucho más amplio. En este libro, Econometría, sin 
pretender ser exhaustivo, presenta varias propuestas de reformas, algunas de ellas innova-
doras, que se centran en tres aspectos relevantes: el sector productivo, el mercado laboral, 
y la acción del Estado.  

Es así que las propuestas no solo se concentran en reformas a cargo del Estado, sino 
que muchas de ellas, especialmente en la parte de transformación productiva, son los agen-
tes privados, empresas y grupos poblacionales, los encargados de estos cambios que per-
mitirían superar la falta de productividad y competitividad de la economía, y a la vez reducir 
la gran informalidad empresarial y laboral existente actualmente.

La pandemia llegó como un vendaval de efectos devastadores. En el mundo entero des-
truyó millones de empleos, empujó a grandes poblaciones a la pobreza extrema y, con toda 
certeza, dejará enormes secuelas en el mediano plazo. Es la caída económica más fuerte 
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después de la gran depresión y de las dos guerras mundiales. Según el Banco Mundial,1 la 
disminución de 4,3% en la producción mundial, en el año 2020, difícilmente se recuperará, 
pues en 2021 y 2022 el PIB mundial crecerá, a lo sumo 4% y 3,8% respectivamente, debido 
a la caída en el consumo, en la inversión en bienes de capital y en las capacidades de los 
trabajadores. Todo dependerá de manera crítica de la efectividad de las vacunas y de su 
adecuada y oportuna distribución. Dada esta incertidumbre, no es descartable, incluso ,que 
el PIB mundial caiga nuevamente en 2021. 

En los países en desarrollo, la pandemia borró los avances en el PIB per cápita de los 
últimos diez años. En el largo plazo hará más difícil la reducción de la pobreza, debido a 
las pérdidas de productividad, la baja inversión y el mayor desempleo. América Latina ha 
sido la región más afectada, con una caída del PIB de -6,9% en 2020, y con un crecimiento 
proyectado de 3,5% y 2,8% en 2021 y en 2022, respectivamente. Como consecuencia, al 
terminar el año 2022, el PIB habrá regresado apenas a su nivel de tres años atrás. Antes de 
la pandemia el crecimiento ya era bajo, según la Cepal. Por la caída del precio del petróleo 
y el fin del boom de las commodities, entre 2014 y 2019 el crecimiento promedio anual de 
la región fue apenas 0,3%. Ya eran evidentes los retos estructurales relacionados con la 
debilidad institucional, las brechas sociales asociadas a la informalidad, el bajo acceso a la 
seguridad social, la débil productividad, y un limitado espacio fiscal. Todo esto es ahora más 
crítico, debido a la pandemia, que constituye la crisis más aguda de la región en los últimos 
120 años, y que está afectando especialmente a los grupos más vulnerables -jóvenes, mu-
jeres y personas con menor nivel educativo, con incrementos significativos en la pobreza y 
la desigualdad.

La política fiscal ha sido la herramienta más importante para enfrentar la pandemia. Los 
gobiernos nacionales del mundo gastaron en 2020 USD$12 billones,2 para enfrentar sus 
efectos sociales y económicos. Puesto que esto se ha conjugado con una caída brutal en los 
ingresos tributarios, se ha disparado el déficit fiscal, pasando de 1,6% del PIB en los primeros 
nueve meses de 2019 a 5% en el mismo período de 2020. En consecuencia, la deuda pública 
ha aumentado 7,4 puntos porcentuales del PIB desde el cierre de 2019, alcanzando 53,4% 
del PIB en septiembre de 2020. 

En Colombia, el PIB en 2020 cayó 6,8%, la contracción anual más fuerte de que se tenga 
registro (si bien, menos abrupta que las caídas de 15,8% en el segundo trimestre y de 9% en 
el tercer trimestre). En mayo de 2020 el desempleo se duplicó, alcanzando 20,3%; aunque 
la reducción gradual de las restricciones del confinamiento lo llevaron en diciembre a 13,3%, 
el promedio anual fue de 15,9%, más de cinco puntos porcentuales por encima del 10,5% de 
2019. Los datos para Bogotá muestran que en 2020 se liquidaron 37.198 empresas frente a 
14.509 en 2019. El 99% de las empresas liquidadas fueron Mipymes.3  La pobreza aumentó 
6,3 puntos porcentuales, pasando de 35,7% a 42%, lo cual implica un retroceso de una 
década en el avance que se había logrado para su reducción.4  Los resultados fiscales del 
Gobierno Central llevaron el déficit de 2,5% del PIB en 2019 a 7,8% en 2020, debido, sólo 
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en parte, al aumento de los gastos públicos, en el equivalente a 4,8% del PIB, y el resto a la 
caída en los ingresos y otros efectos contables. La deuda pública del Gobierno Central au-
mentó 14,5 puntos porcentuales, alcanzado 66,7 % del PIB,5  lo cual puede eventualmente 
poner en riesgo la calificación del grado de inversión de la deuda soberana del país, a no 
ser que las agencias calificadoras vislumbren la voluntad real de los poderes públicos de 
adelantar reformas que enfrenten esa situación.  

Esta vez se trata de una crisis diferente. Las crisis económicas más frecuentes son las 
que se originan en contracciones de la demanda agregada. Frente a este tipo de choques, 
el Estado puede intervenir con mayor gasto público, buscando incentivar la demanda. Por 
ejemplo, la crisis económica de 2008, comparada por muchos analistas con la gran depre-
sión de 1930, se generó en la venta de derivados financieros en Estados Unidos, denomina-
dos tóxicos, porque incluyeron hipotecas inmobiliarias que se encontraban o estaban muy 
próximas a la mora. Esto desató una crisis sin precedentes en el mercado inmobiliario, con 
la consecuente caída en el valor de los activos de todo tipo y el desplome en la demanda 
agregada. El gobierno de Estados Unidos reaccionó de forma innovadora y por diversos ca-
nales, puesto que la política fiscal no era suficiente. La política monetaria debió reinventarse, 
como en efecto se hizo al reducir a cero las tasas de interés y al expandir la oferta monetaria 
a través de programas de compras de deuda pública y privada denominados ‘facilitamiento 
cuantitativo’ (quantitative easing).

Por el contrario, la crisis actual es, en esencia, una crisis de oferta, puesto que la principal 
política a la que acudieron los gobiernos para contener la propagación del virus, fue el con-
finamiento, con un freno súbito a la producción. En esas condiciones, el efecto subsiguiente 
fue la caída de ingresos de las empresas y de los hogares, frenando así tanto la inversión 
como el consumo. Al restringir la producción y la generación de riqueza, los gobiernos se 
convirtieron necesariamente en garantes de última instancia para las empresas y los hoga-
res, por medio de las más diversas políticas de alivio. 

Además de sus efectos devastadores, la pandemia ha generado una gran incertidum-
bre. Aunque ya existe la vacuna, aún queda un camino incierto hasta llegar a la denominada 
‘inmunidad de rebaño’, e incluso es posible que tan ansiado estado sea inalcanzable. Las 
autoridades deberán así alternar entre aislamientos totales o parciales y aperturas, bus-
cando balancear los efectos negativos sobre la salud por la propagación del virus, con los 
efectos negativos sobre la economía. En el largo plazo, habrá posiblemente una ‘nueva 
normalidad’, aunque es difícil avizorar sus características. Solo es claro que muchas cosas no 
serán como antes, pues se mantendrán algunas medidas de protección (por ejemplo, uso 
de tapabocas y prohibición de aglomeraciones), y serán distintas las costumbres sociales y 
laborales (por ejemplo, respecto a la asistencia a restaurantes y a espectáculos públicos o 
el teletrabajo). 

Esta incertidumbre plantea la pregunta que busca responder este libro: ¿Qué debemos 
hacer para salir fortalecidos? Las crisis pueden ser devastadoras; los efectos económicos, 
sociales y políticos de la actual, ya son evidentes. Pero las crisis también pueden verse como 
una oportunidad; la razón es que los cambios son más fáciles de implementar en medio 
de una crisis que en tiempos normales. A nivel individual, las crisis generan cambios en el 
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comportamiento (Diamond, 2019).6 Una enfermedad, un duelo emocional, una quiebra 
económica, son acontecimientos que en alguna ocasión nos afectan y nos obligan a cam-
biar nuestros comportamientos, usualmente para bien nuestro y de nuestros seres más 
queridos.   

Lo mismo ocurre en la economía. De hecho, un psicólogo y matemático, Daniel Kahne-
man, galardonado en 2002 con el premio Nobel de Economía, añadió a la teoría económica 
del comportamiento la premisa que puede resumirse de la siguiente manera: toda crisis fa-
cilita el cambio. Demostró que es más fácil cambiar el statu quo en tiempos de crisis que en 
tiempos normales. En crisis, los afectados están dispuestos a hacer cambios que serían im-
pensables en condiciones normales, cuando prefieren mantenerse en su ‘zona de confort’. 

En situaciones de crisis, los seres humanos estamos dispuestos a correr más riesgos; en 
las sociedades pasa lo mismo. Los diferentes grupos de interés ven amenazados los logros 
obtenidos cuando enfrentan una crisis económica, lo que los lleva a estar más dispuestos 
a hacer reformas. Un ejemplo clásico es el de las reformas tributarias. Una crisis fiscal, de 
alto endeudamiento, dicta la urgencia de una reforma tributaria. Es en la economía política 
donde está el desafío. Algunos grupos de interés quisieran aumentar el impuesto de renta, 
para gravar más a quienes más recursos tienen, y otros quisieran aumentar la tasa del IVA. 
La salida está en el poder de negociación de los diferentes actores. Otro ejemplo puede ser 
una reforma laboral, en la cual tanto empleadores como trabajadores deben ceder algo de 
sus logros pasados para recuperar las posibilidades de generar empleos estables y superar 
la crisis. Los costos laborales pueden afectar a las empresas, pero un mercado laboral sin el 
ancla de un salario mínimo y un sólido sistema de seguridad social puede ser nocivo para 
los trabajadores y sus familias. Llevar este mercado a algún punto de equilibrio debe tener 
en cuenta, además, los intereses de los desempleados y de los informales. 

La pandemia está afectando a todos los actores de la sociedad: a las empresas, grandes 
y pequeñas: a los trabajadores, a los exportadores y a los importadores, al sector rural y a 
las ciudades, a los diferentes sectores económicos, y al Gobierno. Siguiendo la premisa de 
Kahneman, esto significa que hay grandes oportunidades de reforma en beneficio potencial 
de todos. 

Es necesario también recordar que Colombia enfrentaba grandes desafíos desde antes 
de la pandemia. Por ejemplo, es uno de los países más desiguales del mundo. A pesar de la 
apertura económica de los años noventa, es aún un país cerrado al comercio internacional. 
Aunque la tasa de desempleo había bordeado un dígito, no se había logrado mantenerla 
así de manera sostenida. Cerca de la mitad de los trabajadores están en la informalidad. 
Aunque debe reconocerse que Colombia es uno de los países macroeconómicamente más 
estables de la región, el gasto público es ineficiente y no contribuye en forma determinante 
a la redistribución del ingreso. También debe reconocerse que la pobreza había descendi-
do, pero el surgimiento de una clase media más exigente ha propiciado el descontento con 
el Estado, en general: con la democracia, como ya se estaba manifestando, al igual que en 
otros países, en un número creciente de protestas y paros. 

Esto demuestra, por un lado, que los retos del país no son solamente producto de 
la pandemia: son estructurales. Como sugiere un persuasivo análisis de Daron Acemoglu 
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(2020),7 Colombia podría estar en el umbral de grandes transformaciones. Entre los cuatro 
escenarios que plantea sobre el Estado post-COVID, dos son relevantes para Colombia; el 
primero es el menos alentador. Se trata de esperar el regreso a la normalidad anterior con 
el levantamiento del confinamiento sin esforzarse a hacer grandes reformas. Es aceptar el 
descontento y la desconfianza de la población que ya se vislumbraba antes de la pandemia; 
que esta agudizó. Significa continuar con las debilidades institucionales, la polarización y los 
extremos. Las consecuencias de este escenario pueden ser trágicas en el futuro. El segundo 
escenario es de mayor bienestar, con un Estado más eficiente y una mejor calidad en su in-
tervención. La factibilidad de este escenario, indudablemente el más conveniente, depende 
de la voluntad política, tanto de los líderes como del conjunto de la sociedad civil. 

Bajo este enfoque de crisis y reformas, Diamond (2019) analiza las reacciones de siete 
países en el mundo, desde Indonesia hasta Finlandia, y descubre que frente a algunas 
inercias y resistencias, la crisis puede ser un detonante hacia las reformas. Eso depende de 
varios factores, partiendo de la aceptación de la crisis, la asimilación de las experiencias 
históricas de crisis anteriores y el liderazgo existente, entre otros. Un ejemplo relevante para 
nosotros, aunque no analizado por Diamond, es la expedición de la Constitución de 1991, 
que fue producto de un gran consenso nacional luego de varios años del Frente Nacional, 
en el cual, la alternancia en el poder entre los dos partidos tradicionales, desembocó en la 
exclusión social y política de grandes masas de la población y en una ola de violencia sin 
precedentes, que llegó a un punto muy crítico en 1989.       

Alentado por estos enfoques visionarios, el grupo profesional que conforma Econo-
metría Consultores se ha propuesto contribuir al debate nacional con un conjunto de pro-
puestas de reforma estructural, para aprovechar estratégicamente la crisis y avanzar hacia 
un país más incluyente y productivo. No pretendemos ser exhaustivos. Más bien, con base 
en la experiencia y el conocimiento, acumulados por la institución durante más de 40 años 
en análisis y evaluación de políticas públicas, tanto en Colombia como en otros países de la 
región y del mundo, se busca plantear reformas en tres ámbitos: el aparato productivo, el 
mercado laboral y la gestión estatal. Estas son áreas cruciales para enfrentar los principales 
problemas que se han agudizado con la pandemia, tales como la pobreza, la baja produc-
tividad, la exclusión, la desigualdad y el limitado acceso a los servicios sociales esenciales, 
como la educación, la salud y la justicia. 

La primera parte de este libro se concentra en el aparato productivo. Se inicia con un 
corto diagnóstico sobre las serias barreras que tiene Colombia para tener una economía 
competitiva y diversificada. A continuación, y como una estrategia para superar esta situa-
ción, se plantea un conjunto de propuestas para lograr la transformación productiva, basa-
das fundamentalmente en la inclusión moderna y formal de núcleos crecientes y sostenidos 
de población y empresas, tanto en áreas urbanas como rurales. 

Un eje importante de discusión es que la mayor productividad debe estar basada en la 
innovación, y para que esta logre una escala relevante y que genere crecimiento y movilidad 
social, se requiere la inclusión en dicha transformación, no sólo de los empresarios, sino de 
sectores poblacionales de todos los niveles socioeconómicos. Las propuestas se presentan 
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en cuatro capítulos independientes, aunque relacionadas mediante el hilo conductor de la 
diferenciación de acciones, dependiendo de los niveles de desarrollo en donde se apliquen.

En el primer capítulo, a cargo de Diego Sandoval y Carolina Murgueitio, se plantea un 
marco general para la formulación de políticas en forma diferenciada, dependiendo del 
nivel de desarrollo y de inclusión productiva y social en que se encuentren las regiones y 
los segmentos poblacionales del país, sean ellas grandes conglomerados urbanos, ciudades 
intermedias, población rural nucleada o áreas remotas. Este enfoque diferencial y territorial 
no se limita a escoger ciertas zonas donde se concreten las apuestas; lo fundamental es 
impulsar las interrelaciones de actores que propicien economías de escala y sinergias en 
los desarrollos productivos, que a su vez tengan el potencial de generar efectos indirectos. 
Deben evitarse acciones aisladas que tienden a ser muy costosas y con menores potenciales 
de impacto y propagación.

En el segundo capítulo, Eduardo Lora y Óscar Rodríguez presentan varias propuestas 
de producción y de organización espacial que deben tener las grandes áreas urbanas del 
país, para la generación de empleo formal en el período de recuperación post-COVID-19, y 
que deberían consolidarse hacia el futuro. Estas se refieren a cuatro líneas de acción: lograr 
la sofisticación y diversificación inteligente en la producción de bienes y servicios; mejorar 
la formación para el trabajo, en respuesta a las nuevas condiciones de diversificación en 
estas grandes áreas urbanas; optimizar la movilidad urbana para el trabajo, y generar me-
canismos de cooperación entre los municipios que conforman las áreas metropolitanas y 
sus regiones próximas.

En el tercer capítulo, a cargo de Arturo García y de un grupo profesional de Econome-
tría, especializado en el sector rural, se propone estructurar lo que ellos denominan ‘Una 
ventana de oportunidad para el sector agropecuario’. Se inicia caracterizando el desem-
peño del sector en la presente coyuntura, así como sus retos y oportunidades. Luego se 
plantea la propuesta de transformación para el sector rural colombiano, que se centra en 
lograr aumentos grandes y escalables de la productividad, que aprovechen las ventajas 
comparativas del país, y en una mayor conexión con el mercado internacional. Todo esto 
soportado en varias experiencias piloto exitosas ya desarrolladas en Colombia. Se expo-
ne cómo la transformación rural requiere una estrategia integral, basada en una apuesta 
'gana-gana', donde las mejoras en productividad tengan efectos multiplicadores en varias 
cadenas productivas, por tanto, en el conjunto de la economía. 

En el capítulo cuarto y último de esta primera parte, María Gloria Cano y Martha Isabel 
Gutiérrez presentan una propuesta para propiciar la inclusión productiva, tanto en áreas 
urbanas como rurales de la población en extrema pobreza, sea esta originaria o víctima 
de desplazamiento. Se refiere a poblaciones que conviven con barreras muy fuertes del 
entorno que limitan su inclusión, dada su condición de marginalidad estructural, condición 
de desplazamiento por el conflicto interno o de receptor importante de migrantes venezo-
lanos. Se propone crear una ruta hacia su progresiva inclusión productiva y social, a través 
de una estrategia denominada ‘Soluciones duraderas’.

La segunda parte del libro se concentra en uno de los mercados más duramente afec-
tados por la pandemia: el mercado laboral. Propone un cambio de enfoque en las políticas 
relacionadas con el mercado laboral. Considera que el reto más importante de ese mercado 
es elevar la productividad laboral. Para lograrlo, gran parte de la política pública debe cen-
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trarse en la formación para el trabajo, buscando preparar el capital humano que realmente 
necesitarán las empresas, y con una visión prospectiva en la medida en que la nueva nor-
malidad después de la pandemia, generará nuevos empleos y nuevas formas de produc-
ción. Para esto, es preciso una reorganización institucional, en la cual las autoridades locales 
-gobernaciones y alcaldías- jueguen un papel protagónico. La razón se encuentra en que 
cada ciudad y cada región tienen un entramado empresarial diferente, y la formación para 
el trabajo debe responder a estas necesidades locales. La discusión de los costos laborales 
es importante, pero más por sus efectos en la transición entre informalidad y formalidad 
que por la posibilidad de que eso se traduzca en nuevos empleos. Y esta discusión debe 
tener en cuenta dos elementos: el nivel de los sobrecostos salariales y los nuevos tipos de 
empleo, y sus nuevas formas de contratación. 

Para esto, después de una introducción que ahonda en el diagnóstico del mercado 
laboral, en el capítulo cinco, escrito por Mauricio Olivera y Yanira Oviedo, se presentan los 
elementos más importantes para la generación de empleo, a través de políticas activas 
de formación para el trabajo, con un énfasis en el papel de las ciudades. El capítulo seis, 
escrito por Mauricio Olivera, relaciona los costos laborales con la informalidad laboral y con 
los nuevos tipos de empleo, y propone una reforma pensional que ayude a reducirla. El 
capítulo siete, escrito por el mismo autor, analiza dos elementos esenciales de la institucio-
nalidad laboral, el servicio de empleo y el seguro de desempleo, y propone reformas para 
fortalecerlos. 

La tercera parte del libro se ocupa de la gestión estatal, particularmente en lo rela-
cionado con las finanzas públicas. Se analiza esto bajo cuatro ópticas: la de la economía 
política, la de la estructura tributaria, la de la gestión financiera pública, y la de las finanzas 
territoriales. 

Cualquier reforma que se proponga, especialmente en el terreno de las finanzas públi-
cas, corre el riesgo de no poder realizarse si no se tienen en cuenta las restricciones deter-
minadas por la economía política. En lugar de renunciar a las reformas, lo que se necesita 
es enfrentar las imperfecciones del sistema político que impiden que las decisiones de los 
poderes públicos se aproximen más al interés general de la sociedad: se necesitan entonces 
reformas políticas. Las imperfecciones de nuestro sistema político y las propuestas de refor-
ma son presentadas en el capítulo ocho, elaborado por Alejandro Vivas. 

El sistema tributario constituye un elemento cardinal en la agenda de reformas. Existen 
suficientes diagnósticos sobre sus debilidades. A pesar de eso, no ha sido posible adelantar 
una verdadera ‘reforma fiscal estructural’. Las frecuentes reformas tributarias normalmente 
se limitan a conseguirle recursos al gobierno que las presenta, empujando los problemas 
hacia adelante. Eduardo Lora, en el capítulo nueve, analiza las falencias del sistema y pro-
pone reformas que tienen el propósito de enfrentar las debilidades en el recaudo, en la 
eficiencia del sistema, y en la capacidad redistributiva de la acción fiscal. 

Los aspectos relacionados con la gestión propiamente financiera de los recursos pú-
blicos, los cuales no han recibido la atención que merecen en la discusión pública, son el 
objeto del capítulo diez. Allí, Francisco Azuero analiza las deficiencias de los sistemas de 
presupuestación, de los mecanismos de evaluación oportuna del gasto público, de los sis-
temas de rendición de cuentas a la ciudadanía y de la manera cómo operan los organismos 
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de control. Todo eso incide de una manera negativa en la eficacia y eficiencia del gasto pú-
blico. También se presenta la agenda de reformas que el país debe adelantar en este frente. 

Las entidades territoriales -departamentos, distritos y municipios- son protagonistas 
importantes de la acción del Estado colombiano. Tienen responsabilidades cruciales en la 
provisión de educación y salud, así como de bienes públicos de naturaleza local. Desde los 
años ochenta, y especialmente con la Constitución de 1991, el país ha buscado fortalecer la 
descentralización fiscal, pero salvo algunas excepciones, los territorios no disponen todavía 
de recursos estables que correspondan a sus responsabilidades. Este análisis y las propues-
tas de reforma, las presenta Juan Gonzalo Zapata en el capítulo once.

Econometría Consultores aspira a que las ideas planteadas en este libro contribuyan a 
la discusión pública sobre las reformas que el país debe adelantar necesariamente. Some-
temos estas ideas al escrutinio de académicos, de los gobiernos nacionales y territoriales, y 
de los demás actores y protagonistas del desarrollo económico. Si se genera una discusión 
seria sobre ellas, y contribuimos por esta vía a incidir en la orientación de esas reformas, 
el esfuerzo intelectual que ha significado la producción de este libro se verá más que re-
compensado. 
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PARTE I:  HACIA LA TRANSFORMACIÓN E INCLUSIÓN PRODUCTIVA EN COLOMBIA
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Diego Sandoval

Diferentes análisis coinciden en que Colombia tiene serias barreras para tener una eco-
nomía competitiva y diversificada, y dos indicadores sirven para dar claridad sobre esta 
situación. El primero, es la muy baja diversificación exportadora y la apertura comercial del 
país en los últimos 30 años. El segundo, el nulo crecimiento de la Productividad Total de los 
Factores (PTF) en el mismo período. 

En efecto, la participación en el PIB de las exportaciones e importaciones se ha mante-
nido muy similar, alrededor de 30% desde 1990 hasta 2018, con una alta preponderancia de 
las exportaciones de petróleo y carbón, acompañada de una reducción de la participación 
de las exportaciones agrícolas e industriales y un ligero aumento de las importaciones. Esta 
es una participación baja frente a otros países latinoamericanos y muy lejos de la observada 
en Asia Oriental. 

Al respecto, son muy claras las conclusiones de un trabajo del Banco de la República pu-
blicado a finales de 2019, en donde en diversos artículos, varios autores demuestran cómo 
la protección y la falta de apertura de la economía actualmente es mayor a la que había en 
los años noventa. Según este trabajo, actualmente más de 75% del total de partidas tienen 
alguna restricción o barrera arancelaria. En 1992, después de la apertura, esta restricción 
cubría sólo 27% de las partidas. Igualmente, se demuestra cómo los costos del comercio 
son muy altos en Colombia frente a otros países (Banco de la República, 2019).

En cuanto a la contribución de la PTF al crecimiento, un reciente estudio de Fedesarrollo 
(Fedesarrollo, 2020) estima en -0,1 la contribución de la productividad total al crecimiento 
anual del PIB, desde 1990 a la fecha. También señala que la productividad laboral ha sido 
limitada, creciendo en promedio al 0,9% anual en el mismo periodo. 

Las causas de esta situación son estructurales y de muy diversa índole, y se resumen 
en el alto costo país que tiene Colombia en relación con otros países de la región, que se 
reflejan especialmente en transporte, energía, mano de obra, tramitación, seguridad, tasas 
impositivas, y contribuciones y barreras parafiscales. Hasta hace poco, un tipo de cambio 
que sobrevaloraba el peso era también un obstáculo importante.  
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El esfuerzo requerido para superar esta situación es considerable, no sólo implica gran-
des recursos financieros sino un compromiso político importante para efectuar reformas 
que superen barreras estructurales considerables, como la falta de una red troncal y re-
gional para evitar altos costos de transporte; la inmensa informalidad del empleo y de la 
mayoría de las empresas colombianas; las trabas regulatorias y de orden arancelario a la 
competencia;8 una muy baja tributación efectiva, como proporción del PIB (15%), unido a 
una legislación tributaria llena de distorsiones (Ver la propuesta de reforma tributaria plan-
teada en este libro), y por último, una muy baja puntuación en innovación en el índice de 
competitividad del Foro Económico Mundial, la cual probablemente tenga mucho que ver 
con la concentración productiva del país en materias primas básicas.

En cuanto al ámbito rural, objeto de una parte de las propuestas aquí planteadas, se 
ha caracterizado por la falta de bienes públicos, la alta concentración de la propiedad, la 
baja productividad y la falta de titulación para la producción campesina. Existe una falta de 
presencia del Estado en muchas regiones del territorio nacional, lo cual ha generado un 
clima propicio para la violencia, el conflicto armado, la permanencia de clanes regionales y 
actividades ilegales (Acemoglu y Robinson, 2019).

Lograr transformar la estructura productiva colombiana en una economía diversificada 
y competitiva, no sólo requiere hacer las reformas que eliminen las barreras mencionadas, 
sino que debe estar acompañada probablemente como condición necesaria, de un aumen-
to generalizado de la inclusión productiva y la movilidad social de la mayoría de su pobla-
ción. Este fue el camino que siguieron países como Corea y Malasia, y más recientemente 
Vietnam. 

En esta parte del libro se proponen diversas estrategias de transformación productiva 
que pueden escalarse a un nivel relevante, y que deben ser diferenciadas, de acuerdo con 
el nivel socioeconómico de diferentes grupos poblacionales en las áreas urbanas y rurales 
del país. 

Con este objetivo, se plantea un conjunto de propuestas para lograrla, basadas funda-
mentalmente en la inclusión productiva moderna y formal de núcleos crecientes y soste-
nidos de personas y empresas, tanto en las áreas urbanas como rurales. La productividad, 
naturalmente debe estar basada en la innovación, y para que esta logre una escala impor-
tante y que genere movilidad social, se requiere la inclusión creciente de la población a esta 
transformación. 

Las propuestas de transformación e inclusión productiva se presentan en cuatro capí-
tulos separados; todos ellos tienen el hilo conductor de la diferenciación de acciones, de-
pendiendo de los niveles socioeconómicos de las personas y del desarrollo de los núcleos 
urbanos o rurales donde se apliquen. Todos incluyen una corta presentación del contexto 
actual y sus principales retos, para hacer luego explícitos los elementos de cada una de las 
propuestas de políticas y estrategias que se plantean en cada caso.
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En el primer capítulo se presenta un marco general para la formulación de políticas 
de inclusión productiva de núcleos poblacionales y de tipos de empresas en forma dife-
renciada, dependiendo del nivel de inclusión social y productiva en que se encuentren y 
dependiendo de si se localizan en grandes conglomerados urbanos, ciudades intermedias, 
población rural nucleada o áreas remotas.

En el segundo capítulo se discuten diversas condiciones de producción y de organiza-
ción espacial que deben tener las grandes áreas urbanas del país para la generación de 
empleo formal en el período de recuperación post-COVID-19 y que deberían consolidarse 
hacia el futuro. Estas se refieren a cuatro líneas de acción: lograr una complejidad y diver-
sificación inteligente en la producción de bienes y servicios; formación para el trabajo en 
las nuevas condiciones de diversificación; movilidad urbana para el trabajo, y cooperación 
entre municipios en áreas metropolitanas y de economías regionales.

El tercer capítulo está dedicado a lo que se denomina una ventana de oportunidad para 
el sector agropecuario. Se inicia caracterizando el desempeño del sector en la presente 
coyuntura y sus retos y oportunidades. Luego se plantea una propuesta de transforma-
ción sectorial, que se centra en lograr aumentos grandes y escalables de la productividad, 
aprovechando las ventajas comparativas del país, y en una mayor conexión con el mercado 
internacional. Todo esto soportado en varias experiencias piloto exitosas ya desarrolladas en 
el país. Se expone cómo la transformación rural requiere una estrategia integral basada en 
una apuesta 'gana-gana', donde las mejoras en productividad tienen efectos multiplicado-
res en la cadena alimentaria, y por tanto, en el conjunto de la economía. 

Finalmente, en el último capítulo se presenta una propuesta para propiciar la inclusión 
productiva de los grupos poblacionales, tanto urbanos como rurales en extrema pobreza. 
Se refiere a poblaciones que conviven con barreras muy fuertes del entorno y que limitan 
su inclusión, dada su condición de marginalidad estructural, condición de desplazamiento 
por el conflicto interno o de migrantes venezolanos. Se propone crear una ruta hacia su 
inclusión productiva y social, a través de una estrategia denominada ‘Soluciones duraderas’.
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El propósito de este capítulo es presentar los criterios ge-
nerales que guían las propuestas de transformación productiva 
que se presentan en este libro. Se busca plantear un marco 
general para la formulación de políticas en forma diferenciada, 
dependiendo del nivel de inclusión productiva y social en que 
se encuentren los segmentos poblacionales y las regiones del 
país, sean ellas grandes conglomerados urbanos, ciudades in-
termedias, población rural nucleada o áreas remotas.
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El impacto de la política de confinamiento por la pandemia del COVID-19 ha conducido 
a un aumento significativo de la pobreza de los hogares colombianos.9 La situación actual 
hace aún más perentoria la atención a los retos que ya existían para la superación de la 
pobreza y la disminución de la informalidad, es decir, la inclusión productiva sostenible de 
la mayoría de la población. Las políticas públicas colombianas, para superar esta situación, 
han tenido tradicionalmente un gran énfasis en programas de inclusión social, descuidán-
dose de manera importante la inclusión y la transformación productiva, como medio de 
sostenibilidad de los avances en la reducción de la pobreza.

Para una mayor comprensión del contexto, en el cual se deben enfocar las estrategias 
de transformación productiva en las áreas urbanas, rurales y para la población en extrema 
pobreza, es necesario que previamente se tenga una caracterización socioeconómica de las 
condiciones de inclusión, tanto productiva como social, en que se encuentra la población en 
estos sectores. Para esto es muy útil tomar las definiciones de inclusión productiva y social 
establecidas en comparaciones internacionales. Estas son: 

Inclusión productiva. Se entiende como el ejercicio de las capacidades de generación de 
ingresos de las personas, hogares y comunidades para superar las condiciones de pobreza 
y de vulnerabilidad. Para efectos de aplicar en Colombia este concepto, se utilizan como 
umbrales la línea de pobreza, la línea de pobreza extrema definidas por el DANE, y como 
cota superior para dejar de ser población vulnerable, diez dólares diarios de ingresos por 
miembro del hogar. 
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En 2019, un hogar estaba en pobreza extrema si tenía un ingreso mensual menor a 
col$118.200 por miembro del hogar (equivalente a dos dólares diarios); entre este valor 
y col$255.900, en pobreza (cuatro dólares); y en vulnerabilidad, entre esta última cifra y 
col$916.000 (diez dólares). Estos umbrales son los aceptados para comparaciones interna-
cionales de los niveles de pobreza relativa de un país.

Inclusión social. Se entiende como la superación de privaciones en los logros educativos, 
de atención a la primera infancia, de salud y vivienda de los miembros de los hogares; es 
decir, cumplir con los trece componentes sociales del Índice de Pobreza Multidimensional 
(IPM), exceptuando los dos relativos a condiciones laborales (Cepal, 2014). Para establecer 
el nivel de inclusión social, se emplea como umbral, para definir si se tiene o no inclusión, 
el equivalente a tener 33% o menos de las privaciones del total de las dimensiones sociales 
del IPM, y es el adoptado internacionalmente para efectuar comparaciones de dicho índice. 

A continuación se presenta un ejercicio de clasificación del total de los hogares del país, 
según sus niveles de inclusión productiva y social, empleando los umbrales antes definidos. 
Para eso se utilizan las bases de datos de la Gran Encuesta Integrada de Hogares (GEIH) del 
DANE de 2019.10

Con esta información se puede construir un cruce de los umbrales en un sistema de 
cuadrantes que representan en forma simultánea los niveles de inclusión productiva y social 
de los hogares colombianos para ese año. Los resultados de este ejercicio, se presentan en 
el Gráfico 1.1.
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Fuente: Cálculos Econometría sobre la GEIH, 2019.
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Como se observa en el gráfico, cerca de 84,9% de los hogares colombianos en 2019, es 
decir, antes de la pandemia, estaban por debajo de la línea de vulnerabilidad económica, 
situación que debe haber aumentado después del confinamiento. En cuanto a inclusión 
productiva, 38,8% de la población estaba en pobreza o pobreza extrema. De los 14,9 mi-
llones de hogares totales del país, 21,6% están en áreas rurales. En los siguientes gráficos se 
puede apreciar la misma clasificación de inclusión social y productiva, para las áreas urbanas 
y rurales respectivamente.
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Fuente: Cálculos Econometría sobre la GEIH, 2019.

Las cifras muestran cómo en las áreas rurales la pobreza extrema era de 30% de los 
hogares, frente a 10,1% en hogares urbanos, es decir tres veces más. Estos valores confirman 
la persistencia de la brecha urbana-rural. Es así como mínimo en vulnerabilidad estaban en 
las áreas rurales 96,6% de los hogares, frente a 68,5% en áreas urbanas. 

Los datos de la GEIH muestran también la inmensa informalidad, por tanto, precariedad 
en que viven la gran mayoría de los hogares del país. Es así como en los hogares en pobre-
za extrema y pobreza, la informalidad es de 85% en áreas urbanas y en las rurales 98%. En 
la población vulnerable la informalidad es superior a 55%.
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Fuente: Cálculos Econometría sobre la GEIH, 2019.

Esta forma de clasificar a los hogares colombianos, según su nivel de inclusión producti-
va y social y localización urbano-rural, es la base para entender los retos y las propuestas de 
inclusión productiva de núcleos poblacionales a actividades competitivas y de alta producti-
vidad, que se presentan en los siguientes capítulos de esta parte del libro. Es decir, para que 
las políticas de inclusión productiva sean eficaces, deben ser diferenciadas, dependiendo del 
grupo poblacional y el sector al que se dirijan.
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Los resultados de diversas evaluaciones hechas sobre la competitividad, la movilidad 
social y la pobreza en Colombia en los últimos años muestran que la inclusión social por sí 
sola no es suficiente para garantizar la inclusión productiva. La inclusión productiva tiene la 
capacidad de reforzar la inclusión social. Este es el patrón observado en muchos países de 
ingresos similares como Sudáfrica y Perú. 

En efecto, según estimaciones del Banco Mundial, el crecimiento económico colombia-
no entre 2002 y 2014, explica 73% de la reducción en pobreza extrema y 84% de la reduc-
ción total de la pobreza (Banco Mundial, 2016). Esto quiere decir que la mayor causa de 
reducción de la pobreza y del empleo en ese período fue el crecimiento de la economía, es 
decir la inclusión productiva de núcleos importantes de la población. Sin embargo, contras-
ta con lo anterior, que el gasto público denominado social ha tenido una concentración de 
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cerca del 98% en acciones de inclusión social y sólo 2% en inclusión productiva (Ministerio 
de Hacienda, 2016).

Es así como la oferta de programas de generación de ingresos de Prosperidad Social 
ha atendido en los últimos cinco años a cerca de 100.000 hogares en situación de pobreza 
o vulnerabilidad. Esto es muy poco frente a los retos de inclusión productiva y a los progra-
mas de inclusión social que, como Familias en Acción, beneficia a cerca de 2,5 millones de 
hogares. Por otra parte, no se ha logrado coordinar la salida y el tránsito de los beneficiarios 
de unos programas a otros, en una progresiva superación de sus limitaciones sociales y de 
generación de ingresos.

Por otra parte, no se han aprovechado plenamente las sinergias y complementarieda-
des entre el ámbito urbano y el rural. En la agricultura no se han logrado encadenamientos 
productivos con economías de escala. Los emprendimientos individuales se han privilegia-
do frente a los regionales y a los de asociación de productores. En el capítulo dedicado al 
sector agrícola se desarrolla este punto en detalle.

La participación del sector privado ha sido pequeña en los programas de generación 
de ingresos. Por ejemplo, el Programa de Inclusión Competitiva de la ANDI cuenta con sólo 
100 empresas desarrollando proyectos de inclusión de población vulnerable en todo el país 
(ANDI, 2017). En este aspecto, las alianzas público-privadas, con priorización de participa-
ción para la población pobre, especialmente en el ámbito urbano, han sido muy marginales. 

Adicionalmente, se debe señalar que Colombia entrará en un período muy complejo 
de recuperación económica tras la pandemia. Particularmente, el Estado enfrentará el reto 
fiscal de sostener el alto nivel del gasto social alcanzado en la última década, y a la vez, 
impulsar programas de provisión de bienes públicos y de generación de ingresos.
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Los retos mencionados, agudizados por la situación actual de empobrecimiento gene-
ralizado de los sectores más vulnerables, se han presentado en Colombia, tradicionalmente 
en un entorno de trampas de pobreza.11  

Esto conduce al resultado de un país altamente heterogéneo en su nivel de desarrollo, 
con departamentos y regiones de gran y otras de pobre desarrollo. Para la formulación de 
una política pública, esto implica que avances, desde un desarrollo mínimo, que no superen 
un nivel básico de bienestar, no son sostenibles, y se retornaría al mínimo (Kmin), en lo que 
se denomina una ‘Trampa de pobreza’ (o de desarrollo). Esto implica que, si se está en di-
cha situación, esfuerzos pequeños en avances productivos no generan impactos, lo que se 
requiere es un Big Push (Gran empujón), (Rostow, 1960). Las experiencias con la mayoría de 
los programas de desarrollo e ingresos que se han implementado en el país indicarían que 
no han logrado superar este umbral mínimo para que puedan garantizar el sostenimiento 
del crecimiento, por tanto, una mayor prosperidad (Gráfico 1.4).
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Fuente: Adaptación propia, basado en Campante (2009).

En Colombia, los trabajos de (González, 2011), (Galvis y Meisel, 2012) y (Unión Temporal 
Econometría-SEI, 2015), apuntan a mostrar la existencia de regiones con trampas de pobre-
za, que conviven con regiones relativamente desarrolladas, en lo que se denomina clubes 
de convergencia. Esto es equivalente a un esquema centro-periferia. 

Debe señalarse la existencia de situaciones tipo trampa de la pobreza, tanto a nivel de 
regiones (macro) como a nivel de grupos poblacionales (micro). Pasar de una situación de 
un bajo a un alto nivel de equilibrio, según se plantea en la literatura del desarrollo, requiere 
tres aspectos básicos: i) logro de economías de escala, ii) existencia de externalidades o 
sinergias, iii) un impulso significativo (Gran empujón). Las economías de escala y las exter-
nalidades son altamente sensibles a la dimensión espacial. Es la cercanía lo que las propicia. 
En tal sentido, otra dimensión que debe tenerse en cuenta es el enfoque territorial en las 
políticas públicas nacionales.

En varios trabajos de Econometría se han propuesto diferentes estrategias para superar 
estas trampas de pobreza, tanto a nivel rural como urbano. A continuación se presentan 
cinco criterios que servirán de guía a las propuestas de transformación productiva plantea-
das en este libro.

IL$!0940$17$730:0<M26$17$7632D2$

La inclusión productiva debe ser el principal objetivo de la inclusión, sin descuidar la 
atención de las privaciones sociales y del respeto a los derechos fundamentales de los 
grupos más vulnerables.

No sólo por limitación de recursos, sino para maximizar impactos a mediano y largo 
plazo en los programas de inclusión productiva, más que trabajar con estrategias de cober-
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tura nacional, pero con pocos beneficiarios por región que no generan efectos a escala, se 
deben inicialmente adelantar proyectos específicos que propicien efectos demostración a 
partir de núcleos relativamente pequeños de productores rurales o urbanos, como también 
con oferentes de servicios que garanticen masas críticas mínimas.

En este esquema, el énfasis debe estar en lograr impactos grandes en términos de 
avances en productividad en los proyectos demostrativos y que los mismos se propaguen 
posteriormente en una gran escala. Cuando se den procesos de propagación, se deben 
proveer los bienes y servicios públicos que ellos demanden. Con esto se lograrían en un 
municipio o región rendimientos crecientes a escala, es decir un ‘Gran empujón’.

NL$OP6QE712$17$7BA74:2D512176$R$65:749526$7:$D26$5:A74G7:350:76

Las sinergias y externalidades están basadas en la interacción de grupos de población, 
entre ellos mismos y con otros grupos o actores de la sociedad, que permiten significativos 
avances en la inclusión productiva y social, como pueden ser los programas de seguridad 
alimentaria, el acceso a las apuestas productivas regionales y urbanas, el cultivo de un pro-
ducto con ventajas competitivas, la aplicación de modelos flexibles de educación, la reduc-
ción de tiempos de transporte, y los programas de salud comunitaria y de mejoramiento 
del entorno. 

Lo importante es que en el proceso de interacción puedan lograrse mejoras colectivas, 
en las cuales la diversificación de actividades implique encadenamientos productivos y de 
comercialización.

SL$%CD53235F:$17$E:$7:;0QE7$A7445A0452D

El enfoque territorial, en esencia, consiste en adaptar las intervenciones públicas de 
acuerdo con las condiciones del entorno y propiciar las economías de escala y las externa-
lidades antes planteadas, lo cual tiene que ver con contar con un ordenamiento territorial 
que permita evitar conflictos en el uso del suelo, impulsar complementariedades y propiciar 
aglomeraciones productivas compatibles y sostenibles.

Así pues, el enfoque territorial debe fomentar el desarrollo de clústeres urbanos o re-
gionales que estén centrados alrededor de actividades productivas complejas, con fuertes 
encadenamientos hacia atrás y hacia adelante, que aprovechen las ventajas competitivas 
regionales y en donde además, se garantice la provisión de servicios sociales básicos. Otro 
aspecto fundamental del enfoque territorial es el desarrollo de infraestructura vial terciaria, 
que permita la movilidad de personas y productos desde los grandes centros de consumo 
y exportación hacia las regiones aisladas, sin que eso lleve a efectos no deseados de espe-
culación con el valor o propiedad de los predios. 

TL$*<CED60$2$D2$5:3DE65F:$C401E3A5G2L$)D$,42:$7<CEUF:

Con el logro de proyectos demostrativos exitosos y con un enfoque territorial adecua-
do, lo que sigue es su escalamiento en grados significativos de alta productividad y magni-
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TIPO DE MUNICIPIOS No. DE MUNICIPIOS
PORCENTAJE DE LA

POBLACIÓN
NACIONAL

PORCENTAJE EN
FAMILAS EN ACCIÓN

Ciudades y conglomerados 117 64 40
Intermedios 314 17 26
Rurales 373 11 21
Rurales dispersos 318 8 13
TOTAL 1.122 100% 100%

tud, mediante un esfuerzo conjunto entre el sector privado y el sector público. Las empresas 
privadas deben hacer un aporte significativo de recursos de inversión y de capacidad de 
organización y coordinación empresarial. El Estado debe garantizar la provisión de bienes 
públicos y la eliminación de barreras regulatorias innecesarias. El conjunto de acciones pú-
blico-privadas debería girar en torno a los proyectos específicos que hayan logrado superar 
la fase demostrativa. 

Esta es una ruta segura, es la que han seguido varios países para lograr economías 
de escala y competitividad en su estructura productiva. Esto es lo que se denomina Gran 
empujón.

VL$+762440DD0$5:6A5AE350:2D$R$30<E:5A2450

A la par de la implementación de las estrategias y planes de acción de inclusión pro-
ductiva, es necesario asegurar un adecuado desarrollo institucional y de capital social en los 
municipios y sus comunidades.

Las comunidades pobres y vulnerables deben ser empoderadas para ejercer plena-
mente su capacidad de participación, de manera que sean partícipes de las decisiones 
relacionadas con acciones para su inclusión. Es especialmente importante garantizar una 
provisión adecuada de bienes públicos, lo cual, si se lleva a cabo de forma efectiva, permi-
tirá superar las barreras del entorno y lograr sinergias que faciliten su inclusión productiva. 
Históricamente, esta fue la experiencia de la zona cafetera, en donde el cultivo de café fue 
el motor de desarrollo para un crecimiento impulsado desde los grupos de agricultores y 
las comunidades pequeñas hacia la región como un todo. 

El Gráfico 1.5 resume los criterios propuestos:

ABCD&E"+@FJ
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Fuente: Elaboración propia.

Su aplicación difiere según los cuadrantes poblacionales tanto urbanos como rurales
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TIPO DE MUNICIPIOS No. DE MUNICIPIOS
PORCENTAJE DE LA

POBLACIÓN
NACIONAL

PORCENTAJE EN
FAMILAS EN ACCIÓN

Ciudades y conglomerados 117 64 40
Intermedios 314 17 26
Rurales 373 11 21
Rurales dispersos 318 8 13
TOTAL 1.122 100% 100%
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Tomando la caracterización de las condiciones de inclusión en que se encuentra cada 
grupo poblacional, las prioridades de acción son diferentes, según el cuadrante que se 
examine. Sin duda, la primera prioridad es atender a los hogares con más de 33% de priva-
ciones y que se encuentran en la franja de pobreza extrema. Esto es especialmente válido 
dado el estancamiento económico que han producido las políticas de prevención frente a 
la pandemia por COVID-19. De allí en adelante, las prioridades se deben concentrar en la 
inclusión productiva de los hogares en las franjas de pobreza y vulnerabilidad de la clase 
media.

El empleo de cuadrantes poblacionales, para focalizar estrategias, debe tener en cuen-
ta las diferencias entre los entornos urbanos y los rurales. También debe considerar las 
necesarias complementariedades, que propicien la existencia de economías de escala y la 
potenciación de externalidades y sinergias entre estos dos ámbitos. 

Para tener una dimensión de la diversidad del esfuerzo institucional que debe hacerse 
en la aplicación de las estrategias propuestas, se presenta a continuación la clasificación de 
los municipios del país según categorías, adoptada en 2013 por la Misión Sistema de Ciu-
dades y reforzada por la Misión Rural en 2016. También la distribución del Programa Más 
Familias en Acción en 2016. El siguiente cuadro y el mapa adjunto muestran esta distribución 
de la población colombiana según el tipo de municipio y tamaño de población.

!>;'B"+@F@+
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Fuente: Misión Rural y Prosperidad Social, 2016.

Como se observa, en el país existen 691 municipios eminentemente rurales y 314 inter-
medios, los cuales tienen un muy fuerte entronque con sus áreas rurales. Por otra parte, las 
grandes ciudades y conglomerados urbanos tienen dinámicas propias, con menor interac-
ción con sus áreas rurales. Los 117 municipios urbanos (muchos de los cuales forman con-
glomeraciones urbanas de varios municipios) representan el 64% de la población del país.
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Categorías Misión Rural 2014

Convención
Sin info
Ciudades y Aglomeraciones
Intermedio
Rural
Rural disperso Sources: Esri, HERE, DeLorme, Intermap, increment P Corp., GEBCO,

USGS, FAO, NPS, NRCAN, GeoBase, IGN, Kadaster NL, Ordance Survey
Esri Japan, METI, Esri China (Hong Kong), swisstopo, MapmyIndia, ©
OpenStreetMap contributors, and the GIS User Community
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Fuente: Adaptación Econometría S.A.

Por consiguiente, con base en las apuestas productivas que se definan, debe aplicarse 
un enfoque territorial, que lleve a priorizar regiones o municipios dentro de los departa-
mentos donde se puedan generar economías de escala y sinergias. Lo que se plantea por 
enfoque territorial no se limita a escoger ciertas zonas donde se concreten las apuestas; lo 
fundamental es impulsar las interrelaciones de actores que propicien economías de escala 
y sinergias, que a su vez tengan el potencial de generar efectos indirectos. Deben evitarse 
acciones aisladas que tienden a ser muy costosas y con menores potenciales de impacto y 
propagación.

Los enfoques que debe tener la aplicación territorial de las políticas de transformación e 
inclusión productiva varían según donde se desarrollen, de la siguiente forma:
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a. En el caso de las grandes ciudades y conglomerados urbanos, ellas mismas son 
un motor dinámico, y lo central es propiciar los medios y oportunidades para el acceso 
a empleos o emprendimientos sostenibles para los más pobres. Por ejemplo, en el corto 
plazo, se deben propiciar alianzas público-privadas en las obras civiles que realice el Estado 
o en los servicios públicos que se prestan, dando prioridad a la inclusión productiva de las 
personas pobres y de hogares focalizados y que tengan las condiciones para el acceso a 
empleos formales, o para el desarrollo de emprendimientos asociados a estas actividades. 

En el mediano y largo plazo debe promoverse el establecimiento de actividades produc-
tivas sostenibles, de alta complejidad, con vínculos intersectoriales fuertes, al mismo tiempo 
estructurarse políticas activas en el mercado laboral, que respondan a las expectativas de 
crecimiento de los negocios del sector privado, estimulando ocupaciones técnicas y tec-
nológicas de alta agregación de valor. Adicionalmente debe estimularse un planeamiento 
urbano que reduzca los tiempos de desplazamientos, que permita la complementariedad 
de usos residenciales comerciales, industriales, e institucionales y que propicie el desarrollo 
de clústeres y centralidades compactas al interior de las ciudades.

b. En las zonas rurales y semi-rurales, donde son más frecuentes las opciones de 
emprendimiento que de empleo formal, se deben propiciar mejoras significativas en los 
ingresos de los productores. Esto se lograría mediante el incentivo a productos, donde:

 i. Los más pobres tengan una brecha tecnológica significativa respecto a otros 
productores, y cerrarla no implique tecnologías complejas o grandes inversiones. Cerrar 
estas brechas debería permitir a los empresarios agropecuarios dar un paso a la indus-
trialización de sus procesos y ofrecer productos con un mayor nivel de valor agregado, 
que les permita diferenciarse en los mercados y obtener mejores precios.

 ii. Se propicie un acceso eficiente a mercados grandes (medios de transporte 
adecuados, servicios financieros, agregación de productos, estrategias de comercializa-
ción). Esto podrá garantizar la compra de la producción sin caídas significativas de pre-
cios, si muchos productores entran al mercado. Es importante fomentar los procesos de 
asociación de productores para desarrollar capacidad de respuesta a mercados grandes 
y evitar la ‘canibalización’ por competencia entre muchos productores pequeños, que 
aisladamente no tienen capacidad de respuesta ante pedidos grandes y sostenidos. Es 
posible, además, que estas asociaciones de productores se beneficien de economías de 
escala en la utilización de bienes de capital, en la aplicación de nuevas tecnologías, así 
como en transporte y comercialización. 

 iii. Se pongan en marcha proyectos con efectos de demostración y de propaga-
ción de impactos. Esta estrategia ha demostrado en varias evaluaciones, como se exa-
mina más adelante, ser una forma eficiente del uso de recursos escasos. Es importante 
desarrollar conglomerados productivos, basados en las ventajas competitivas, naturales 
y adquiridas, de las regiones, y que permitan el desarrollo de actividades complemen-
tarias de agregación de valor (aseguramiento de calidad, procesamiento adicional, em-
paque, certificación ambiental). Un ejemplo es el desarrollo de programas de apoyo a la 
bio-economía, mediante el aprovechamiento sostenible de bienes y servicios ambien-
tales como el ecoturismo y los productos medicinales o cosméticos que combinan la 
sabiduría ancestral con la biotecnología. 
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c. En los municipios intermedios, una combinación de ambos enfoques. En este tipo 
de municipios es importante aprovechar los vínculos existentes al interior de los diferentes 
esquemas de asociación que existen dentro del sistema de ciudades. Esto permite encon-
trar sinergias entre actividades productivas de municipios de diferente tamaño con ventajas 
competitivas complementarias. Para los municipios intermedios es de gran importancia el 
fomento de la cultura de la innovación tecnológica, para servir de vínculo entre los produc-
tores de bienes y servicios en el ámbito rural y los grandes mercados nacionales e interna-
cionales. Esto permitiría generar nichos de negocios que atraerían inversión y población, lo 
que impulsaría la demanda local de bienes y servicios, tanto básicos como sofisticados. 

d. En las áreas apartadas, en donde las actividades ilegales hacen presencia, una 
condición para que las estrategias propuestas sean viables, es la presencia plena del Estado, 
no sólo con seguridad, sino con servicios de justicia, salud, educación y de comunicación 
con los centros urbanos. Es importante también la formalización de la propiedad. Muchos 
estudios han demostrado el efecto positivo que tiene la titulación sobre la productividad 
agrícola.  Facilita además la obtención de crédito.13  

En los siguientes capítulos se presentan alternativas que desarrollan esta propuesta para 
las áreas urbanas, rurales y para la población en extrema pobreza.
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Eduardo Lora y Óscar Rodríguez 

En Colombia, reducir el empleo informal se considera una responsabilidad de las insti-
tuciones nacionales, ya que ellas tienen poder de decisión sobre los principales impuestos 
que gravan a las empresas, así como también sobre el salario mínimo, las contribuciones 
laborales y la regulación de las condiciones de trabajo. Pero la generación de empleo formal 
depende de muchas otras cosas, muchas de las cuales tienen que ver, no con el Gobierno 
nacional, sino con los gobiernos, las organizaciones y las empresas a nivel local. Las decisio-
nes que tomen todas estas instituciones locales en el futuro cercano serán fundamentales 
para la recuperación del empleo y de la economía después de la pandemia. Es importante 
entender bien, por qué es así.

La cantidad de empleo formal en una ciudad o un país no es el producto de combinar 
con una cierta tecnología, capital, trabajo calificado y no calificado, como se aprende en los 
libros de economía. Crear empleo formal es un proceso evolutivo de acumulación, diversifi-
cación y recombinación de know-how productivo (O’Clery et al., 2020). La palabra ‘proceso’ 
es fundamental, porque implica que no hay una cantidad de empleo formal en equilibrio. 
En la crisis actual del sistema productivo, el empleo formal obviamente no está en equilibrio. 
Tampoco hay un nivel mágico de empleo formal dictado de antemano, al que se pueda 
aspirar con la recuperación. El empleo formal que se consiga crear en los meses y años 
que vienen depende de si se aprovecha la crisis para acelerar ese proceso evolutivo. Más 
exactamente, de lo que se haga para que una parte sustancial de los actuales informales, 
desempleados e inactivos sean absorbidos por las empresas en actividades cada vez más 
productivas. 

El proceso de creación de empleo formal ocurre en la medida en que las empresas 
encuentran formas más eficaces de producir, y descubren o inventan nuevos productos que 
pocas o ninguna otra empresa puede hacer (y que, por tanto, generan buenas ganancias). 
Así, para reducir la informalidad hay que preguntarse qué hacer para acelerar este proceso 
evolutivo de diferenciación, selección y amplificación de conocimientos y productos.

Antes de ver qué se puede hacer, vale la pena, sin embargo, descartar algunas iniciativas 
que a menudo se mencionan, pero que son poco promisorias. Incluso si el fisco (nacional o 
local) tuviera los recursos, sería mala idea dar subsidios o incentivos tributarios a la genera-
ción de empleo puesto que, en vez de acelerar el proceso evolutivo, lo estancaría. Tampoco 
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es una buena idea tratar de que las ciudades se especialicen en los productos que más 
éxito habían tenido en el pasado, dejando que languidezcan otros sectores. El proceso de 
desarrollo de cualquier país o ciudad no ocurre mediante la especialización, sino mediante 
la diversificación, en contra de lo que la teoría económica más convencional suele afirmar. 
Y la diversificación sólo se consigue en la medida en que el tejido productivo se hace más 
denso y complejo (Hidalgo y Hausmann, 2009). 

El criterio de ‘agregar valor ’ suele mencionarse como una estrategia para generar em-
pleo de buena calidad. Pero es un criterio confuso, ya que si la etapa de procesamiento 
adicional que se quiere promover puede ser desarrollada fácilmente por los competidores 
que están en circunstancias similares a las nuestras (en la ciudad, el país o el exterior), será 
difícil ganar mercado sin sacrificar las mayores ganancias y/o salarios que se esperaba ob-
tener. Adicionar etapas de producción o de servicios a lo que ya se hace contribuye mejor 
a la generación de empleo formal cuando implica avanzar hacia actividades productivas 
más complejas, que por definición son aquellas reservadas a las empresas que manejan un 
know-how más exclusivo.

A menudo se oye de las autoridades locales que, para contener la informalidad, es ne-
cesario desalentar la migración del campo o de las ciudades pequeñas a las ciudades más 
grandes, fenómeno que la crisis actual podría propiciar. Esto es desconocer que la gente 
emigra hacia las ciudades más grandes, precisamente porque son estas las que tienen 
mayor capacidad de generar empleo formal (e incluso informal). Y esa capacidad resulta, 
en buena medida, de que las ciudades grandes atraen personas diversas de todos lados, 
contribuyendo así a la diversificación y a la complejidad productiva.

Tampoco es una estrategia efectiva contra la informalidad tratar de formalizar los pe-
queños negocios, como a menudo se intenta con los más diversos programas de capaci-
tación, inducción, vigilancia y castigo dirigidos a los trabajadores independientes y a los 
pequeños negocios familiares. Puesto que estos pequeños negocios no utilizan know-how 
complejo que requiera la coordinación de trabajadores diversos, no tienen ninguna ne-
cesidad de organizarse como empresa. Forzarlos en esa dirección, es un desperdicio de 
esfuerzos, especialmente en las circunstancias actuales.
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Para facilitar la creación de empleo formal urbano en las grandes ciudades colombianas 
durante la recuperación, las políticas potencialmente más efectivas pueden organizarse en 
cuatro grupos. 

IL$.0<CD7U5121$R$15G7465;53235F:$5:A7D597:A7

En primer lugar, las grandes empresas de cada ciudad podrían adoptar una estrategia 
de diversificación inteligente diseñada con base en el know-how que ya tenían antes de la 
crisis, y que en este momento puede estar desaprovechado. Eso implicaría que las empre-
sas (no las ciudades en su conjunto) identifiquen aquellas cosas que mejor sabían hacer y 
se pregunten cómo: i) diversificarse hacia destinos (dentro y fuera del país) más exigentes; 
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ii) identificar nuevos productos y sectores cercanos, tecnológicamente a los que ya estaban 
produciendo; iii) identificar las barreras que enfrentan esos nuevos sectores y productos, 
barreras que pueden ser tecnológicas, de capacitación, de insuficiencia de insumos o de 
servicios, regulatorias o de provisión de bienes públicos; y iv) coordinar con otras empresas, 
gremios e instituciones relevantes, para la remoción de esas barreras. Para el conjunto de la 
ciudad, el agregado de los esfuerzos de las grandes empresas sería una mayor sofisticación 
del aparato productivo y un mayor nivel de empleo formal en todos los sectores, no sólo 
los más sofisticados. Como ha ocurrido en el pasado, la aparición de nuevos sectores no 
desplaza a los ya existentes, sino que permite que sean absorbidos más trabajadores, que 
antes estaban fuera de los sectores formales de la economía (como si fuera un proceso de 
formación de capas geológicas de empleo, que se alimenta de absorber desde abajo, más 
y más trabajadores). 

En la medida en que las organizaciones empresariales y laborales a nivel local compar-
tan información y coordinen sus demandas, mejor podrá responder el sector público con 
el tipo de ajustes regulatorios, inversiones en infraestructura, mejoras en los programas de 
capacitación y, en general, provisión de bienes públicos, necesarios para las empresas. 
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El Centro de Desarrollo Internacional de la Universidad de Harvard con el apoyo del DNP, 
Bancoldex y la Fundación Mario Santo Domingo desarrollaron un sistema de cálculo de la 
complejidad y complejidad comercial para los productos de exportación y las ciudades y de-
partamentos de Colombia (Centro para el Desarrollo Internacional, 2020). El siguiente gráfico 
muestra la relación entre este indicador de complejidad por lugar (http://datlascolombia.ban-
coldex.com/) y la tasa de empleo en el trimestre móvil anterior a la declaratoria de cuarentena 
por COVID-19.

Fuentes: (Centro para el Desarrollo Internacional, 2020), (DANE, 2020a)
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Las ciudades con sectores más complejos muestran una mayor tasa de ocupación, porque 
la diversidad y sofisticación de su producción genera mayores vínculos económicos con el resto 
de la economía y al tener más productos con ventaja comparativa revelada, ese engranaje inter-
sectorial gana una mayor dinámica. Tienden a generar más empleo productivo e ingresos para 
sus habitantes. El siguiente grafico compara la complejidad actual y la potencial.

Fuentes: (Centro para el Desarrollo Internacional, 2020), (DANE, 2020a).
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En las ciudades en el cuadrante I es donde hay la posibilidad de explorar e impulsar secto-
res productivos incipientes de mayor complejidad, lo cual se puede hacer mediante estímulos 
a procesos de innovación y a nuevos emprendimientos. En las ciudades del cuadrante II, se 
deben consolidar y crecer los sectores líderes actuales y estimular sectores similares que pueden 
consolidar una mayor complejidad. En el cuadrante III, sobresale Bogotá, que tiene un nivel 
alto de complejidad, pero poco potencial para tener nuevos sectores sofisticados; allí se necesita 
consolidar y no dejar caer los sectores existentes. Esto se debe a que la complejidad se define 
con respecto a los sectores que existen en el país. Como Bogotá es la ciudad más compleja, su 
potencial medido así es modesto. Finalmente, en el cuadrante IV, se encuentran ciudades con 
producción poco compleja en sus principales productos y donde el resto de los productos de los 
sectores actuales tampoco tienen posibilidades de aumentar esa complejidad, lo cual se puede 
hacer mediante estímulos a procesos de innovación y a nuevos emprendimientos, así como 
vincular los nuevos emprendimientos con empresas en ciudades de mayor complejidad.

Para indagar los factores estructurales que influyen en la complejidad de los sectores de 
una ciudad, se puede apreciar la relación que existe entre el índice de complejidad sectorial y 
el Índice de Ciudades Modernas (ICM) que calcula el DNP en el Observatorio del Sistema de 
Ciudades (https://osc.dnp.gov.co/). Este indicador combina la mayor cantidad de información 
existente, a nivel de municipio, en seis dimensiones: i) equidad e inclusión social, ii) seguridad, iii) 
gobernanza, participación e instituciones, iv) ciencia, tecnología e innovación, v) Sostenibilidad, 
vi) productividad y competitividad.
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Fuentes: (Centro para el Desarrollo Internacional, 2020), (DANE, 2020a).
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No se puede establecer una causalidad entre los dos indicadores porque, aunque algunos 
componentes del ICM son más estructurales (inclusión social, seguridad, gobernanza, CTI), otros 
son resultados (sostenibilidad, productividad/competitividad). Sin embargo, es lógico pensar que 
haciendo esfuerzos públicos por mejorar los componentes estructurales, se puede generar un 
mejor clima de negocios para desarrollar sectores más productivos, competitivos, sofisticados y 
sostenibles. El siguiente gráfico muestra su relación con la tasa de desempleo, evidenciando que 
en las ciudades donde el ICM es mayor el desempleo es menor.
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Fuentes: (DANE, 2020a), (DNP, 2020).
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El segundo grupo de políticas consiste en recuperar y mejorar las capacidades de los 
recursos humanos de las empresas. En las que tuvieron recortes severos de personal, eso 
implica hacer recontrataciones selectivas, según lo dicte su estrategia de productos y mer-
cados. También, concentrar los esfuerzos de capacitación y entrenamiento, no sólo en re-
construir el know-how productivo que se tenía antes, sino en desarrollar el qué se necesitará 
para los nuevos productos y mercados. 

Para las entidades educativas de las ciudades, el reto consiste en formar técnicos y tec-
nólogos, para responder a las necesidades de los sectores más complejos. Cuando llegó la 
crisis, en Colombia había un gran déficit de técnicos y tecnólogos en todo tipo de ocupacio-
nes: mientras que 44% de las vacantes anunciadas por las empresas colombianas eran para 
trabajadores con títulos de técnico o tecnólogo, sólo 13% de la fuerza laboral tenía este 
tipo de educación. La demanda de técnicos y tecnólogos no estaba concentrada en ningún 
sector en particular. Los sectores económicos más activos en el mercado laboral querían 
llenar una parte sustancial de sus plazas con este tipo de trabajadores. 

Valga decir que el déficit de técnicos y tecnólogos que tenía y seguramente volverá a 
tener el país, es injustificable, dado que se han destinado enormes recursos a la capacita-
ción laboral. Durante décadas el SENA recibió un ingreso parafiscal equivalente a 2% de la 
nómina de todas las empresas, que fue remplazado, en 2013, por recursos ordinarios de 
presupuesto, para el caso de la contribución correspondiente a los empleados que ganen 
menos de diez salarios mínimos. En la reforma tributaria de 2016, se le creó una destinación 
específica de 1,4 puntos del impuesto de renta de las personas jurídicas y se estableció 
además la obligación para el Gobierno nacional de garantizar un crecimiento anual del 
presupuesto de esta entidad, de 2% real. 

.%E>;'B"+GFG+
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Colombia tiene una larga tradición en formación para el trabajo. En 2019, de las personas 
que asistieron a cursos de formación para el trabajo, 41,5% lo hizo en instituciones públicas y 
58,5% en privadas (DANE, 2019). El SENA es una de las entidades supervivientes de las épocas 
previas a la descentralización, lo cual le da la capacidad de tener un amplio cubrimiento en lo 
local, para aplicar políticas públicas desde el ámbito nacional. Esto tiene ventajas y desventajas; 
si bien se puede llegar a casi todos los rincones de Colombia, los cursos de formación para el 
trabajo resultan poco flexibles y adaptables a los contextos locales de muchas comunidades y 
dependen de la posibilidad de encontrar instructores con las competencias necesarias disponibles 
en cada región. 

En diferentes evaluaciones realizadas por Econometría Consultores se han encontrado ca-
sos, en los cuales el SENA ha llegado a comunidades alejadas, con programas pertinentes pero 
inefectivos: 

• Caso 1: En un pequeño municipio de Nariño, en donde después de consultar a la co-
munidad, se concluyó que la mayoría de los interesados deseaban capacitarse en mecánica 
automotriz, el SENA buscó un instructor capacitado en Pasto quien dictó el curso a quince 
personas que quedaron certificadas en el tema. Un año después la mayor parte de ellos 
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seguían desempleados, pues, aunque algunos intentaron establecer (individualmente o aso-
ciados) talleres de mecánica, no tenían conocimientos sobre administración o contabilidad, ni 
el capital necesario para hacerlo; y como además la demanda en el municipio por ese tipo de 
servicios era muy baja, los pocos negocios que se iniciaron, compitieron entre ellos mismos 
y terminaron cerrando. Los que consiguieron empleo fueron aquellos que migraron a otros 
municipios de mayor tamaño a ofrecer sus servicios. 

La verdadera necesidad del municipio era formar pocos técnicos en un portafolio de di-
ferentes actividades complementarias, pero resulta muy costoso desarrollar múltiples cursos 
pequeños, casi personalizados, con muchos instructores diferentes, en un sitio tan alejado. 
Sin embargo, a través del uso de cursos virtuales, esto sí sería posible.

• Caso 2: En desarrollo del programa de articulación entre la educación media y la 
técnica y tecnológica, en Chiquinquirá, la Secretaría de Educación, consultando a los gremios 
y a la agenda de competitividad, estableció que la apuesta productiva era el turismo. Así, 
las instituciones de educación media se articularon con el SENA y otras entidades técnicas y 
tecnológicas para ofrecer a sus estudiantes cursos de formación laboral relacionados con tu-
rismo. Muchos de ellos continuaron y lograron títulos de técnicos profesionales o tecnólogos. 
Otros, con su certificación de técnico laboral, buscaron empleo en hoteles y restaurantes de 
la ciudad, pero el sector no tenía la capacidad de absorber toda esa oferta de mano de obra. 

Si bien se hizo un esfuerzo para implementar una política con pertinencia, pensando en las 
apuestas productivas de la región en el largo plazo, la formación se llevó a cabo con alta calidad 
y cobertura, el tiempo de formación de los participantes era mucho menor que la consolidación 
de los planes públicos y privados para desarrollar el sector que se beneficiaría de estos técnicos. En 
la planeación de la oferta de formación laboral se debe tener en cuenta tanto la demanda laboral 
de largo plazo como la demanda actual y de mediano plazo.  

Otro aprendizaje es que no basta con ofrecer formación laboral y el desarrollo de competen-
cias específicas, si no hay recursos para la inversión de emprendimiento, o empresas organizadas 
que puedan absorber en el corto plazo esa oferta de trabajo.

La formación de capacidades para el trabajo, especialmente en sectores de alta complejidad 
y sofisticación, no consiste solamente en generar competencias específicas para labores puntuales 
(cómo manejar un torno o una dobladora de metal), sino que requiere el desarrollo de habili-
dades generales transversales (pensamiento lógico, comprensión de lectura, manejo básico de 
sistemas) y de habilidades blandas (trabajo en grupo, liderazgo, empatía, etc.), que realmente 
generan empleabilidad y permanencia en el trabajo.

La evaluación del programa Jóvenes en Acción encontró un alto impacto en los participantes 
del programa que tomaron programas en el SENA y otras instituciones de educación superior, 
pero que además contaron con un componente denominado Habilidades para la Vida, basado en 
el desarrollo de competencias blandas. Su probabilidad de emplearse se incrementó en alrededor 
de 20 puntos porcentuales frente a otros jóvenes que participaron en los mismos cursos técnicos, 
pero no participaron en ese componente (Union Temporal Econometría-SEI, 2017).

En contraste, la Gran Encuesta Integrada de Hogares en 2019 encontró que de la población 
que asistió a cursos de formación, 23,5% lo hizo buscando conseguir empleo, pero solamente 
9,5% lo logró, como resultado de haber tomado el curso. 

Realmente, estos cursos están más dirigidos como un servicio para que las empresas mejoren 
competencias específicas de sus trabajadores. Esto no está mal en la medida en que ellas son 
las que dan los recursos, tanto en el aporte parafiscal o en la destinación específica del impuesto 
a la renta, como en los cursos que pagan a instituciones privadas (sólo 25,5% de los asistentes 
participó pagando, cifra similar a la de los que tomaron el curso, buscando conseguir empleo). 
Sin embargo, existe un gran vacío en cuanto a formación laboral dirigida a la empleabilidad.
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Fuente: (DANE, 2020b).
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Las empresas podrían contratar más fácilmente el personal que requieren si los traba-
jadores se pudieran movilizar en tiempos más cortos. Antes de la crisis, muchos candidatos 
potenciales, especialmente mujeres con niños pequeños, no encontraban empleos que se 
acomodaran a sus restricciones de tiempo, por lo que optaban por el empleo informal o 
por la inactividad. 

Por consiguiente, la tercera área de políticas locales para facilitar la creación de em-
pleo formal es el rediseño de los usos y las facilidades de transporte urbano, para que los 
tiempos de conmutación laboral, una vez se recupere la economía, sean sustancialmente 
menores de los que se tenían antes de la crisis. Los tiempos de transporte urbano se han 
reducido debido a las medidas de confinamiento. Parte de esa reducción puede volverse 
permanente, si las entidades públicas y las empresas, especialmente las grandes, adoptan 
una cultura favorable al teletrabajo y a la flexibilización de las jornadas laborales. La crisis 
demostró que gran parte de los trámites públicos y privados que antes exigían la presencia 
de los interesados, pueden hacerse más fácilmente y a menor costo de forma virtual. Estas 
prácticas deben mantenerse. También puede ayudar a evitar la congestión, la adopción 
generalizada de horarios flexibles y jornadas escalonadas, como lo están haciendo nume-
rosas empresas de los sectores de la construcción y la manufactura, para ajustarse a los 
protocolos sanitarios.

Los problemas de congestión que tenían las ciudades antes de la crisis no habrían po-
dido resolverse simplemente con más inversión en vías para facilitar el flujo vehicular. Los 
estudios de urbanística moderna han demostrado que esa estrategia induce mayor tráfico, 
ciudades más extendidas y, a la larga, mayores tiempos dedicados a la movilización. Las 
ciudades donde la gente vive más a gusto, como Copenhague, Nueva York, Londres, París 
o Vancouver, tienen cada día menos automóviles y más espacio en plazas, vías peatonales y 
ciclovías. Adicionalmente, hay facilidad para que las personas puedan vivir cerca de donde 
trabajan. 

Para sustituir el uso de vehículos privados, estas ciudades han invertido en mejores 
buses públicos y trenes urbanos, y en diversas modalidades de bicicletas y autos de alquiler, 
que están disponibles en pequeñas estaciones en cualquier momento. El vehículo propio y 
la casa en los suburbios han dejado de ser símbolos de estatus, y tanto los ricos como los 
jóvenes están regresando a vivir al centro de las ciudades, donde están las propiedades más 
codiciadas y la acción más intensa. ¿Una quimera para las ciudades colombianas? En abso-
luto: es mucho más barato recuperar los espacios públicos y mejorar el transporte público 
que construir más vías y autopistas, estimulando cada vez más el uso del automóvil privado. 
Una persona en su automóvil necesita 20 veces más espacio en vías públicas que el que 
ocupa quien se transporta en bus, 30 veces el espacio que necesita el ciclista y 75 veces el 
que utiliza el peatón. Puesto que en las ciudades colombianas tan solo una minoría de las 
familias posee auto, tiene sentido económico aprovechar la crisis actual para reorientar el 
desarrollo urbano, pensando en la gente, no en los autos. 

Los Planes de Ordenamiento Territorial (POT), que en muchos casos requerirán ajustes, 
pueden ser un instrumento efectivo para el rediseño urbano, orientado a reducir los tiem-
pos de movilización y a facilitar un mejor uso de las capacidades laborales y el know-how 
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colectivo. La Ley 388/97, además de los POT, creó otros instrumentos interesantes como 
las actuaciones integrales urbanas o macroproyectos y los planes parciales, en donde por 
iniciativa pública o privada se generan proyectos que establecen una reglamentación urba-
nística especial. Generalmente están pensados para áreas de expansión urbana15 mayores 
a diez hectáreas y para áreas que no hayan sido urbanizadas, es decir que no cuenten con 
vías, ni redes de servicios públicos domiciliarios. Sin embargo, también han tenido auge los 
planes parciales de renovación urbana que permiten hacer transformaciones importantes 
en áreas urbanizadas. Este tipo de instrumentos se pueden utilizar para reducir la segre-
gación urbana y generar mayor cantidad de espacios urbanos en donde se favorezca la 
cercanía entre los lugares de vivienda (uso residencial) y los lugares de trabajo, estudio y 
cuidado (uso comercial, industrial e institucional), con zonas de espacio público adecuadas 
para traslados peatonales y en bicicleta, favoreciendo la reducción de los tiempos de viaje y 
la contaminación del aire. Esto no sólo mejora la calidad de vida de las personas, sino que 
aumenta su productividad y su cohesión social. Además, con un diseño adecuado de cargas 
y beneficios, gran parte de estos desarrollos se puede financiar con el incremento de los 
precios del suelo de áreas comerciales beneficiadas por la presencia de demanda para sus 
productos, originada en la concentración de usos residenciales cercanos.

A pesar de las bondades de los instrumentos de planeación urbana, lo cierto es que se 
han formulado muchos planes parciales, pero pocos han sido culminados con éxito.16 En el 
caso de las actuaciones integrales urbanas (AIU), aunque se crearon con la Ley 388/97 y se 
reformaron con la Ley 1753/15, aún falta su reglamentación. Así pues, como primera me-
dida se requiere una evaluación institucional que permita determinar las barreras o déficit 
de capacidad que existen en la normatividad y el arreglo institucional, o en los esquemas 
de financiación y que han impedido una ejecución oportuna a este tipo de instrumentos.
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El desarrollo de muchas ciudades en Colombia es compatible con el 
modelo centro-periferia planteado por Alonso desde 1964: 

Fuente: (Unión Temporal Econometría SEI, 2020) citando a (Paris, M., 2013).

Distribución de las funciones en el espacio
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Comercio/Servicios
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En ausencia de planificación urbana, o con planificación y bajo cumplimiento, las ciudades 
crecen de manera espontánea del centro hacia la periferia, con desarrollo de mayor altura y 
precios altos hacia el centro (y/o nuevas centralidades que aparecen durante el proceso de cre-
cimiento) y precios bajos en las zonas de periferia, en donde se demoran en llegar los servicios 
públicos y las vías de acceso. Al crecer la demanda por suelo urbano en las áreas centrales tradi-
cionales, se concentran actividades económicas diversas, lo que permite una tasa alta de retorno 
de la inversión inmobiliaria, por unidad de área. Las actividades con menor retorno o menor 
disponibilidad de pago por el suelo, tienden a desplazarse hasta donde el costo de transporte (o 
el costo de oportunidad del tiempo) equilibre el diferencial con el precio del suelo. Esto genera 
una mayor densificación predial, en el centro y las centralidades, pero también se combina con 
actividades que no se desplazan fácilmente, y por edificaciones y espacios que no se pueden 
remplazar o tienen restricciones legales. El resultado general es que las personas ubican sus re-
sidencias en la periferia y las actividades comerciales e institucionales se concentran en el centro. 
Adicionalmente algunas regulaciones, por objetivos ambientales o de movilidad, pueden llevar 
a generar aglomeraciones o parques industriales en zonas también periféricas, pero igualmente 
alejadas de los otros usos.

El enfoque de planeación urbanística denominado Desarrollo Orientado al Transporte (TOD, 
Transit Oriented Development, por sus siglas en inglés), es una tendencia mundial de rápido 
crecimiento, basada en la creación de comunidades compactas, caminables, orientadas a los 
peatones, de usos mixtos, y conectadas al resto de la ciudad por medios masivos de transporte 
público. Sus principales componentes son:

En Colombia se han formulado tres proyectos piloto en el marco de las Acciones Nacional-
mente Apropiadas de Mitigación del Cambio Climático (NAMA). El objetivo de estos pilotos es 
“adaptar la política de desarrollo urbano a nivel nacional, por medio de la implementación de 
modelos DOT que sean técnica y financieramente viables. Se pretende desarrollar como mínimo 
tres proyectos piloto en ciudades colombianas para demostrar el potencial de la idea de servir 
de plataforma para la replicación de este tipo de iniciativas en todo el marco nacional” (Finde-
ter, 2020). Los pilotos diseñados están en Cali,17 Manizales18 y Pasto.19 
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•  Mezcla de usos ubicados en proximidad (institucional, residencial, comercial, in-
dustrial y equipamientos urbanos de salud educación, etc.).
•  Diseño urbano con amplio espacio público peatonal, con el peatón como la prin-
cipal prioridad.
•  La estación de transporte público masivo como característica prominente, con 
una plaza pública frente a la estación.
•  Áreas de alta densidad, transitables a pie en un radio de diez minutos, general-
mente alrededor de la estación de transporte público.
•  Sistemas de tránsito de apoyo, como tranvía, tren ligero, y autobuses de energía 
limpia, etc.
•  Diseñado para incluir el fácil uso de bicicletas y patinetas como transporte de 
apoyo.
•  Grandes zonas de parqueo para bicicletas dentro de las estaciones.
•  Sistema de alquiler de bicicletas y red de bici-carriles integrados en las estaciones.
•  Sitios de parqueo reducido y manejado dentro de un círculo de diez minutos a pie. 
•  Zonas comerciales alrededor de las estaciones, incluyendo cafés, supermercados, 
lavanderías, etc.



COLOMBIA DESPUÉS DE LA PANDEMIA: LA URGENCIA DE LO ESTRUCTURAL

$-

TL$.00C74235F:$7:A47$<E:535C506

Finalmente, es necesario aprovechar el potencial de las megaciudades, fomentando 
la cooperación entre sus municipios. Este tipo de cooperación ya ha sido necesario para 
enfrentar la emergencia sanitaria, pues numerosos municipios cercanos a las grandes ciu-
dades no cuentan con dotación hospitalaria suficiente, en especial, en materia de unidades 
de cuidados intensivos. En la fase de recuperación post-COVID-19, un área necesaria de 
cooperación es la relativa a la conectividad. El caso de Bogotá merece especial atención. 
Antes de la crisis, Bogotá D.C. recibía por tierra diariamente unas 150.000 personas. Apro-
ximadamente la mitad eran viajeros regulares por razones de trabajo. Quienes venían de 
Soacha, Chía, Funza, Cota o Mosquera, municipios relativamente bien conectados a la 
ciudad, gastaban en promedio más de una hora diaria para llegar a sus trabajos y otro 
tanto para regresar. Quienes venían de otros lugares gastaban en cada dirección más de 
una hora y media en promedio. Este desperdicio diario de capacidades productivas no 
tendría por qué volver a ocurrir, incluso si el número de viajeros vuelve a ser el que se tenía 

Este tipo de proyectos se puede complementar con el enfoque de ciudades inteligentes pro-
movido por el BID, definidas como “aquellas que utilizan los mejores medios disponibles en la pro-
visión de bienes y servicios para elevar el nivel de vida de sus habitantes de manera sostenible”. 
Esta iniciativa promueve el uso de la tecnología y la innovación, para facilitar el desarrollo de las 
funciones urbanas, con diferentes tipos de sensores y programas automatizados que apoyan la 
planeación y gestión de las ciudades (López, 2018).

Fuente: (López, 2018).
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antes, ya que tal número no llega siquiera a 2% de la población residente de la ciudad. En 
condiciones geográficas mucho más difíciles, la isla de Manhattan, con una población de 1,6 
millones, recibe a diario 2,3 millones de viajeros. La misma Bogotá D.C. movilizaba diaria-
mente en Transmilenio a dos millones de personas antes de la crisis.

La movilidad es sólo uno de los problemas comunes que requerirían una mejor coor-
dinación entre las principales ciudades y sus municipios satélites, para aprovechar el po-
tencial conjunto de generación de empleo formal, en la fase de recuperación. Las grandes 
ciudades y los municipios cercanos que conforman sus áreas metropolitanas de facto deben 
acordar rápidamente programas conjuntos de inversión en vías de conexión intermunicipal, 
servicios de transporte y centrales para pasajeros, que tengan en cuenta las restricciones 
que imponen los protocolos sanitarios. 

La conformación de áreas metropolitanas de jure se rige por una lista de procedimientos 
establecidos en la Ley 1225 de 2013, que concluye con la aprobación en consulta popular. 
Existen legalmente sólo seis áreas metropolitanas, cuando por lo menos debería haber 19 
para que puedan coordinarse los municipios que están más conectados laboralmente entre 
sí. El Gobierno nacional y el Congreso podrían ayudar a destrabar el proceso de conforma-
ción de áreas metropolitanas. 
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El Departamento Nacional de Planeación coordinó en 2014 la Misión del Sis-
tema de Ciudades, en la cual Econometría Consultores participó a través de la 
evaluación del impacto de la aplicación de los instrumentos de la Ley 388/97. La 
Misión identificó dos tipos de desarrollos urbanos: “i) ciudades uninodales, cuya 
expansión y desarrollo se ha mantenido al interior del límite político administrativo 
del municipio y, ii) aglomeraciones urbanas, ciudades ‘funcionales’ cuyas activida-
des han desbordado el límite político-administrativo de la ciudad núcleo y desa-
rrollan sus actividades en municipios aledaños.”

Las recomendaciones de la Misión se plasmaron en el Documento Conpes 
3819 de 2014 mediante un Plan de Acción de seis ejes: i) Visión sostenible y creci-
miento verde; ii) Conectividad física y digital; iii) Productividad; iv) Calidad de vida 
y equidad; v) Financiación adecuada y eficiente, y vi) Coordinación y gobernanza. 

Si bien esta política se originó en el Gobierno de Santos (2011-2018), el Plan 
Nacional de Desarrollo la continuó con modificaciones, planteando una estrategia 
denominada “Sistema de Ciudades: motor para el desarrollo sostenible, inteligente 
y productivo”, que básicamente busca “potenciar la equidad y la productividad del 
SC mediante la promoción de modelos de ciudad equilibrados y enfocados hacia 
un uso eficiente del suelo, la provisión de bienes y servicios urbanos y regionales 
y la generación de mayores sinergias supramunicipales para el crecimiento eco-
nómico y la inclusión social”. Nótese que nuevamente el énfasis es el crecimiento 
económico en general y la inclusión social en lo particular. Los ejes de acción ahora 
son (DNP, 2019): 
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i) Ciudades productivas con infraestructura para la competitividad, que incluye:

•  Reglamentación de la implementación de AUI.
•  Elaboración de una metodología para la identificación de necesidades de 
equipamientos supramunicipales. 
•  Formulación de lineamientos para la priorización de proyectos de accesos 
urbanos.
•  Formulación de lineamientos e identificación de acciones para mejorar la 
conectividad digital de las ciudades, para promover la productividad urbana 
y las industrias creativas y de tecnología.

ii) Conectar el sistema de ciudades a partir de su desarrollo productivo.

•  Formulación de lineamientos para promover la diversificación y sofisti-
cación de las ciudades, teniendo en cuenta las apuestas productivas de los 
territorios, orientadas a la generación de mayores escalas de producción, 
empleo y valor agregado. 
•  Generación de estrategias para capacitar el recurso humano en concor-
dancia con las apuestas productivas regionales y de ciudad definidas.
•  Impulso a la creación o consolidación de una institucionalidad metropoli-
tana o regional para la promoción del desarrollo económico y la provisión de 
bienes públicos a los clústeres de su territorio.

En resumen, aparte de la reglamentación de las AIU, la nueva política de coope-
ración entre ciudades se reduce a formular lineamientos, desarrollar metodologías y 
estrategias e impulsar la institucionalidad. Nuestra propuesta de reforma es, tenien-
do en cuenta las necesidades de generar cambios estructurales en las dinámicas de 
generación de empleo en las ciudades, modificar el Plan Nacional de Desarrollo para 
establecer acciones concretas para:

•  Incentivar la sofisticación de la producción.
•  La reforma del sistema de formación para el trabajo, con énfasis en la 
empleabilidad.
•   La financiación de la implementación de elementos tecnológicos, para la 
planeación y gestión de las ciudades. 
•  La reforma a los mecanismos de adopción y ejecución de Planes parciales 
y AIU, para el desarrollo de conglomerados intraurbanos que reduzcan la 
necesidad de movilización, concentren la demanda de bienes y servicios, y la 
generación de empleo en zonas densas de usos mixtos e integrales. 
•  La creación de una arquitectura institucional efectiva con espacios de 
interacción, coordinación y toma de decisiones, para la cooperación entre 
aglomeraciones de municipios. Esto último incluyendo mecanismos de fi-
nanciación y acceso a crédito externo por parte de regiones o asociaciones 
de municipios. 
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Fuente: tomado de (DNP, 2014).
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Arturo García, Nury Bejarano, 
Jimena Iguavita y Cristhian Contreras

Colombia tiene una ventana de oportunidad en el sector agropecuario. Puede consolidar 
las bases de su desarrollo explotando las ventajas comparativas que tiene en las actividades 
agropecuarias, las cuales se podrían potenciar enormemente si se dan encadenamien tos 
con la agroindustria y el comercio, y se genera circulación hacia toda la economía. En el mo-
mento en que se produzca la recuperación de la actividad petrolera, por medio de políticas 
macroeconómicas deben evitarse los efectos perniciosos tipo enfermedad holandesa que 
se dieron en el auge anterior de precios,21 más bien, los recursos naturales no renovables, 
vía regalías, deben ser una de las fuentes de financiación de esta apuesta de desarrollo. 

La propuesta se ha estructurado en seis apartes. En el primero se muestra que el des-
empeño actual del sector agropecuario en términos de PIB, empleo y exportaciones no 
ha sido malo en un escenario extremo como el que se ha tenido. En el segundo, se pro-
fundiza en cómo el sector puede tener un desarrollo positivo después de la pandemia, así 
la participación en el PIB sea baja. En el tercero se enfatiza que para hacerlo es necesaria 
una mayor conexión con el mercado internacional. Posteriormente, se muestra que para 
exportar o sustituir importaciones es necesario aprovechar las ventajas comparativas, y au-
mentos grandes pero posibles de la productividad. En el quinto se plantea que una mejora 
en el sector agropecuario tendrá efectos positivos en la cadena alimentaria y por tanto 
en el conjunto de la economía. Finalmente, se expone cómo el cambio requiere toda una 
estrategia integral basada en una apuesta 'gana-gana' donde las mejoras en productividad 
tendrán un papel central.
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Para mirar el desempeño reciente del sector agropecuario vale la pena poner atención 
a tres indicadores básicos: PIB, exportaciones y empleo. El empleo bien podría considerarse 
como el mayor problema del momento; sin embargo, el PIB es fundamental, porque de su 
comportamiento depende la generación de empleo así como los ingresos para la población 
y para el Estado. Las exportaciones son fundamentales como componentes del PIB y como 
fuente de pago para las importaciones y el servicio de la deuda. 

En el informe de política monetaria de agosto, el Banco de la República estima una caí-
da en el PIB de 8,5% durante 2020 (oscilando entre 6 y 10%), y un crecimiento de 5,3% para 
2021. En el segundo trimestre, cuando se sintió plenamente el efecto de la crisis sanitaria, 
la caída del PIB fue de 15%; sin embargo, los efectos no fueron homogéneos por sectores 
como puede verse en el gráfico 3.1. Dos aspectos pueden resaltarse: a) La agricultura, ha 
caído en menos de 5%; y b) La caída de más de 20% en minas, industria, construcción, co-
mercio, servicios. La industria asociada a procesamiento de productos agropecuarios cayó 
menos que el resto de la industria (-19% vs -27%).
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Fuente: (DANE, 2020).

Todo lo anterior implica caídas en los ingresos con sus consecuentes efectos sobre la 
demanda y las condiciones de vida de la población, pero a la vez muestra la resiliencia que 
tienen ciertos sectores, entre otros, la agricultura.

Por otro lado, en la medida que se quiere una economía más diversificada, lo que pase 
con las exportaciones tiene especial relevancia. A junio de 2020 las caídas más fuertes las 
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sufrió el sector minero e industrial, que tienen una mayor participación en las exportaciones, 
mientras que la caída del sector agropecuario fue menor. Sin contar con los efectos de la 
pandemia, las exportaciones no han respondido a la fuerte devaluación que ha tenido el 
peso colombiano (superior al 50% desde 2012).

La función de generación de divisas ha recaído fundamentalmente en el sector petrole-
ro; sin embargo, su vulnerabilidad en momentos como estos, la gran presión mundial que 
busca la reducción del consumo de energías fósiles y sobre todo las muy pocas reservas con 
que cuenta el país (menos de siete años), impiden que sea una base sólida de desarrollo. La 
búsqueda de alternativas es una prioridad inaplazable, esta coyuntura es una oportunidad 
para buscarlas.

Por último, lo más crítico es lo que sucede con el empleo. La tasa de desempleo llegó 
a finales de julio a 20,2%, con una pérdida adicional en la calidad del empleo. En este pa-
norama, salvo el sector de servicios públicos, donde actividades como comunicaciones se 
dispararon con las cuarentenas, el empleo en todos los demás sectores se ha visto afectado. 
La agricultura fue uno de los sectores en los que la caída fue menor. 

Mirando en conjunto los indicadores de PIB, exportaciones y empleo, se puede afirmar 
que la agricultura ha tenido un desempeño bastante aceptable en medio de la pandemia. 
Adicionalmente, si se valora el empleo generado por unidad de PIB, se encuentra que el 
sector agropecuario, junto con el comercio, son los más altos en este indicador (ver Gráfico 
3.2). Esto es un aspecto relevante, cuando más adelante se vean las posibilidades y los 
efectos del crecimiento de la producción agropecuaria.
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Fuente: DANE y Cuentas Nacionales.
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En resumen, podría decirse que el sector agrícola ha sido uno de los menos afectados 
por la pandemia. Esto es importante por: i) los ingresos que genera, ii) las implicaciones 
sobre seguridad alimentaria de la población colombiana, y iii) su impacto en la equidad, ya 
que es la fuente de sustento de una de las poblaciones más vulnerables del país. La pregun-
ta es si vale la pena hacer la apuesta en este sector, como base para el crecimiento futuro.
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Las actividades agropecuarias tienden a perder participación en el PIB conforme los 
países se van desarrollando (Kalmanovitz y López, 2006). Es una ‘ley’ de la cual es difícil 
escapar. Sin embargo, se quiere mostrar que, aun respetando esta realidad, es posible que 
el sector rural tenga un importante potencial de crecimiento. Para ello, lo primero es mirar 
el comportamiento de la agricultura colombiana, en comparación con otros países. Si se 
toman los principales países latinoamericanos a partir de 1991, año en que se implementó 
la apertura en el país, se encuentra que la participación del sector en el PIB en Colombia 
partía de un nivel alto; el mayor, salvo Ecuador. Luego, el decrecimiento fue, de lejos, mayor 
que el promedio de países, en buena medida, por el conflicto armado. Muy ilustrativo es 
el hecho de que entre 1999 y 2000, cuando se estaba acentuando el conflicto armado, se 
diera una de las caídas más grandes, cerca de cinco puntos de participación en un solo año.
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Fuente: Cálculos propios sobre cifras del Banco Mundial.

Con las mejoras en seguridad que se dieron a partir de 2002, y luego con las negocia-
ciones de paz iniciadas desde 2010, se ha frenado esa pérdida en participación en términos 
relativos a países vecinos, e incluso se ha revertido en los últimos años. 
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Otra forma de ver el potencial de la agricultura es valorando los crecimientos que han te-
nido los distintos países. Independientemente de que se pierda participación, se pueden tener 
importantes aumentos en la producción y en las exportaciones. Existen experiencias de países 
que así lo muestran: Brasil, Chile, Perú y Ecuador en el ámbito latinoamericano; algo similar se 
dio en países del sudeste asiático como Malasia e Indonesia. Vale la pena resaltar que estos 
importantes crecimientos se han dado aún si la participación del sector agropecuario en el PIB 
es baja.
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Fuente: Banco Mundial.

Hay dos maneras de valorar lo que podría ser el aporte del sector agropecuario en la pro-
ducción nacional y el empleo (ver Cuadro 3.1). 

a)  Extrapolando lo que sería la participación de la agricultura en el PIB si se hubiese se-
guido la tendencia antes de la agudización del conflicto armado. Al comparar la tendencia 
con la situación actual, se encuentra que las diferencias serían: 398.242 hectáreas adiciona-
les, 13,1 millones de toneladas de mayor producción y 1,1 millones de empleos nuevos.

b) Extrapolando lo que hubiese sido la producción si se hubiese tenido un crecimien-
to similar a Brasil, Chile, Perú y Ecuador. La diferencia entre el periodo de 2019 real y el 
proyectado, sería la siguiente: 288.333 hectáreas adicionales, 9,5 millones de toneladas 
adicionales, y 909.220 empleos adicionales.
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Fuente: Cálculos propios sobre cifras del Banco Mundial y DANE.
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VARIABLE 2019 REAL
2019

PROYECCIÓN  
PARTICIPACIÓN

DIFERENCIA
PROYECCIÓN

PARTICIPACIÓN
REAL

2019
PROYECCIÓN
CRECIMIENTO

DIFERENCIA
PROYECCIÓN
CRECIMIENTO

REAL       
Área sembrada
(Has) 4’561.117 4’849.450 398.242 4’959.359 288.333
Producción (Ton) 72’517.103 82’046.730 13’162.193 85’679.296 9’529.626
Ocupados en el
sector agrícola (%) 15,8 19,88 6,72 (1’091.955) 21 5,2 (909.220)
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Los dos ejercicios tienden a coincidir: se está hablando de que se habrían podido tener 
cerca de un millón de empleos adicionales, nada despreciable en las actuales circunstancias. 
Esto sería el empleo que, de forma ‘inercial’, se habría logrado en 20 años. Ante la situación 
existente y con un plan estructural como el que se plantea en este capítulo, se podría tener 
como meta lograrlo en cinco años.

Los resultados en variables, como empleo, en la práctica podrían ser menores, en la medi-
da en que para llevar la producción al mercado (nacional e internacional) se debe lograr una 
mejora significativa en la productividad. Aun, si se generase sólo la mitad del empleo, hablar 
de 500.000 nuevos puestos es significativo. Esta cifra es igual a 11% de los desempleados al 
mes de junio del 2020, que son 4,7 millones de personas. Por otro lado, podría ser más, en la 
medida en que Colombia tiene una participación muy marginal en el mercado internacional; 
además, se podría apuntar a la sustitución de importaciones (básicamente de maíz) y a un 
desarrollo de cultivos forestales, donde el país tiene un muy bajo desarrollo.
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Los potenciales de crecimiento que se describieron en la sección anterior, sólo se lograrán 
con una participación más activa en el comercio exterior. El análisis de la distribución de las 
exportaciones muestra gran dependencia de los recursos naturales no renovables. En 2019 el 
petróleo y el carbón representaban 54% de las exportaciones, cuando en el 2000 llegaban a 
44%. La gran dependencia de las exportaciones con esos productos es aún más grave, cuan-
do la tendencia a mediano y largo plazo a nivel mundial es al marchitamiento de su consumo. 
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Fuente: Cálculos propios sobre cifras del DANE. 
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Por supuesto, lo anterior implica tener una activa participación en el comercio exterior, 
que será imposible si Colombia no es competitiva en sus costos país, como los de transporte, 
protección y trámites administrativos (ver la primera sección de este capítulo). 
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Si se analizan las exportaciones agropecuarias vale la pena resaltar lo siguiente:

• El grueso de las exportaciones se concentra en tres productos básicos: café, flores 
y banano, en orden decreciente de importancia. Se trata de tres productos que el mer-
cado internacional ha tenido siempre como objetivo.

• Para los demás productos agropecuarios básicos, el énfasis es el mercado nacio-
nal. Las exportaciones no son importantes, o sencillamente es un mercado que no se 
contempla.

• En cierta forma, el salto hacia el mercado internacional podría enfrentar una espe-
cie de trampa al crecimiento. La producción nacional tiene una protección en los costos 
de transporte, aparte de las protecciones arancelarias y para arancelarias (Perfetti y 
Botero, 2018). Exportar implica una reducción de los precios, que podría afectar al con-
junto de la producción, con una baja notoria del ingreso. En tal sentido, no hay incentivo 
a realizar exportaciones, salvo que el aumento fuese significativo.

• Se exportan principalmente productos sin mayor procesamiento.
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Por otro lado, tomando a manera de ejemplo la palma y el cacao, no sólo existen posi-
bilidades en el mercado externo sino gran disponibilidad de tierras para aumentar su pro-
ducción, sin entrar a afectar bosques. Al respecto, los trabajos de la Unidad de Planeación 
Rural Agropecuaria (UPRA) son bien ilustrativos:

• Según sus estudios de vocación del suelo, existen 17,5 millones de hectáreas con 
vocación para el cultivo de palma de aceite en Colombia, de los que actualmente se 
estaría utilizando únicamente 3% del potencial. 

• El caso del cacao es incluso más sorprendente: existe un potencial de 21 millones 
de hectáreas, pero para finales de 2018 se había utilizado menos del 1%.

CULTIVO EXPORTACIONES
(USD)

EXPORTACIONES/PRODUCCIÓN
(CANTIDAD % )

PARTICIPACIÓN
 EN EL

MERCADO 
MUNDIAL

(VALORES %)
Café y sus derivados 2’462.526 97,92 8,13
Flores y capullos 1’312.262 - 15,67
Bananas 914.966 49,91 8,45
Caña de azúcar y sus derivados 273.337 0,00 1,00

245.547 32,55 0,87
Cacao y sus derivados 136.655 21,05 0,29
Carne bovina 14.786 1,76 0,07
Maíz y sus derivados 13.639 2,24 0,05
Leche y sus derivados 1.185 0,03 0,00
Arroz y sus derivados 830 0,07 0,00
Yuca y sus derivados 396 0,09 0,03
Papas y sus derivados 13 0,07 0,00

Aceite de palma y sus derivados

Fuente: Cálculos propios sobre cifras de Faostat.
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• En lo que respecta a las importaciones, también hay un margen de sustitución. 
Se puede observar que dentro de las importaciones relacionadas con el sector agrope-
cuario, los cereales son los de mayor peso; en segundo lugar están los alimentos para 
animales.
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Fuente: DANE.

Teniendo en cuenta el gráfico, se debe enfatizar en los productos que componen el 
arancel de los cereales, para determinar cuáles de ellos tienen mayor peso en las importa-
ciones agropecuarias: son el maíz y el trigo.

Colombia tiene un potencial para producción interna del producto de mayor importa-
ción en términos agropecuarios, el maíz amarillo. La Unidad de Producción Rural Agrope-
cuaria (UPRA) y el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) determinaron que Colombia 
tiene un potencial de 18,7 millones de hectáreas para la producción de maíz de clima cálido. 
Para el año 2019, según datos de la Encuesta Nacional Agropecuaria (ENA), había 327.744 
hectáreas plantadas de maíz amarillo, con una producción de un millón de toneladas (1,7% 
del potencial). El valor importado, en términos de toneladas, es de 5,7 millones de toneladas 
de maíz, por lo que es factible que el país pueda cubrir la demanda local a través de la sus-
titución de importaciones. Si se mantiene constante el rendimiento del año 2019, se necesi-
tarían 1’869.230 hectáreas adicionales de este cultivo para suplir las cantidades importadas, 
lo que es igual a apenas 10% de las áreas con potencial de producción. Esa sustitución no 
debe lograrse a través de medidas proteccionistas que terminan castigando a los sectores 
productivos que utilizan estos insumos, y en últimas, a los consumidores. Debe lograse a 
través de mejoras en la competitividad. 
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De los anteriores apartados, se evidencia el potencial de la producción agropecuaria. 
Así mismo, es claro que para lograrlo, es necesaria una mayor participación en el mercado 
internacional, aumentando exportaciones y sustituyendo importaciones. En este orden de 
ideas, es necesario examinar el nivel de competitividad de Colombia frente a otros países 
similares. Al respecto, se plantea la siguiente pregunta: ¿Se puede competir en el mercado 
internacional? La respuesta es que sí. Para mostrarlo, se presentan a continuación dos tipos 
de análisis:

1. Un análisis de ventajas competitivas, donde se muestra que Colombia tiene ven-
taja comparativa, básicamente en tierra y en agua. 

2. Un análisis de productividad, donde se hace una comparación con las produc-
tividades de países similares y vecinos, y se contrasta con la situación reportada por 
Colombia. 

IL$$%:^D5656$17$G7:A2U26$30<C7A5A5G26

Para analizar las ventajas competitivas de Colombia se deben observar los precios y 
dotaciones de los principales insumos asociados al sector agropecuario, como son el costo 
de la mano de obra, la inversión en ciencia y tecnología, la conectividad y calidad de la 
infraestructura vial, el precio de la energía y la disponibilidad de agua y suelos.

Fuentes: World Bank, World Economic Forum y Global Petrol Price.

ELEMENTO

SALARIOS
PROMEDIO

DEL
SECTOR

AGRÍCOLA 
2019

GASTO
EN I+D
2016

CONECTIVIDAD
VIAL 2019

CALIDAD DE
INFRAESTRUCTURA 

VIAL 2019

PRECIO DE
LA 

ENERGÍA 
2019

(HOGARES)

PRECIO DE
LA ENERGÍA 

2019
(INDUSTRIA)

NIVEL
DE

ESTRÉS
HÍDRICO

2014

PAÍS USD % DEL
PIB

VALOR
(0-

100)
RANKING VALOR

(0-7 ) RANKING (USD/KWH) (USD/KWH) ESTRÉS
HÍDRICO

Argentina 902,22 0,55 94,5 12 3,6 92 0,08 0,05 6,64
Brasil 317,75 1,26 76,1 69 3 116 0,15 0,12 1,32
Chile 498,46* 0,36 95,8 9 5,2 25 0,19 0,14 5,5
Colombia 247,66 0,26 65,4 97 3,4 104 0,14 0,14 0,86
Ecuador 248,04** 0,33 64,2 100 4,9 35 0,1 0,09 3,74
Indonesia 105,46 0,24 59,8 109 4,2 60 0,1 0,07 9,24
Malasia NA 1,43 40 133 5,3 19 0,06 0,1 3,41
México 222,46 0,48 90,3 22 4,5 49 0,08 0,15 24,07
Perú 238,01 0,12 64 102 3,2 110 0,2 0,14 1,16
Sudáfrica 261,75** 0,81 96,2 7 4,5 47 0,12 0,06 42,92
Vietnam 188,42 0,44 63,3 104 3,4 103 0,08 0,08 12,79
* Información para 2015; ** Información para 2012
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Al respecto, el primer factor a analizar es el costo de los salarios en las zonas rurales. 
En América Latina se tienen costos laborales relativamente bajos; sin embargo, al comparar 
a Colombia con países como Vietnam, Perú, Indonesia y México, es claro que el costo por 
mano de obra es de los más altos (después de Argentina y Brasil). Se tiene una mano de 
obra relativamente cara para afirmar que el trabajo pueda ser un factor competitivo.

Considerando el gasto total del país en ciencia y tecnología, Colombia es de los países 
que menos invierte en este rubro (0.26 % del PIB en 2016). Países como Argentina y Brasil 
han hecho inversiones por encima de 1% del PIB durante los últimos años. Al respecto, el 
país tampoco muestra ventajas. 

Frente a la conectividad vial y la calidad de la infraestructura, el World Economic Forum 
estimó un ranking mundial para estos indicadores en 2019. En el primer caso, el índice mide 
la velocidad promedio y la rectitud de un recorrido que conecte a diez ciudades del país. 
Estados Unidos es un referente mundial para este indicador, seguido de México, Argentina 
y Nueva Zelanda. Colombia, está muy por debajo de estos países, alcanzando el puesto 97 
a nivel mundial (de un total de 141 países analizados). El segundo indicador es el de calidad 
de la infraestructura vial. En el Cuadro 3.3 se muestran los resultados del ranking y, similar al 
indicador de conectividad, Colombia ocupa el puesto 104. Con base en los resultados de los 
dos indicadores, se puede inferir que Colombia tiene serios problemas en la infraestructura 
vial con ambos tipos de mediciones. Está entre los países con los puntajes más bajos, es 
decir, tampoco existe competitividad en infraestructura vial.

Para el desarrollo de actividades productivas, un factor importante es el costo de la 
energía. De acuerdo con Global Petrol, en 2019 Colombia exhibía uno de los costos más 
altos por KWH de energía para actividades industriales (USD 0,14/KWH). Como resultado, el 
país tampoco muestra una ventaja en esto.  

Hasta este punto, el país no muestra ventaja competitiva en ninguno de los factores cla-
ve. Es momento de analizar su posición frente a disponibilidad de agua y tierra productiva. 
Frente a la disponibilidad y uso de agua, el Banco Mundial22 estimó en 2014 un indicador 
del nivel de estrés hídrico, que mide la proporción del agua usada por las actividades agro-
pecuarias, manufacturas, electricidad, industria y servicios frente al total de agua dulce en el 
país (este indicador también se conoce como intensidad de uso de agua). Como resultado, 
frente a países similares y de la región, Colombia tiene el nivel más bajo de estrés hídrico, lo 
cual se convierte en una ventaja comparativa y competitiva para el país.

Finalmente, considerando la disponibilidad de tierra productiva, la FAO valora a Colom-
bia como uno de los países con mayor potencial para usar tierras en actividades producti-
vas, que aún no están siendo usadas para tal fin. “Las tierras con potencial de producción de 
cultivos que no se destinan a usos agrícolas están distribuidas de manera desigual entre las 
regiones y los países, y no siempre corresponden a los lugares donde existen oportunidades 
de mercado y económicas para la expansión de la producción. En el mundo en desarrollo, 
las regiones con el mayor potencial aparente de expansión agrícola son el África subsaha-
riana y América del Sur. La mitad del saldo total se concentra en sólo siete países: Brasil, Re-
pública Democrática del Congo, Angola, Sudán, Argentina, Colombia y Bolivia.” (FAO, 2011). 
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Por su parte, la UPRA ha mostrado que hay una gran disponibilidad de área en el país 
para ampliar la frontera agropecuaria. Según se estimó en 2018, la frontera agrícola en 
Colombia llega a 36,7 millones de hectáreas, en las cuales se pueden desarrollar actividades 
agropecuarias de forma sostenible sin restricciones (UPRA, 2018). Sin embargo, sólo se 
tienen 5,1 millones de hectáreas cultivadas, 31,1 millones de hectáreas en áreas de pastoreo 
y 135.235 en área forestal con producción. Así, Colombia tendría ventaja comparativa en 
disponibilidad de tierra productiva. 

Para resumir, como se ha presentado en esta sección, Colombia tiene una ventaja com-
parativa en disponibilidad de tierra productiva y de agua. Esto muestra las grandes posibi-
lidades de desarrollo agropecuario. La pregunta que queda es cómo empezar a aprove-
charlas.

NL$$%:^D5656$17$C401E3A5G512176

El segundo tipo de análisis para determinar si se puede competir en un mercado in-
ternacional es el análisis de productividades. Tener ventajas comparativas no significa que 
se estén aprovechando. Las ventajas comparativas deben volverse ventajas competitivas. 
Esta sección se concentrará en la productividad de algunos de los principales productos 
agropecuarios. 

Para comenzar, vale la pena comparar los rendimientos en Colombia con los promedios 
mundiales y con el país de mejor productividad que hace parte de los diez productores más 
grandes a nivel mundial, en productos como yuca, maíz, ganado, cacao, papa, palma de 
aceite, café y caña de azúcar. 
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Fuente: Faostat.

Considerando este conjunto de productos (que son los que tienen mayor peso dentro 
de la producción nacional), es claro que la productividad colombiana se encuentra bastante 

Yuca (Hg/Ha) Tailandia 230.328 100.246 113.692 130.082 13.446
Maíz (Hg/Ha) Estados Unidos 118.754 35.005 58.967 83.749 23.962
Ganado
(CG/Ha) Países Bajos 2,02 0,35 0,2 1,67 -0,15

Cacao 
(Hg/Ha) Ghana 27.778 3.886 4.481 23.892 595

Papa (Hg/Ha) Estados Unidos 483.882 227.565 212.087 256.317 -15.478

aceite
(Hg/Ha)

Tailandia 216.870 202.866 146.029 14.004 -56.837

Café (Hg/Ha) Malasia 39.059 9.514 9.023 29.545 -491

azúcar 
(Hg/Ha)

Perú 1´212.463 868.309 708.544 344.154 -159.765

PRODUCTO MEJOR 
REPRESENTANTE RENDIMIENTO COLOMBIA MUNDO

BRECHA
FRENTE AL

MEJOR PAÍS

BRECHA
FRENTE 

AL
MUNDO

Palma de

Caña de
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lejos de los países líderes. Frente al promedio de productividad mundial, en papa, ganado, 
palma de aceite, café y caña de azúcar, Colombia reporta rendimientos ligeramente supe-
riores. Para el resto de casos, la productividad por hectárea es inferior.

Ahora bien, se ha mostrado que las productividades son bajas, pero ¿es posible mejo-
rarlas? El Cuadro 3.5 reporta una gran dispersión de productividades. Sin embargo, existe 
un gran potencial de crecimiento. Si se lograra llevar a los productores que se encuentran 
en los quintiles inferiores de productividad (1 y 2) al quintil cuarto, los incrementos en esta 
variable serían significativos como se aprecia en el cuadro.
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Fuente: Cálculos propios sobre cifras de ENA, 2017 y Faostat.

Existe, por tanto, espacio para lograr incrementos sustanciales de productividad. Al res-
pecto se tienen experiencias reales que permiten mostrar que dichos aumentos son factibles. 
Por ejemplo, en términos de cabezas de ganado por hectárea en un proyecto de Fundación 
Alpina, se lograron incrementos que superan el aumento potencial esperado (Econometría, 
2016A). En un reciente proyecto de la Unión Europea con productoras mujeres en el sur del 
Cauca se lograron incrementos en ingresos superiores al 100% en productos como cerdos, 
cuyes, pollos de engorde, gallinas ponedoras y hortalizas (Econometría, 2019B).
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La dinámica económica de una región o un país se debe valorar por lo que vende fuera 
de la región (o lo que exporta, para el caso de los países) y los procesos de circulación de 
los bienes generados por los ingresos de esas ventas y exportaciones sobre el resto de la 
economía.

Al respecto, se debe entender que el desarrollo de la agricultura no se limita a las activi-
dades primarias: es la base para el desarrollo de la agroindustria. La economía agropecuaria 
a primera vista no tiene una participación alta en el PIB de un país, cuando ha avanzado 

Cacao 0,425 1,5 253 (Ton/Ha)
Café 0,995 2,01 102 (Ton/Ha)
Caña panelera 3,74 12,5 234,2 (Ton/Ha)
Maíz amarillo 1,23 3 144,9 (Ton/Ha)
Papa 10,05 25 148,6 (Ton/Ha)
Yuca 3 ,54 11 210,7 (Ton/Ha)
Bovinos 0,245 1,27 3 91,1 (Reses/Ha)

PRODUCTO
PRODUCTIVIDAD 

PROMEDIO, QUINTILES
1 Y 2

PRODUCTIVIDAD 
PROMEDIO 
QUINTIL 4

CRECIMIENTO SI SE 
ALCANZA

PROD UCTIVIDAD 
QUINTIL 4 (%)

UNIDAD
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en su desarrollo; además, la participación del sector agrícola tiende a disminuir, como se 
ha visto anteriormente. Sin embargo, no hay que olvidar que el sector agropecuario es la 
base de otros sectores de la economía, puesto que provee de materias primas y demanda 
insumos (Banco Mundial, 2008). Un producto primario usualmente es transformado para 
otorgarle valor agregado y pasar al consumidor final, a los hogares. Este sistema conforma 
lo que se entiende como encadenamiento productivo.

Para poner este concepto en perspectiva de un país como Colombia, se tomó infor-
mación de los sectores que mayoritariamente dependen de la actividad agropecuaria para 
su funcionamiento. En el Cuadro 3.6 se presentan los resultados de un ejercicio que busca 
hacer una aproximación cuantitativa de lo que implica el encadenamiento hacia adelante 
del sector agropecuario en la economía del país. Se encuentra que los sectores interrela-
cionados con el sector agropecuario conforman 14,8% del PIB total, que sumados al sector 
netamente agropecuario llegan a representar 21% del PIB nacional.

!>;'B"+HFK
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Fuente: Cálculos propios sobre Cuentas Nacionales del DANE y EAC, 2018.

SECTOR SEGÚN DIVISIÓN CIIU 4 REV A.C - 61 AGRUPACIONES
PIB (MILES DE 
MILLONES DE 

PESOS)
PARTICIPACIÓN

PORCENTUAL
Agricultura, ganadería, caza, silvicultura y pesca 5 3.442 6,3
Elaboración de productos alimenticios; elaboración de bebidas;
elaboración de productos de tabaco 28.678 3,4

Fabricación de productos textiles; confección de prendas de vestir; 
curtido y re-curtido de cueros; fabricación de calzado; fabricación de
artículos de viaje, maletas, bolsos de mano y artículos similares, y
fabricación de artículos de talabartería y guarnicionería; adobo y 
teñido de pieles 

10.418 1,2

Transformación de la madera y fabricación de productos de madera 
y de corcho, excepto muebles; fabricación de artículos de cestería y 
espartería; fabricación de papel, cartón y productos de papel y de
cartón; actividades de impresión; producción de copias a partir de
grabaciones originales

6.479 0,8

Fabricación de sustancias químicas básicas, abonos y compuestos 
inorgánicos nitrogenados, plásticos y caucho sintético en formas
primarias; fabricación de otros productos químicos; fabricación de
fibras sintéticas y artificiales; fabricación de productos farmacéuticos, 
sustancias químicas medicinales y productos botánicos de uso 
farmacéutico                                                                               

12.291 1,4

Fabricación de muebles, colchones y somieres 2.359 0,3
Comercio al por mayor y al por menor; reparación de vehículos 
automotores y motocicletas* 33.361 3,9

Alojamiento y servicios de comida 32.594 3,8
Producto interno bruto 853.600 100
*Se tomó información de la Encuesta Anual de Comercio (EAC) del 2018, en la cual se tiene información de la participación de 
productos primarios, alimentos, textiles, cueros y papelería. Estos rubros mencionados anteriormente representan al 47,5% del sector 
Comercio al por mayor y al por menor.
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Con información de la base de datos de la Gran Encuesta Integrada de Hogares, GEIH, 
y de la Encuesta Anual de Comercio, se logró establecer el número de empleos que genera 
de forma directa e indirecta, para el 2019, el sector agropecuario, puesto que hay sectores 
económicos industriales y comerciales ligados a este sector (Banco Mundial, 2015).  Se 
tomó información del sector agropecuario, así como del comercio de productos primarios, 
alimentos, textiles y cuero, de elaboración de sustancias químicas orgánicas, textiles y cuero, 
papel, cartón, muebles, alimentos, así como servicios de comidas y bebidas para el año 
2019. Se encontró que de un total de 22,3 millones de personas ocupadas, 36% pertenecen 
a los sectores mencionados.  Ese 36% es aproximadamente un total de ocho millones de 
empleos que están ligados al sector agropecuario. 

Por otro lado, el Gráfico 3.7 muestra el grado de importancia que tenía la economía 
agropecuaria en los municipios de Colombia para el año 2015. Frente al PIB agropecuario 
nacional que se ubica en 5,9%, en una gran cantidad de municipios su participación es mu-
cho mayor. Además, para 55% de los municipios, la actividad agropecuaria representa más 
de 20% de su actividad económica total.
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Fuente: Cálculos propios a partir de DNP, Terridata.

La importancia del sector agropecuario, sobre la economía, va más allá de su efecto so-
bre las actividades directamente relacionadas con él. En primer lugar, los productos agrope-
cuarios son insumos para la industria, en lo que se conoce como la agroindustria, pero tam-
bién la industria aporta insumos para el sector agropecuario, comenzando por los abonos. 
En segundo lugar, también existe una relación estrecha con el comercio, en la medida que el 
sector agropecuario suministra bienes que se venden en supermercados, tiendas de barrio, 
cafeterías; algo similar se presenta con el sector servicios, en particular con los restaurantes. 
Finalmente, en muchos municipios del país buena parte de la actividad productiva gira en 
torno a las actividades agropecuarias, incluyendo sectores no directamente relacionados, 
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como el transporte, turismo, alojamiento, etc. Por todo esto, bien puede afirmarse que el 
sector agropecuario tiene grandes encadenamientos que terminan teniendo un impacto 
que vas mucho más allá de su participación directa en el PIB.
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Para este aparte, la experiencia de Econometría en el desarrollo de múltiples trabajos 
relacionados con temas rurales, agropecuarios y de desarrollo regional aporta un material 
importante, que sirve de soporte a los planteamientos que se formulan a continuación. En 
cierta forma, la propuesta es una reflexión, a partir de los trabajos realizados, mientras que 
el análisis macro hecho previamente ha presentado el contexto necesario para sustentar la 
relevancia de lo que aquí se propone.

La agricultura tiene el potencial de ser un motor de la economía. Según un informe 
(Banco Mundial, 2008), el sector agropecuario es de dos a cuatro veces más efectivo en la 
reducción de la pobreza que cualquier otro sector, y los costos de inversión no son mayo-
res que en los demás sectores. Por otro lado, según lo plantea (Lin, 2009), una estrategia 
de desarrollo que tenga como base el sector agropecuario sería lo más conveniente, en 
tanto aprovecharía las ventajas comparativas con que cuenta Colombia, según se mostró 
anteriormente. Sin embargo, esto no es lo que ha hecho el país. La pregunta es ¿por qué 
el sector agropecuario no ha tenido la relevancia que le corresponde? Cuatro aspectos 
ayudan a explicar esta situación:

1. Conflicto armado. Lo primero que de forma ‘atípica’ afecta al país es la persis-
tencia de un conflicto armado de más de 50 años, que ha tenido sus mayores efectos 
negativos en las zonas rurales, particularmente las más apartadas, donde justamente 
se estaría dando el mayor crecimiento de la producción, como se mostró previamen-
te. El conflicto armado conlleva costos adicionales de seguridad, extorsiones, riesgo 
de pérdida de la producción, falta de presencia del Estado y otros más. Estos costos 
afectan tanto al propio sector agropecuario como a sus proveedores de insumos, de 
asistencia técnica, de transporte, etc. Todo ello impide que el sector logre el máximo de 
su potencialidad. 

2. Dinámicas perversas de ocupación territorial. La especulación con las tierras cer-
canas a los cascos urbanos propicia que la producción agropecuaria se desplace hacia 
la periferia, donde pierde competitividad e impide que se convierta en motor de de-
sarrollo y de mejora en las condiciones de vida de la población (Econometría, 2014). 
En este contexto, la tierra, que como se señaló anteriormente, constituye una ventaja 
comparativa de Colombia por tenerse en abundancia, termina utilizándose de manera 
ineficiente y elevando los costos de la actividad agropecuaria. 

3. Trampa en el comercio exterior. Para producciones agropecuarias, que tradicional-
mente se orientan al mercado interno, la perspectiva de exportar puede no ser atracti-
va. Los costos de transporte para la exportación o la importación crean una protección 
complementaria a la generada por medidas arancelarias y para arancelarias. En esta 
situación, dar el paso de llegar a exportar no es tan atractivo, mucho menos si los volú-
menes de exportación son pequeños. 
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4. Peso de ideas dominantes. Como lo plantea (Lin, 2009); el peso inercial de ciertas 
ideas lleva a adoptar políticas que pueden ir en contra de lo que podría ser lo más con-
veniente para el país. En particular, el concepto de que lo más avanzado es lo mejor, en 
contravía del aprovechamiento de las ventajas comparativas. En tal sentido, el campo 
no es tema que se aborde en los debates de desarrollo. 

Para aprovechar el potencial que existe, es necesario un cambio significativo en lo que 
se viene haciendo, que pasa, ante todo, por un cambio de mentalidad para tratar de salir 
de ideas dominantes, que al final no permiten el desarrollo deseado. Con el fin de romper 
este bloqueo, se plantea un conjunto de estrategias, que abordan no sólo aspectos agro-
pecuarios y de los territorios, sino que incorporan acciones de carácter macro. Buena parte 
de las propuestas que se formulan a continuación tienen el soporte de trabajos realizados 
por Econometría, la mayoría para el sector público. El marco general de ellas se encuentra 
en la Misión para la Transformación del Campo Colombiano (DNP, 2015). 

De acuerdo con los planteamientos formulados en dicha misión, para promover un 
desarrollo integral (es decir, económico, social y ambiental) del campo en Colombia, es 
necesaria la implementación de seis estrategias, las cuales se construyen desde el territorio, 
y abarcan una visión que va más allá de lo agropecuario: 

• Estrategia de derechos sociales para la inclusión social de la población rural

• Estrategia de inclusión productiva y agricultura familiar

• Estrategia de competitividad agropecuaria

• Estrategia de sostenibilidad ambiental

• Estrategia de ordenamiento y desarrollo territorial

• Estrategia de ajuste institucional

En este orden de ideas, las condiciones que en este documento se proponen para 
aprovechar las ventajas comparativas de Colombia, en lo relacionado con la actividad agro-
pecuaria, se agrupan en siete elementos centrales: política macroeconómica, ordenamiento 
territorial, inclusión productiva como base para la inclusión social, castigo a usos no óptimos 
del suelo, mejoras en productividad, procesos de aglomeración, e inversión en infraestruc-
tura estratégica. 

A continuación se exponen las medidas de política en cada una de estas áreas:

IL$?0DMA532$<2340730:F<532$

Como parte del primer hito, se deben evitar los efectos tipo enfermedad holandesa que 
se tendrían por la exportación de petróleo, y en menor medida, el carbón. En particular, se 
deben evitar los efectos sobre la tasa de cambio, que lleven a la revaluación.

La aprobación de la Regla Fiscal en el año 2011 fue un ‘hito’ para la estabilidad  macro-
económica, pues estableció que, sector público debía ahorrar una parte importante de los 
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recursos extraordinarios de la bonanza en los precios de la actividad minero-energética, y 
por esa vía neutralizar las presiones que la abundancia de divisas podría ocasionar hacia la 
revaluación del peso. Infortunadamente, señaló que su aplicación comenzaría sólo a partir 
del año 2014, cuando se acabó el boom en los precios del petróleo. Hacia el futuro, y en la 
eventualidad de producirse otra elevación en éstos, deben utilizarse plenamente los instru-
mentos de ahorro establecidos en la Ley de la Regla Fiscal. 

Más atractivo ,como una política macro, no monetaria, sería hacer que el dinamismo de 
los sectores minero y energético jalone otros que puedan ser contracíclicos. En particular, 
sería estratégico promover el desarrollo forestal, como se propuso en el documento “Un 
barril, un árbol” (García, Llinás y Barriga, 2012). Varios aspectos pueden hacer atractiva esta 
propuesta: i) el desarrollo de la actividad minero-energética no desplazará a la forestal, 
en la medida que se condiciona una a la otra; ii) en los momentos de declinación de los 
campos petroleros empezaría la producción de madera; iii) la reforestación tiene un efecto 
ambiental positivo que compensaría el negativo asociado al petróleo, y iv) se mantiene una 
inversión importante en el campo. 

NL$"417:2<57:A0$A7445A0452D

Como segundo hito, se plantea que el ordenamiento territorial es central para apro-
vechar las ventajas comparativas que tiene el país y lograr convertirlas en ventajas com-
petitivas. Este ordenamiento no sólo debe convertirse en una hoja de ruta en el territorio, 
sino que permitirá el desarrollo rural sin afectar de manera negativa la sostenibilidad medio 
ambiental. 

Al respecto, en el “Levantamiento de una línea de base del programa POT moderno”, 
en 2017 se mostró la necesidad de la definición y delimitación de los conflictos y usos del 
suelo, lo cual no sólo tiene efectos positivos y significativos sobre la productividad, sino que 
es fundamental para el desarrollo de sectores estratégicos. En tal sentido, el ordenamiento 
territorial puede tener al menos tres grandes aportes: “1) promover tanto la eficiencia indivi-
dual, como la eficiencia colectiva; 2) dar un marco para orientar las inversiones públicas que 
articulan las políticas nacionales con las apuestas locales; y 3) regular la dimensión espacial 
para un adecuado funcionamiento de los mercados inmobiliarios en el caso de las iniciativas 
privadas” (UT Econometría-Quantil-Fundación Vita, 2017, pág. 4).

De manera complementaria, la evaluación adelantada por Econometría y SEI sobre la 
aplicación de Instrumentos de Recaudo, asociados al Uso del Suelo (IRUS), concluyó que, 
considerando que una de las funciones de estos instrumentos es precisamente mejorar la 
planeación y uso del territorio, se debe incentivar su actualización en los Planes de Orde-
namiento Territorial, haciendo especial énfasis en la delimitación de áreas con conflicto de 
uso del suelo y en las medidas que los municipios proponen para resolverlos. Cada Entidad 
Territorial debe hacer un seguimiento a través del POT, a la evolución de estos conflictos; ya 
que se demostró que a menor conflicto en el uso del suelo, es mayor el crecimiento econó-
mico y el bienestar de la población (UT Econometría-SEI, 2019). 

Finalmente, de acuerdo con el informe técnico de la Misión Rural, asociado a las dinámi-
cas de uso de tierras para agricultura y el comportamiento de los precios en el suelo rural, 
se concluyó que existe una relación positiva entre la cantidad de hectáreas cosechadas y la 
generación de ingresos propios en los municipios. Por otra parte, cuando existe un uso ade-
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cuado del suelo rural, es decir, cuando los municipios que cuentan con áreas cuya vocación 
es agrícola, la usan para tal fin, se refuerza ese efecto positivo sobre los ingresos municipales 
propios. En ese orden de ideas, “el problema no es la agricultura, sino el uso inadecuado del 
suelo” (Econometría, 2014, pág. 45).

SL$*:3DE65F:$C401E3A5G2$30<0$8267$C242$D2$5:3DE65F:$60352D$

Como parte del tercer hito, la presente propuesta para el sector rural comparte el 
planteamiento general del primer capítulo de este libro, sobre la importancia de una trans-
formación productiva que genere inclusión y movilidad social. Adicionalmente, en la ac-
tual situación fiscal, vale la pena aplicar a la actividad agropecuaria los planteamientos de 
(Hirschman, 1958) sobre crecimiento en situaciones de abundancia y escasez: ante una 
limitación de recursos debe estimularse la iniciativa privada. Esto se lograría con un marco 
para el desarrollo productivo (normas, compromisos, etc.). A nivel regional, Colombia tiene 
experiencia en situaciones como la erupción del nevado del Ruiz y la avalancha del río Páez, 
cuando ante un shock negativo externo y con restricciones presupuestales se desarrolló un 
marco normativo para propiciar la iniciativa privada.

Es así como Econometría, en una propuesta de política de inclusión productiva y social 
para Colombia en 2017, concluyó que la salida de las trampas de pobreza que anulan las 
posibilidades de desarrollo agropecuario debe tener en cuenta cinco estrategias confluen-
tes, ya mencionadas:  

i)  logro de economías de escala, 

ii)  búsqueda de externalidades y sinergias en las intervenciones,

iii)  aplicación de un enfoque territorial,

iv)  impulso a la inclusión productiva, ‘Gran empujón’,

v)   desarrollo institucional y comunitario.

TL$.26A5924$E606$:0$FCA5<06$17D$6E7D0$$

Frente al uso especulativo de la tierra (cuarto hito estratégico), desde diversos trabajos 
investigativos y de consultoría, se ha sugerido castigar esta dinámica, pues va en contravía 
del desarrollo productivo, especialmente en las zonas rurales. En la evaluación de los Instru-
mentos de Recaudo asociados al Uso del Suelo, se proponen cambios en la ley de impuesto 
predial para poder castigar este uso inadecuado, “en particular las tierras que no se usan 
o se subutilizan respecto a la vocación que tienen y están cerca de bienes públicos básicos 
como las vías” (UT Econometría-SEI, 2019, pág. 8).

Así mismo, dentro del estudio técnico para la Misión para la transformación del cam-
po relacionado con el uso de la tierra, se encontró que hay evidencia para argumentar la 
existencia de dinámicas especulativas. Estas dinámicas generan presión sobre los avalúos 
rurales, que se van propagando como una especie de ola. Además los choques de precios 
urbanos expulsan la producción agrícola hacia la periferia. No obstante, estos choques tie-
nen efectos diferenciales, según el uso que se le da al suelo; quienes hacen mejor uso del 
suelo tienen mayor capacidad de absorberlos. Frente a estos resultados, el estudio sugiere: 
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i) alineados con el numeral anterior, que la tierra se use para la vocación que tiene, ii) ajuste 
del impuesto predial unificado, de manera que en zonas rurales se pueda aplicar una tasa 
más alta a los predios que no usan el suelo de acuerdo con su vocación (exactamente como 
lo hacen en las zonas urbanas con los predios urbanizables no urbanizados o urbanizados 
no edificados); iii) este impuesto predial puede liquidarse de manera diferencial, siguiendo 
criterios de inclusión y reconversión productiva, entre otros; y iv) posibilidad de cobro de 
plusvalía por el uso de la tierra (Econometría, 2014).

VL$>7U0426$<265G26$17$D2$C401E3A5G5121$

Como parte del quinto hito estratégico, el análisis de la ENA muestra el potencial que se 
tiene para lograr mejoras masivas de la productividad, como es validado por experiencias 
específicas. Para ese propósito ocupa en primer lugar la transferencia de tecnología, que 
busque grandes impactos, masas críticas y efectos demostración.  

Como segundo eslabón de la estrategia, para llevar las ventajas comparativas a ventajas 
competitivas, es necesaria la mejora en productividad. Al respecto, se ha encontrado que 
una variable central para este proceso es la asistencia técnica, que debería contemplar el 
pago contra resultados. Se trata de una reforma puntual, con un gran impacto potencial.

Un ejemplo se puede encontrar en el departamento del Cauca, en donde la Fundación 
Alpina ejecutó un proyecto denominado “Consolidación del conglomerado ganadero cau-
cano a través del fortalecimiento de la producción láctea en catorce de sus municipios”, en 
donde una de las características centrales era la asistencia técnica prestada. Esta asistencia 
estaba condicionada al cumplimiento de metas por parte de los productores.23 Así mismo, 
otras variables productivas de resultados también alcanzaron crecimientos similares o su-
periores, tales como: el número de vacas por hectárea (Unidad Gran Ganado) que creció 
631%, lo cual implica una liberación automática de tierras, pues hace más eficiente su uso; 
la producción de litros por productor, que creció 76% en promedio,  y la cantidad de vacas 
de ordeño y de reses, que cayó 12 y 15% respectivamente; finalmente, la calidad de la leche 
tuvo incrementos de 41% (Econometría, 2016A). 

Así mismo, en este mismo departamento se cuenta con la experiencia que tuvieron un 
grupo de 400 mujeres de cinco municipios. Como resultado, se encontraron mejoras sen-
sibles en el ingreso mensual de la actividad productiva, mostrando incrementos promedio 
de 110%, en donde pasaron de $295.991 a $585.089. Este incremento es significativo, en la 
medida que las actividades desarrolladas no son de tiempo completo (Econometría, 2019).

`L$?40C53524$C4037606$17$29D0<74235F:$

El sexto hito estratégico consiste en propiciar procesos de aglomeración en el territorio. 
Desde la Misión para la Transformación para el Campo, particularmente a través del trabajo 

.5" " O%&"@_@D8'%-"F+*"(@"'*9"\*9@9"(@"'*"B+7@&A@+=B[+"=%+9B97Z*"@+"'*"B+97*'*=B[+"(@"F+*"6@=7Y&@*"(@"8*97F&*">*_%"F+"
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desarrollado por Econometría, se propone que se debe propiciar, en especial en zonas 
donde prevalece el pequeño productor, la creación de clústeres como medida para favo-
recer y fomentar las mejoras en productividad, las externalidades positivas (tecnológicas y 
pecuniarias) y las economías de escala. El desarrollo de estas actividades productivas tiene 
como fin último mejorar las condiciones de vida de la población rural y reducir la inequidad 
existente, convirtiéndose así en las bases para mejorar el bienestar. 

De manera particular, para evitar las dinámicas de dispersión, se proponen dos estrate-
gias: i) concesiones de grandes terrenos a cambio de inclusión y desarrollo de bienes públi-
cos; ii) planes parciales que permitan el desarrollo de proyectos agrícolas o agroindustriales 
en un esquema de clúster (Econometría, 2014). Esto se puede reforzar si se propician las 
asociaciones de productores agropecuarios, como cooperativas. Esto puede reducir las ca-
denas de intermediación, mejorar la capacidad de negociación, tanto frente a compradores 
como proveedores de insumos, y generar economías de escala en la inversión de activos 
fijos necesarios para elevar la productividad.

Así mismo, dentro de los ejercicios realizados en el estudio de línea de base de los 
POT modernos, se muestra que existe una relación negativa entre la calidad de vida de los 
hogares (medida a partir del Índice de Pobreza Multidimensional (IPM), y la densidad en la 
zona en la que habitan. Esto se traduce en que los procesos de aglomeraciones generan 
dinámicas que pueden contribuir a mejorar la calidad de vida de las personas (Econometría, 
Quantil y Fundación Vita, 2018). 

Por último, considerando la distancia que existe entre los municipios y las aglomera-
ciones del centro de ciudades, Bejarano Cárdenas (2018) encontró que existe una relación 
negativa entre productividad de la tierra y la distancia a estos clústeres: es decir, entre más 
cercana la unidad productiva, la productividad es más alta. Así mismo, existe una relación 
positiva entre el nivel de pobreza y la distancia: a menor distancia, menor pobreza y entre 
más lejos se encuentre el productor de esta aglomeración, mayor es su nivel de pobreza 
(medido a partir del IPM). Esto refuerza la necesidad de propiciar aglomeraciones en las 
zonas rurales del país, que podría hacerse con el desarrollo de centros poblados y evitando 
las tierras ociosas alrededor de las cabeceras municipales.

aL$*:G7465F:$7:$5:;4276A4E3AE42$76A42Ab9532

Como último hito, se contempla la inversión en infraestructura estratégica. Al respecto, 
son vitales los distritos de adecuación de tierras y las vías terciarias. Esto potencializará la 
productividad y el desarrollo productivo, en general, del sector rural colombiano. 

Según resultados de la evaluación de la política de adecuación de tierras, los Distritos de 
Adecuación de Tierras (DAT) tienen un gran potencial, pues: i) tienen incidencia significativa 
en mejoras en productividad, producción e ingresos; ii) generan toda una dinámica asocia-
tiva, base para lograr economías de escala, empoderamientos y desarrollo de actividades 
complementarias; y iii) constituyen un esquema que ayuda a la organización territorial (en 
el manejo de las cuencas y en la demanda de agua) y a la producción. Sin embargo, este 
potencial se puede ver cohibido debido a: i) la baja cobertura que existe y su respectivo 
estancamiento; ii) el desconocimiento de las iniciativas privadas de distritos de riego; iii) al 
interior de los distritos de adecuación de tierras hay ineficiencia en la gestión de recursos, 
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sobrecostos en actividades e inconveniente influencia política; iv) factores internos o del en-
torno, como el no control sobre las cuencas y sobre la disponibilidad de agua, especialmen-
te cuando no se cuenta con fuertes procesos organizativos; v) reglamentación insuficiente 
sobre los usos del agua y del suelo; y vi) los DAT prestan pocos servicios complementarios. 

Al respecto, el estudio plantea, entre otras, las siguientes recomendaciones: i) los DAT 
deben incorporarse a los diferentes planes de ordenamiento territorial; ii) debe existir una 
reglamentación en los documentos de ordenamiento territorial respecto a las cuencas; iii) 
deben establecerse planes macro para el manejo de mismas; iv) el acceso al agua y a la 
asistencia técnica se deben prestar de una manera integral; v) incentivar servicios comple-
mentarios (banco de maquinarias para prestar a los productores, plantas de procesamiento, 
venta de insumos, etc.), sin arriesgar los servicios públicos (servicio de agua y asistencia 
técnica); vi) construcción de nuevos DAT y sistemas de riego; y vii) inversiones por medio de 
alianzas público privadas (Econometría S.A., 2016).

Ahora bien, complementando los anteriores postulados, es necesario el desarrollo de 
dos estrategias complementarias: una fuerte apuesta por los encadenamientos y un pro-
grama agresivo de exportaciones. 

a. Apuesta por los encadenamientos

Como se vio, el desarrollo de la agricultura por medio de encadenamientos hacia 
delante y hacia atrás tiene impactos en otros sectores, que terminan siendo dos o tres 
veces más grandes. En tal sentido, la consolidación del desarrollo de la agroindustria 
debe ser un objetivo estratégico, muy conveniente en la medida en que se añada un 
mayor valor agregado a la producción básica procedente del campo.

b. Programa agresivo de exportaciones

Vale la pena terminar haciendo referencia a la importancia de un plan agresivo de 
exportaciones agropecuarias y agroindustriales que se apoye en la producción agrícola 
y forestal. El país participa en el mercado internacional en forma muy marginal con la 
excepción de los tres grandes productos de exportación. Con mejoras significativas en la 
productividad, que, como lo hemos señalado anteriormente, son viables, acompañadas 
de asistencia técnica para la mejora en la calidad de los productos, se podría entrar a 
nuevos mercados que permitan ampliar las áreas usadas, aumentar la producción, in-
crementar los ingresos de la población rural y mejorar sus condiciones de vida.

La pandemia ha abierto una ventana de oportunidad para el sector agropecuario y 
forestal. Se requieren reformas importantes que sean factibles de implementar, en particu-
lar si se trabaja en un esquema 'gana-gana', que permitan mejoras en productividad, en 
procesos de aglomeración en el campo y en el ordenamiento territorial. Depende de que 
todos esos elementos se aprovechen debidamente.
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El impacto de la pandemia sobre el crecimiento económico ha conducido a un aumento 
significativo de la pobreza monetaria de los hogares colombianos. La situación generada 
por la pandemia del COVID-19 exacerba los retos existentes antes de su aparición y pone de 
manifiesto la búsqueda de soluciones más radicales a las implementadas hasta el momento. 
Según la reciente publicación de pobreza monetaria en Colombia por parte del DANE,24 en 
2019, el 9,6 % de los hogares se encontraban en pobreza extrema (DANE, 2019).25 Según la 
Cepal, estas cifras pueden estar subiendo cinco puntos porcentuales en razón al COVID-19.  
En este contexto, se debe pasar de un enfoque de asistencia social individualista hacia uno 
comunitario, que enfrente las barreras para la superación de la pobreza extrema impuestas 
por los entornos, de manera que los esfuerzos para la generación de ingresos no terminen 
en simple subsistencia o en fracaso.

La propuesta que se presenta en este capítulo se centra en el desarrollo de una políti-
ca pública con enfoque de ‘Soluciones duraderas’,26 donde el objetivo es la población en 
extrema pobreza, sea urbana o rural. Busca la construcción colectiva desde la participación 
incluyente, mediante planes de acción que abordan las barreras del entorno, partiendo de 
la legalización de tierras en lo rural o de asentamientos informales en lo urbano, la visibiliza-
ción de la población, el reconocimiento de su existencia, su problemática y sus liderazgos, y 
transformar el enfoque de atención individual al comunitario. Es un enfoque descentraliza-
do, coordinado por las autoridades municipales y actores con alto reconocimiento dentro 
de las comunidades, los cuales juegan el papel de aglutinadores de esfuerzos. 
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Como se ha afirmado, se estima que la población en pobreza extrema alcanzaba en 
2019 a 1,36 millones de hogares, es decir 9,6% del total de hogares del país. Las cifras 
muestran cómo en las áreas rurales la pobreza extrema era de 19,3% de los hogares, frente 
a 6,8% en hogares urbanos, es deci,r casi tres veces (DANE, 2019). Estos valores confirman 
la persistencia de una inmensa brecha urbana-rural.

Tomando la segmentación de la población según su nivel de inclusión productiva y so-
cial, planteado en esta propuesta, el objeto de la estrategia de Soluciones duraderas tiene 
como objetivo los cuadrantes de población en extrema pobreza. En éstos se encuentra la 
población en dichas condiciones estructurales, especialmente en áreas urbanas, rurales y 
remotas, en las víctimas del desplazamiento forzado que han perdido sus activos tangibles 
e intangibles, situación que comparten con la población migrante venezolana, que llega 
especialmente a los asentamientos informales de las zonas urbanas. 

La pérdida de redes sociales y la dificultad de generar nuevos lazos de confianza con la 
comunidad receptora, así como la incidencia del desplazamiento forzado sobre el estado 
emocional de las personas, permea todos los ámbitos de su vida (Moya, A., 2013), y genera 
para esta población un punto de partida de mayor vulnerabilidad que la población históri-
camente pobre no desplazada. 
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Fuente: Elaboración propia.
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En este contexto se configura un ciclo de pobreza y exclusión que se retroalimenta. 
Entornos carentes de bienes públicos, cooptados por economías ilegales, personas con 
exclusión económica y social condicionada por el analfabetismo o el bajo nivel educativo, 
sin mayores activos e informalidad laboral. Hogares en alta marginalidad, en los cuales 
predomina la jefatura femenina, con presencia de personas con discapacidad y embarazo 
adolescente, y adicionalmente con traumas sin resolver, generan autoexclusión. Esto es lo 
que se denomina ciclo vicioso de la extrema pobreza.
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Una política pública con enfoque de ‘Soluciones duraderas’ es una gran transformación 
hacia el desarrollo inclusivo y sostenible. Se considera que este es el enfoque apropiado por 
las siguientes razones: 

1. El entorno es un condicionante fundamental en la calidad de vida de las comu-
nidades y puede ser un factor que genera dinámicas viciosas o virtuosas frente a la 
superación de las condiciones de extrema pobreza. 

2. La focalización individual dentro de comunidades donde se comparten carencias 
similares genera fragmentación y estigmatización e impide la consolidación del tejido 
social.

3. Soluciones construidas por terceros e impuestas sobre las comunidades y los 
individuos carecen de apropiación y sostenibilidad. 

Es un enfoque que comulga con el que se ha denominado “Reparaciones transfor-
madoras desde abajo” (Uprimny R. y Guzmán, D., 2010) lo que implica “un proceso de 
restablecimiento de la ciudadanía, de empoderamiento y de dignificación. Su concreción 
se logra con procesos participativos que consulten las realidades locales y las expectativas 
específicas” (pág. 255). 

Se propone un cambio profundo de enfoque en la forma de trabajar con la población, 
de uno individual a uno comunitario, en donde las comunidades construyen sus soluciones 
con las autoridades municipales a partir de un esquema facilitado por ‘nodos articuladores’. 
Dentro de la comunidad, cada uno de sus hogares, caracterizado a través de la Encuesta 
Sisben IV, accede a un portafolio de oferta pertinente, trabajada a través de los gestores 
especiales que pueden ser los que existían en la Red Unidos. Poblaciones con afectaciones 
diferenciales podrán acceder a una oferta específica complementaria para cerrar las brechas 
existentes. 

Se propone una política de inclusión social y productiva en el componente de genera-
ción de ingresos y empleo, centrada inicialmente en la comunidad para luego llegar a sus 
hogares, de tal forma que se reconozcan los factores del entorno y se trabaje con las comu-
nidades en la solución de sus problemas estructurales, generando las condiciones mínimas 
para que las familias puedan acceder y aprovechar la oferta programática para la progresiva 
generación de ingresos estables y el acceso al mercado laboral. 
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Este enfoque pretende construir comunidad, bajo una óptica de ‘integración local’27 y 
aborda una de las pérdidas intangibles más graves del desplazamiento o migración, que 
son sus redes sociales y de apoyo. Adicionalmente, frente a las afectaciones psicosociales, 
este enfoque dignifica a las personas dándoles voz como parte de un cuerpo colectivo, que 
participa activamente en la búsqueda de sus soluciones y pretende darle salida a carencias 
o privaciones tangibles condicionadas por el entorno en el que habitan estas personas.  

Las situaciones de integración local se deben concentrar en asentamientos informales 
urbanos o en comunidades rurales muy marginadas, con graves carencias de servicios 
públicos, vías de acceso e incidencia de bandas criminales, que constituyen barreras para 
cualquier política de generación de ingresos. En tal sentido, y con base en las evaluaciones 
de experiencias desarrolladas por la Unidad para la Atención y Reparación Integral de las 
Víctimas con la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 
(Acnur), se propone un proceso que incluye seis pasos o tareas: 

1. Planes de acción comunitarios. La comunidad en la construcción de sus soluciones 
a través de diagnósticos participativos en donde se identifiquen sus necesidades más 
sentidas, se priorice y se construyan planes para el desarrollo de soluciones o Planes de 
Acción; éstos deberían incorporarse a los Planes de Desarrollo Municipales. La construc-
ción de estos Planes de Acción requiere asesoría28  por parte de las autoridades munici-
pales, la cooperación internacional y otras entidades del orden territorial y nacional. En 
esta etapa es indispensable identificar qué actor liderará el proceso (el nodo articulador 
mencionado en el paso dos). 

ABCD&E"+IFG
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Fuente: Elaboración propia.

De otras experiencias (Acnur-PNUD, 2012-2015) se pueden traer algunas de las ne-
cesidades más sentidas de las comunidades, que posiblemente se repliquen en los diag-
nósticos participativos que se desarrollen: i) fortalecimiento comunitario, construcción 
de redes sociales y creación o fortalecimiento de mecanismos de protección comuni-
taria; ii) acceso a la tierra representada en: legalización de barrios, titulación individual 
local urbana, titulación individual de tierras en la zona rural, titulación colectiva de tie-
rras en el caso de grupos étnicos; iii) provisión de servicios básicos como acueducto, 
alcantarillado, energía eléctrica, gas, transporte público; en lo rural, adicionalmente el 
acceso al agua para riego, y iv) infraestructura social representada en la construcción, 
adecuación o mejoramiento de infraestructura de educación, cuidado de primera in-
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fancia, infraestructura para el servicio de salud, centros de recreación (enfocados prin-
cipalmente en esquemas de protección para adolescentes y jóvenes), infraestructuras 
deportivas o de encuentro comunitario o de acceso a las tecnologías de la información 
y las comunicaciones (TIC). 

2. Nodo articulador. La respuesta al Plan de Acción de la comunidad con la confor-
mación de las respuestas a las necesidades identificadas y priorizadas por la comunidad 
debe basarse en los esfuerzos ya existentes a nivel local, territorial y nacional. Requiere 
lo que se ha denominado nodo articulador entre la oferta y la demanda, lo que implica, 
según el territorio, contar con una instancia (entidad, organización, institución) que jue-
gue un rol de coordinación y articulación de las dinámicas presentes en el territorio y de 
aquellas que podrían traerse del orden nacional. Una condición fundamental para este 
nodo es su reconocimiento y legitimidad por parte de los diferentes actores presentes. 
Resulta ideal que el nodo puede ser la misma autoridad municipal, sin embargo, se 
debe reconocer que en algunos territorios se requerirá un complemento por parte de 
una entidad de cooperación internacional, organizaciones no gubernamentales (ONG) 
nacionales, universidades, operadores, la Iglesia, entre otros. Involucrar la cooperación 
internacional resulta un factor importante de transparencia, objetividad y cofinanciación.

3.  Paquetes pertinentes de oferta programática para la generación de ingresos y 
acceso al mercado laboral: Todos los hogares de las comunidades priorizadas tendrían 
que ser caracterizados a través de la Encuesta Sisben IV, y con información adicional 
de la Red Nacional de Información (RNI), con el fin de asesorarlos para que accedan a 
paquetes pertinentes de la oferta programática local, o si es de un programa nacional, 
adaptada a cada entorno específico para la generación de ingresos y acceso al merca-
do laboral. Esta asesoría o acompañamiento debe estar a cargo de quienes estén más 
cercanos a las comunidades.
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Fuente: Elaboración propia.
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4.  Cierre de las brechas entre la población víctima del desplazamiento y migrantes 
con la población pobre receptora. Se requieren acciones afirmativas dirigidas al cierre 
de brechas culturales, de formación para el trabajo en los nuevos ámbitos de residencia, 
de niveles educativos y de atención psicosocial para evitar círculos viciosos de estrés, 
ansiedad, aversión al riesgo, entre otros, que viabilicen la posibilidad de integración y 
generar soluciones compartidas. Estos programas de apoyo consisten en intervencio-
nes complementarias y paralelas a las de generación de ingresos.

5.  Coherencia con las otras dinámicas en desarrollo: Esta propuesta debe tener 
coherencia e integrarse con las demás dinámicas que se están desarrollando con otros 
grupos poblacionales, que aunque hayan superado la pobreza extrema, aún estén en 
pobreza, vulnerabilidad y alta informalidad. Por tanto, se hace un llamado al trabajo ar-
ticulado para la progresiva inclusión productiva de los grupos poblacionales en extrema 
pobreza. 

6.  El Gobierno Nacional a través de Prosperidad Social debe ser el gerente de esta 
política: La implementación de este enfoque de política dirigida a soluciones duraderas 
requiere una institucionalidad que logre superar gran parte de las debilidades y retos 
identificados, con referencia a la falta de articulación y coordinación en la oferta progra-
mática para la generación de ingresos. 
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Mauricio Olivera

Los efectos del COVID-19 en el empleo han sido devastadores, sin precedente histórico. 
En julio, la pandemia había destruido 4,5 millones de empleos, y aunque con la apertura 
hubo una recuperación, en el 2020 el desempleo fue de 15,9%, creciendo más de la mitad 
respecto al 2019, año en el que el desempleo alcanzó 10,5%. El país pasó de tener 22,2 mi-
llones de personas trabajando entre enero y diciembre de 2019 a 19,8 millones en el 2020; 
es decir, 2,4 millones de empleos destruidos. Además 1,8 personas pasaron a la inactividad, 
con un efecto de la pandemia sobre 4,2 millones de personas en el mercado laboral. Es un 
impacto mucho más fuerte que en otros países. 

Este efecto llega a un mercado laboral que ya sufría problemas estructurales: alta in-
formalidad y una legislación que no permite aumentar la cobertura de la seguridad social 
a todos los trabajadores, una tasa de desempleo (TD) que no ha podido mantenerse por 
largos períodos por debajo de dos dígitos, con mayor desempleo entre los jóvenes y las 
mujeres, y muy baja productividad laboral que no permite el crecimiento de las empresas ni 
de la economía, y que afecta la distribución del ingreso. 

Uno de los grandes objetivos de la política pública para salir de la crisis que estamos 
viviendo, debe centrarse en la recuperación del empleo. Como lo muestra este libro, re-
gresar a la normalidad, sin atacar los problemas estructurales del mercado laboral, puede 
acarrear una muy lenta recuperación y grandes costos sociales. Suponer que la apertura de 
la economía es suficiente para recuperar el empleo, es un error.

En Colombia, varios de los esfuerzos para atacar el desempleo se han centrado en la 
reducción de los costos laborales, bajo el argumento de que es la manera más expedita de 
generar empleo. Sin embargo, los análisis han demostrado que este tipo de reformas tiene 
más efectos en la informalidad que en el empleo. Además, la discusión sobre los costos 
laborales, especialmente su reducción, es larga, quien la lidera incurre en grandes costos 
políticos. De todas maneras, es necesario revisar la relación entre los costos laborales y la 
cobertura en seguridad social, adoptando las nuevas formas de trabajo que la revolución 
tecnológica ha traído. 
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Uno de los costos laborales más importantes es el salario mínimo. Las comparaciones 
internacionales muestran que en relación con el salario medio que ganan los trabajadores 
colombianos, es muy alto. Existe una institucionalidad muy fuerte, con una legislación que 
no permite que su poder adquisitivo descienda, y una mesa de concertación entre trabaja-
dores, empleadores y Gobierno para decidir el aumento mensual. El salario mínimo puede 
analizarse bajo dos caras de la misma moneda. Por un lado, su poder adquisitivo, sobre el 
cual la institucionalidad y la economía política existentes indican que pensar en una reforma 
para reducirlo también es un error. Por otro, su productividad. 

De hecho, es claro que para América Latina una de las más importantes trampas del 
desarrollo es la baja productividad laboral.29 Este libro propone una ambiciosa política para 
la generación de empleo basada en la Formación para el Trabajo (FpT), como herramienta 
para mejorar la productividad laboral, y con un papel protagonista de las instituciones re-
gionales y locales. 

Trabajadores mejor preparados y con las competencias y habilidades que necesita el 
sector productivo ayudan a crecer a las empresas y a la economía, y en la medida en que 
aumente la productividad, los salarios también crecerán. Se trata además de una política 
cuya implementación no acarrea grandes costos políticos, y en la que es más factible que 
todos los actores relevantes se pongan de acuerdo.  

Por su parte, cada región y cada ciudad cuentan con un entramado empresarial diferen-
te, con diferentes sectores productivos y complejidades tecnológicas y de capital humano. 
Por esto, es a nivel local donde se pueden identificar las necesidades del aparato productivo 
y de la FpT. Este libro propone que las políticas de generación de empleo se diseñen a 
nivel local, con apoyo del Gobierno nacional. Los gobiernos regionales y locales deben ser 
protagonistas en estas políticas, coordinando la relación entre las necesidades de FpT de las 
empresas y los centros de formación, buscando la pertinencia y la calidad en la formación. 
Políticamente, este nuevo papel permitirá un diálogo más activo y propositivo de los go-
biernos locales con dos actores clave para la recuperación: las empresas y los trabajadores. 
Por su parte, dejar estas políticas en manos del Gobierno central es un error. De hecho, el 
Gobierno central cuenta con pocas herramientas para diseñar políticas de empleo a nivel 
local; sus fortalezas están en la legislación. El conocimiento del aparato productivo regional 
está a ese nivel. 

Finalmente, es necesario resaltar que aunque en el país se han hecho varios intentos 
para fortalecer la FpT, y se destina una importante cantidad de recursos, los resultados no 
han sido los esperados, demostrando que no es suficiente centrar las políticas en las leyes. 
El fortalecimiento institucional, en este caso el del mercado laboral, su readecuación para 
responder a las nuevas necesidades y de la FpT, una ejecución efectiva de las políticas, y un 
seguimiento continuo son elementos indispensables para recuperar el empleo y fortalecer 
el mercado laboral. Dentro de esta institucionalidad, el SENA, por los importantes recursos 
que recibe y por su presencia en la mayoría de las regiones del país, debe enfocarse en la 
generación de empleo formal y productivo.
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La pandemia ha tenido un impacto enorme en el mercado laboral colombiano. En el 
2020 se destruyeron 2,4 millones de empleos, una contracción de más de uno de cada 
diez empleos, y la tasa de desempleo anual se ubicó en 15,9%. Este impacto es aún mayor 
cuando se tiene en cuenta que hubo un aumento de 1,8 millones de inactivos, dejando de 
presionar el mercado de trabajo. 

Comparando el año 2020 frente al 2019, la demanda laboral (medida con la tasa de 
ocupación, TO) y la oferta (Tasa Global de Participación, TGP) sufrieron una importante 
reducción. Dado que la demanda cayó más abruptamente, el saldo fue una tasa de desem-
pleo que creció 51,4%. El mercado de trabajo se contrajo (ver Cuadro II.1).
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   Fuente: DANE.

Es claro que la pandemia ha afectado a todas las naciones. Sin embargo, la magnitud 
del impacto medido por la tasa de desempleo ha sido enorme en Colombia. Entre los 
países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), se evi-
dencia que entre enero y mayo de 2020 la economía que sufrió un mayor impacto fue la 
colombia na, seguida por Canadá y Estados Unidos, dos países con institucionalidad laboral, 
y en especial, un seguro de desempleo mucho más sólidos. Mientras el aumento en la tasa 
de desempleo en Colombia fue de 10,2 puntos porcentuales, muy por encima de países 
similares como Chile y México, el promedio de la OCDE fue de 3,2 (ver Gráfico II.1a). La tasa 
de desempleo se duplicó.  

En diciembre del 2020 aunque la tasa de desempleo se redujo, en este grupo de países 
es la segunda más alta, después de España. En Estados Unidos y Canadá el desempleo se 
redujo sustancialmente más que en Colombia (ver Gráfico II.1b).

Estructuralmente, la tasa de desempleo ha tenido usualmente niveles altos en Colom-
bia, pocas veces por debajo de 10% (ver Gráfico II.2). El dato del segundo trimestre de 2020 
es el más alto en la historia reciente del país, y aunque en el tercer y cuarto trimestres se 
redujo, aún es preocupante, pues se espera más desempleo estructural debido a que las 
empresas hoy despiden trabajadores que posiblemente no serán los mismos que necesi-
tarán posteriormente. La demanda de trabajo post-COVID-19 requerirá nuevas habilidades 
informáticas, digitales y de tecnología de la información.

ENERO -DICIEMBRE VARIACIÓN ANUAL
2019 2020 P.P. %

TO 56,6 49,8 -6,8 -12,0
TGP 63,3 59,2 -4,1 -6,5
TD 10,5 15,9 5,4 51,4
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Fuente: Cálculos del autor basados en OCDE (2020 y 2020A).
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Fuentes: Correa, Castro, Bríñez, Posso y Oviedo (2006A) y DANE.
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Del Gráfico II.2 también llama la atención que los siguientes datos más altos de desem-
pleo se presentaron entre 2000 y 2001 producto de la crisis de 1999, y que fue necesaria más 
de una década, once años, para que el indicador alcanzara un dígito de manera sostenida. 
El mercado laboral colombiano sufre de histéresis (Correa et al., 2006B), (Arango y Posada, 
2001), (Gómez, A., 2010); personas que quedan desempleadas y que duran en esa situación 
largos períodos de tiempo, se desconectan del mercado laboral y pierden sus habilidades, 
lo que les dificulta conseguir un empleo nuevamente. 

Ahora bien, aunque las políticas de empleo deben beneficiar a todos los colombianos, 
es necesario pensar en políticas diferenciales para distintos grupos de población. Políticas 
específicas para mujeres y jóvenes, que son quienes más sufren con el desempleo, permiti-
rían fortalecer su permanencia en el mercado laboral. 

Entre los 2,4 millones de empleos destruidos en 2020, 1,4 millones resultaron ser em-
pleos de mujeres. Representó una contracción de 18,3% del total de mujeres ocupadas, 
frente a 8,4% de hombres ocupados. La tasa de desempleo en las mujeres llegó a 20,4% 
frente a 12,7% en los hombres.

En relación con los jóvenes (personas entre 14 y 28 años), en 2020 hubo una reducción 
en la población ocupada de 16,2%, llevando a una tasa de desempleo de 24,2% frente a 
17,7% del año anterior. Estos valores tienen que ver con el choque por COVID-19, pero tam-
bién con altos niveles de desempleo estructural de los jóvenes, que presentó un promedio 
de 17,3% entre 2011 y 2019.  

Pasando a la dimensión regional, no todas las ciudades han recibido el choque de la 
misma manera. La mayor reducción de la población ocupada en el año 2020 se presentó 
en las 13 principales Áreas Metropolitanas (AM)30 con 1,3 millones de ocupados menos. 
La variación porcentual es más alta en las diez ciudades intermedias, reduciéndose 16,5% 
frente a una reducción de 12,2% de las 13 principales AM.  La tasa de desempleo en las 23 
ciudades y AM alcanzó 20,8%, variando desde 12,3% en Barranquilla, 14,6% en Cartagena y 
16,7% en Pasto, hasta 25,6% en Ibagué y 26,1% en Neiva, doblándose en esta última ciudad 
frente a 2019 y con una tasa de desempleo femenina que alcanzó 28,6%. La TD juvenil en 
Neiva alcanzó 37,6% y en Ibagué 36,3%. La diversidad del fenómeno entre ciudades con-
vierte el papel de los gobiernos locales en un eje central en la recuperación económica y 
laboral del país.

Por nivel educativo, la mayor caída en la ocupación ocurre en diciembre de 2020 en 
aquellas personas con ninguna educación (-16,2%), y se dio un aumento en la ocupación 
de aquellos que tienen educación universitaria (0,6%) y técnica profesional y tecnológica 
(3,5%). Pareciera existir un premium para aquellos que tienen educación superior. 

La reducción de ocupados (11%) por sector económico ha variado. La contribución más 
importante se dio en el comercio, con 2,1 puntos porcentuales, mientras que la manufac-
tura aportó 1,4 puntos porcentuales. Son variaciones de 11,1% y 12,6% respectivamente. 
Por su parte, la ocupación en la agricultura disminuyó 5,3%, contribuyendo en 0,8 puntos 
porcentuales. En todas las ramas de actividad, con excepto de los servicios de electricidad, 
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gas, agua y gestión de desechos, se dio una reducción en el número de ocupados en 2020. 
Impactos de estos tamaños y diversos entre sectores también apuntan a que las políticas 
públicas, para generar empleo, presten particular atención a las dinámicas de los sectores 
económicos.

Para finalizar esta sección, se da un vistazo a la informalidad, otro de los problemas 
estructurales del mercado laboral colombiano. Cerca de la mitad de los trabajadores son 
informales y ganan por debajo del salario mínimo. El dato de informalidad es 47%31 el 47%32 
del total de trabajadores recibe un ingreso inferior al salario mínimo. En suma, un mercado 
laboral fuertemente golpeado por la pandemia, pero que desde antes de la llegada del 
COVID-19 sufría problemas estructurales.    

Este panorama muestra la necesidad de una serie de políticas activas de empleo para 
generar alrededor de tres millones de empleos; los 2,4 destruidos por la pandemia y alrede-
dor de 600 mil más para llevar la tasa de desempleo a un nivel adecuado, de un dígito. Estas 
políticas deben recuperar el empleo de manera mucho más rápida que la recuperación de 
la crisis de 1999, que duró más de una década, y deben enfocarse en la generación de em-
pleo formal y productivo. Aunque es claro que para una recuperación sólida de la economía 
colombiana no es suficiente reformar solamente el mercado laboral, esta reforma es una 
condición necesaria. Una reforma amplia, no circunscrita solamente al Código Sustantivo 
del Trabajo (CST), debe estar en el orden del día con el principal objetivo de recuperar el 
empleo. 

Políticas de empleo en el corto plazo, como los programas de empleo de emergencia 
para la construcción de obras públicas, o subsidios a la demanda, ayudan a la recupera-
ción, pero es necesario centrarse en políticas de mediano y largo plazo que permitan que 
la recuperación se dé de manera sostenida. Esta parte discute estas últimas. Se considera 
que la falla más importante del mercado laboral para la generación de empleo es la baja 
productividad laboral, que nace en gran medida de la desconexión entre las necesidades 
del aparato productivo y las competencias y habilidades de los trabajadores. Uno de los 
elementos esenciales para generar empleo es la Formación para el Trabajo.  

Se argumenta que acercar la normatividad laboral a las nuevas realidades laborales, 
buscando que todos los tipos de trabajo estén cubiertos por la seguridad social, es la polí-
tica adecuada para atacar la informalidad. Más que reducir los costos laborales, se trata de 
flexibilizar la normatividad laboral para que cualquier tipo de trabajo pueda contribuir y es-
tar cubierto por la seguridad social. También se presenta la propuesta de un nuevo modelo 
de protección para la vejez, que incluye, pero no exclusivamente, la reforma pensional, que 
garantice ingresos a todos los colombianos en su vejez. Finalmente, se refiere a dos herra-
mientas clave de la institucionalidad laboral, para contar con un mercado laboral moderno: 
el servicio de empleo y el seguro de desempleo. 

En varios puntos, esta parte del libro hace referencia a diversas apuestas del país para 
ajustar y mejorar la institucionalidad laboral, pero que no han tenido los efectos esperados. 
Durante el presente siglo se han hecho varios intentos para mejorar y fortalecer la FpT, 
intentos que quedan plasmados en la normatividad, pero que sus resultados en el funcio-
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namiento del mercado laboral son insuficientes o fallidos. Dejan por lo menos dos lecciones. 
Primera, es importante construir sobre lo construido, recogiendo las lecciones aprendidas; 
y segunda, es necesario ir más allá de la normatividad y fortalecer el funcionamiento de 
la institucionalidad y de las instituciones. No es suficiente dejar la reforma en una ley; es 
necesario implementarla. 

Finalmente, es de resaltar que, gracias a los grandes esfuerzos, en las dos últimas dé-
cadas para reducir la pobreza, el país contaba con una clase media creciente pero con alto 
riesgo de volver a caer en la pobreza. De acuerdo con Puche y Villa (2020),33 las clases 
vulnerable y media habían crecido entre 2008 y 2017 de 32,7 a 36,2% y de 21,2 a 40,1% 
respectivamente, mientras que la clase pobre había caído de 44,3 a 19,5% en el mismo 
período. Colombia se encontraba en un punto de inflexión, en el cual el siguiente paso 
para sostener la senda de desarrollo eran las políticas de empleo y formación, más que 
las de subsidios para salir de la pobreza. Aunque con la crisis, la pobreza está creciendo, 
la solución más adecuada corresponde a políticas de empleo que permitan a los hogares 
contar con ingresos y oportunidades de manera sostenida, y que ayuden a las empresas y 
a la economía a crecer.

Esta segunda parte se divide en tres capítulos. En el quinto se presentan las recomen-
daciones de políticas para generar empleo, en el sexto las sugerencias sobre políticas para 
atacar la informalidad, y en el séptimo algunas recomendaciones para fortalecer la institu-
cionalidad laboral. 
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Con las reformas laborales, se ha buscado atacar la alta tasa de desempleo, reduciendo 
los costos laborales, con el argumento de que es la forma más expedita de generar em-
pleo. Entre los intentos más recientes están la Ley de primer empleo (Ley 1429 de 2010) y la 
reforma tributaria de 2012 (Ley 1607 de 2012). El objetivo de la primera fue la formalización 
empresarial y la generación de empleo formal de grupos poblacionales específicos ( jóvenes 
menores de 28, mujeres mayores de 40 y población vulnerable), a través de incentivos tri-
butarios y reducción temporal de los costos parafiscales para los empleadores. La segunda, 
que redujo los sobrecostos salariales en 13,5 puntos porcentuales y los remplazó por el 
Impuesto sobre la Renta para la Equidad (CREE), planteó, como resultado, la creación de 
entre cuatrocientos mil y un millón de nuevos empleos formales en los siguientes dos años. 

Los efectos sobre la generación de empleo fueron positivos pero modestos. Sin embar-
go, estas iniciativas dejaron lecciones importantes para atacar la informalidad.34 La revisión 
internacional muestra que los impuestos a la nómina tienen efectos marginales sobre el em-
pleo,35 y en América Latina los mayores efectos se dan en las transiciones entre formalidad 
e informalidad, más que entre empleo y desempleo.36 En suma, reducir los costos laborales 
es más importante para atacar la informalidad que para generar nuevos empleos. 

¿Cuál debería ser entonces el objetivo de una reforma laboral para generar empleo? 
La OCDE define la baja productividad laboral como una de las ‘trampas del desarrollo’ en 
América Latina. Un trabajador latinoamericano produce 33% de lo que produce uno en la 
Unión Europea, y entre 1950 y 2018 la región perdió cerca de la mitad de la productividad 
laboral relativa a la Unión Europea. En Colombia la productividad siempre, desde 1950, ha 
estado por debajo del promedio latinoamericano (ver Gráfico 5.1).37
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Fuente: Base de datos de The Conference Board (2020).

Esta trampa, de una productividad estancada, conduce a la pérdida de competitividad 
que limita las posibilidades de diversificar la producción y por ende, la estructura exporta-
dora. Esto incrementa las barreras a la entrada y genera pobres encadenamientos hacia 
atrás que permitan la inserción en las cadenas globales de valor, lo cual, unido a un pre-
dominio de micro, pequeñas y medianas empresas (Mipymes) poco productivas, conduce 
a poca adopción de nuevas tecnologías, escasa competencia e inversión en capacidades 
productivas, reforzando aún más una productividad estancada.38 También genera desem-
pleo e informalidad.

 Entre los países de América Latina, y comparando con Noruega, Estados Unidos y 
Alemania; Colombia se encuentra en una de las productividades por trabajador más baja, y 
con menor crecimiento (ver Gráfico 5.2).
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Gráfico 5.3 - Tasa de desempleo por nivel 
educativo, 2014 y 2019 (%)

Gráfico 5.4 - Oferta y demanda laboral por nivel
educativo, 2019 (%)

Fuente: Fuente de Información Laboral de Colombia 
(Filco ), Ministerio del Trabajo.

Fuente: Cálculos propios, basado en Lora (2015).
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Existe entonces un círculo vicioso, en el cual, una persona sin las competencias ni las ha-
bilidades adecuadas, no es contratada; y permanece en el desempleo o en la informalidad. 
Sin esta productividad, las empresas no crecen y la economía se estanca. Al revés, si a través 
de la FpT se prepara a las personas para contribuir al aparato productivo, su productividad 
hace crecer a las empresas. Los trabajadores productivos son más necesitados, es decir, 
crece la demanda laboral, y el empleo y el salario de los trabajadores crecen, las empresas 
crecen, y la economía crece. Así, con la FpT como factor determinante, se puede pasar de 
un círculo vicioso a crear este círculo virtuoso. Este capítulo propone la FpT como uno de 
los objetivos de la reforma laboral.
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Al momento de invertir en formación terciaria, es indispensable saber en qué. No es 
sólo educar por educar buscando aumentar la cobertura; es hacerlo en donde hay po-
sibilidades de producción y expansión. De lo contrario, se hará una inversión para crear 
personal calificado que no puede encontrar empleo, convirtiéndose en desempleados es-
tructurales, mientras que habrá vacantes imposibles de llenar, porque no hay personal con 
el conocimiento requerido. Es esto justamente lo que ocurre en una importante medida en 
Colombia. 

La tasa de desempleo es creciente en el nivel educativo (Gráfico 5.3). En Colombia, 
esto se ha explicado por mayores tiempos de búsqueda. Se entiende que personas con un 
mayor nivel educativo se tardan más buscando trabajo, porque han hecho una inversión en 
su educación y no están dispuestos a aceptar la primera oferta de trabajo que reciban. El 
inconveniente está en que esta situación los lleve a un desempleo estructural, en el que no 
logran conseguir un trabajo correspondiente a su perfil. 

Adicionalmente, la oferta y la demanda laboral, por nivel educativo, muestra que, cuan-
do se trata de educación secundaria, hay más personas buscando trabajo -oferta labo-
ral- que vacantes, o empresas buscando trabajadores con ese nivel educativo -demanda 
laboral- (ver Gráfico 5.4). Ocurre lo contrario con la educación universitaria. Sin embargo, la 
brecha más importante se encuentra en la educación técnica: los empresarios no encuen-
tran trabajadores para llenar esas vacantes.
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El sector productivo colombiano ha mostrado reiteradamente que enfrenta impedi-
mentos para encontrar el capital humano adecuado para producir competitivamente. En 
2019, aproximadamente 54% de los empleadores colombianos reportaron dificultad para 
encontrar personal con las habilidades necesarias.39 El mercado laboral se caracteriza por 
mantener altas tasa de desempleo para todos los niveles educativos y simultáneamente 
vacantes disponibles, difíciles de llenar. La FpT se convierte en una política esencial para 
recuperar el empleo especial, pero no exclusivamente para atacar al desempleo juvenil y 
guiar en la transición escuela-trabajo.

El país ha buscado avanzar entre las complejidades de cómo lograrlo. En el presente 
siglo la consolidación del Sistema Nacional para la Formación para el Trabajo (SNFPT - 
Conpes Social 81 de 2004) y los lineamientos de la política pública para la generación de 
oportunidades para jóvenes (Conpes 173 de 2014) muestran la intención del Estado de en-
focar parte de la política pública en la FpT. Por su parte, políticas activas de empleo, como el 
Programa Jóvenes en Acción, creado en 2001 como parte de la Red de Apoyo Social (RAS) 
para enfrentar los efectos de la crisis económica de 1999, y su transformación en 2012, en-
focado en los jóvenes en situación de pobreza y vulnerables, son intentos que han logrado 
efectos positivos, pero marginales. 

Econometría encontró impactos positivos en la empleabilidad de los jóvenes, y reco-
mendó la permanencia del programa Jóvenes en Acción.40 Diferentes estudios han encon-
trado que además hay inconvenientes en la articulación de las entidades que hacen parte 
del sistema, dificultades para el reconocimiento de aprendizajes, bajos niveles de calidad y 
escasez de espacios de formación que van más allá de la escuela, entre otros.41 

Tampoco se trata de falta de recursos. De hecho, entre varios países de la región, Co-
lombia es el país que más recursos destina a la FpT, pero con una productividad baja (ver 
Gráfico 5.5), lo que muestra, que es necesario revisar la eficiencia de sus programas, y su 
institucionalidad. 
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Es necesario entonces, que Colombia reforme su sistema de FpT de manera que se 
corrijan estos problemas y se adopten las mejores prácticas en el mundo, al respecto.42 
Los intentos hechos en Colombia muestran que no es suficiente que las políticas se 
plasmen en las leyes y los documentos Conpes; se estancan en su diseño y tienen un 
modesto alcance. El fortalecimiento institucional y la voluntad política, para lograrlo 
deben estar en el orden del día. 

La FpT, cuyo objetivo principal es aumentar la productividad laboral y generar em-
pleo formal, depende de la conexión entre el sector productivo, las entidades de for-
mación y el Estado. El sector productivo debe ser protagonista. La pertinencia sólo se 
puede dar a través de la identificación de las necesidades del aparato productivo y de la 
adaptación de la FpT a estas necesidades, y la calidad debe medirse en la productividad 
del trabajador y en la generación de empleo. Por su parte, las instituciones de forma-
ción deben contar con la flexibilidad para adaptar sus programas a las necesidades del 
aparato productivo. 

Ya existe una institucionalidad a través de 85 Mesas Sectoriales, en las cuales partici-
pan el Gobierno, la academia y el sector productivo. Sin embargo, es necesario evaluar 
nuevamente su estrategia y su funcionamiento, más allá del marco de cualificaciones, 
con el fin de generar los mecanismos de pertinencia y calidad, en los que la FpT debe 
centrarse para mejorar la productividad de los trabajadores y generar empleo formal. 

Como parte de la institucionalidad laboral, también existe el contrato de apren-
dizaje, el cual en muchos casos se monetiza. Es decir, las empresas prefieren pagar el 
contrato que contratar aprendices que no cuentan con las habilidades y competencias 
necesarias. Un contrato de aprendizaje dual, con formación teórica en los centros de 
formación y formación práctica en las empresas, es adecuado para que las empresas 
contraten a los mejores aprendices. Esta reforma ayuda a la pertinencia y calidad en el 
aprendizaje, en la medida en que los aprendices harán sus prácticas en las empresas.

El SENA es un caso particular y especial, al administrar un monto importante de 
recursos públicos destinados a la FpT, por tener presencia en todas las regiones del país. 
También debe ser protagonista, pero debe contar con flexibilidad y adaptabilidad, y su 
desempeño y su conexión con el aparato productivo deben tener un especial segui-
miento con un indicador en particular: la generación de empleo formal y productivo. Y 
en la cabeza de los Ministerios de Trabajo y Educación está la articulación entre educa-
ción y FpT, no buscando solamente cubrir una meta de alumnos formados. Deben ser 
personas empleadas.
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Si bien, la FpT es un tema de jóvenes que transitan de la escuela al trabajo, también 
es una actividad permanente entre quienes hacen parte del mercado laboral, especial-
mente en presencia de cambios tecnológicos y un choque económico originado por el 
COVID-19. A nivel global, existe una mayor integración económica internacional y se 
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ha acelerado el cambio de las tecnologías, las cuales hacen más eficientes los procesos de 
producción, e incrementan la calidad de vida de la población, debido a que permiten au-
tomatizar tareas tediosas y peligrosas.43 La cuarta revolución industrial trae consigo nuevas 
tendencias que incluyen, entre otros, vehículos autónomos, nuevos materiales, robótica 
avanzada, realidad virtual, Internet de las cosas, inteligencia artificial, avances en bio-ciencia 
y en plataformas tecnológicas. Esto trae consigo cambios en las expectativas de los clientes, 
perfeccionamiento de productos, nuevas formas de colaboración empresarial y transfor-
mación de los modelos operativos,44 y nuevas necesidades de competencias y habilidades 
de los trabajadores. 

La revolución tecnológica y el envejecimiento poblacional están generando presiones 
en el mercado laboral. La robotización está cambiando las necesidades del aparato pro-
ductivo, y el envejecimiento poblacional implica la necesidad de capacitación continua y 
actualización en las nuevas tecnologías. Actualmente se crean empleos que hace unos años 
no existían, es cada vez más rápido el movimiento de la fuerza laboral hacia trabajos menos 
automatizables, por ejemplo, a través de la nueva economía colaborativa. 

Todo esto ha conducido a una mayor rotación laboral y a un cambio estructural de 
las habilidades requeridas por el sector productivo. Es así, como en América Latina, el tra-
bajo manual altamente automatizable, ha caído en 3,8%, mientras se han incrementado 
los puestos de trabajo para las ocupaciones manuales poco automatizables en 1,2%, en 
especial en servicios.45  

Contrario a la idea de que la automatización y el cambio de tecnologías reducirán el 
total de puestos de trabajo disponibles, las empresas están planeando crecer o mantener su 
fuerza laboral, pues los robots están ayudando a impulsar la productividad, para que ellos 
funcionen, se necesita gente. El 84% de los empleadores en Colombia planea incrementar 
o mantener sus empleados como resultado de la automatización.46 El Cuadro 5.1 presenta 
el top diez de las ocupaciones más demandadas, que han escaseado en el 2019.

Entonces, personal adecuadamente formado que se insertó en el mundo del trabajo 
pierde validez, se requiere actualización o recualificación. Por eso, la formación constante es 
imprescindible y debe darse en el corto plazo, ser flexible y pertinente. Con tal fin, se requie-
re que las empresas promuevan una cultura de aprendizaje y faciliten la formación. También 
se necesita que el sistema educativo reduzca las barreras de capacitación, con flexibilidad 
de horarios, subsidios o reducción de costos, certificación de competencias adquiridas en la 
experiencia laboral y aseguramiento de la pertinencia y calidad de la formación.

También es necesario que el país cuente con información sobre las nuevas necesidades 
del mercado laboral, y con una prospectiva laboral que, idealmente, debe estar conectada 
con la prospectiva de largo plazo de la economía. La nueva normalidad, después de la pan-
demia va a dejar lecciones sobre la necesidad de nuevas habilidades de los trabajadores. 
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Fuente: Manpower Group (2020).

El sistema de información laboral, especialmente sobre las competencias y las habilida-
des más demandadas, y una visión prospectiva, ayudan a encaminar la FpT y a guiar a los 
jóvenes para orientarse de manera más adecuada en la transición escuela-trabajo, y a las 
necesidades de capacitación continua en las empresas. En este sistema de información, el 
DANE puede jugar un rol importante, pasando de la Gran Encuesta Integrada de Hogares 
(GEIH) a una encuesta tipo panel, que permita identificar con más claridad la trayectoria de 
cada persona en el mercado laboral. 
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Institucionalmente, las políticas de empleo son responsabilidad del Gobierno central. 
Entre varias de sus funciones, el Ministerio del Trabajo es la entidad que puede proponer 
reformas a la legislación laboral en el Congreso, incluyendo la revisión de los costos labora-
les y de contratación y despido. Además, hace parte de la Mesa de Concertación Laboral, 
en la cual se define anualmente el aumento del salario mínimo, es el Ministerio el que man-
tiene una comunicación permanente con los trabajadores, representados por las centrales 
obreras y empleadores, representados por los gremios. Sobre las empresas, es el Gobierno 
nacional el que tiene la potestad para discutir reformas tributarias. 

Sin embargo, la generación de empleo formal depende de otros factores, sobre los cua-
les el Gobierno central no tiene alcance. En particular, cada ciudad y cada región cuenta con 
una diversidad y una complejidad empresarial específicas, lo mismo que con unas ventajas 
comparativas reveladas diferentes. Esta realidad lleva a que las políticas de empleo atadas 
a la productividad laboral sean, en su esencia, un asunto local: las necesidades de capital 
humano de cada región son diferentes. Frente a esto, la institucionalidad local debe jugar 
un papel protagónico. 

1 Oficios calificados Electricista, soldador, mecánico
2 Ventas y marketing Representantes de ventas, diseñadores gráficos 
3 Técnicos Controladores de calidad, personal técnico
4 Ingeniería Química, eléctrica, civil, mecánica
5 Conducción y logística Operadores de camión, entregas, construcción y transportes
6 Tecnologías de la información Expertos en ciber-seguridad, administradores de red, soporte

técnico
7 Contabilidad y finanzas Contadores certificados, auditores, analistas financieros
8 Fabricación Producción y operadores de máquinas
9 Construcción Obreros
10 Salud Médicos, enfermeros y otros

# TIPO OCUPACIONES
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El capítulo dos de este libro habla de la transformación del andamiaje empresarial. Lo 
describe como un proceso evolutivo que va más allá de una simple combinación entre ca-
pital y trabajo, y parte de la complejidad del aparato productivo existente actualmente en 
las ciudades y regiones. Es claro que el trabajo es uno de los factores esenciales, y que el 
crecimiento y la transformación de las empresas deben estar conectados con el crecimiento 
y la transformación del capital humano y su productividad. La FpT se convierte entonces en 
una política esencial, aportando a las empresas trabajadores productivos y con las compe-
tencias adecuadas para sus líneas de producción actuales y futuras, y a la vez, en la medida 
en que las empresas requieran ese capital humano, ayudando a generar empleo formal. Y 
es claro que se trata de una política esencialmente local. El Gobierno central no cuenta ni 
con el conocimiento ni con las herramientas necesarias para desarrollar una política de FpT 
diferente para cada región y ciudad, de acuerdo a las necesidades específicas del apartado 
productivo local. 

A nivel local, varios actores deben jugar un papel protagónico: las empresas, los centros 
de formación, incluyendo al SENA, las alcaldías y gobernaciones, y otras entidades con 
institucionalidad fuerte en las regiones, como las cajas de compensación y las cámaras de 
comercio. El principal objetivo es identificar las necesidades de capital humano de las em-
presas y adaptar los programas de los centros de formación para cumplir con estas necesi-
dades. El déficit de técnicos y tecnólogos es la brecha más grande en educación y trabajo. 
El 44,2% de las vacantes en 2019 eran para técnicos y tecnólogos, y sólo 13% de la fuerza 
laboral cuenta con esta formación (ver nuevamente Gráfico 5.4). 

Las autoridades locales pueden jugar el papel de coordinación entre el aparato produc-
tivo y los centros de formación. No se trata de crear nueva burocracia o más cargos; implica 
más bien la adecuación de la institucionalidad, por ejemplo, las Secretarías de Desarrollo, 
con un enfoque de creación de empleo formal. Otro papel importante de las autoridades 
locales será el de la prospectiva laboral, en coordinación con la academia y los centros de 
formación; información futura del mercado laboral, preparándose para nuevos empleos 
que la revolución tecnológica seguirá creando, y guiando a los trabajadores o a los aspiran-
tes hacia la formación más relevante. 

Políticamente, no se trata de una responsabilidad más a las autoridades locales. Se trata 
de cambiar el enfoque de política pública, y de jugar un papel protagónico en el diálogo 
entre empresarios y centros de formación. Sobre el financiamiento de esta política, parte 
de ésta debe venir del Estado. Por un lado, es difícil que las empresas financien la FpT, en la 
medida en que no suelen correr el riesgo de capacitar a los trabajadores cuando el cono-
cimiento se puede ir a otras empresas. Estudios han mostrado que las mejores prácticas de 
financiación se dan con el Estado, financiando la provisión de FpT.47 Por otro, es necesario 
la coordinación de recursos entre el Gobierno central y los gobiernos locales. El Gobierno 
central puede direccionar y distribuir parte de sus recursos de acuerdo a variables objetivo 
como la tasa de desempleo o su reducción en las diferentes ciudades, o la generación de 
nuevos empleos formales, gracias a las acciones de los gobiernos locales. 

Para esta política de generación de empleo ya existe una institucionalidad. Por una 
parte, en varios municipios y en las grandes ciudades, las alcaldías cuentan con agencias de 
empleo del Servicio Público de Empleo. Con este se pueden identificar, a nivel local, las va-
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cantes, las hojas de vida y las necesidades de formación.  Por otra, en varias regiones existen 
los Observatorios Regionales del Mercado de Trabajo (Ormet), cuyo objetivo es analizar el 
mercado laboral bajo, un enfoque prospectivo. Los observatorios existen de varias formas, 
algunos coordinados entre el gobierno local y la academia regional. 

Adicionalmente, en las responsabilidades de las cajas de compensación están la admi-
nistración de una agencia de empleo, y la administración y asignación de recursos del Me-
canismo de Protección al Cesante, un sistema de articulación de políticas activas y pasivas 
de empleo, dentro del cual se encuentran las oficinas del servicio de empleo. Por su natu-
raleza, las cajas están conectadas con los empresarios formales y con los trabajadores que 
por algún motivo caen en el desempleo y reciben el apoyo del mecanismo para financiar 
sus cotizaciones de pensión y salud durante ese período. Lo mismo ocurre con las Cámaras 
de Comercio, en la medida en que tienen una comunicación permanente con las empresas 
formales. La identificación de necesidades de capital humano y vacantes la pueden coordi-
nar estos dos actores. Las cámaras pueden apoyar más el emprendimiento y la creación de 
nuevas empresas productivas.

Nuevamente, un actor fundamental es el SENA. Su presupuesto del 2020 fue cercano a 
cuatro billones de pesos, proveniente originalmente de un parafiscal que se cobra sobre la 
nómina, es decir, un costo que hace más cara la contratación de trabajadores formales. El 
uso de estos recursos debe acompasarse con aumentos en la productividad laboral, y de 
esta manera eliminar la brecha entre recursos y productividad, especialmente en un país 
que comparativamente hablando, cuenta con un importante monto de recursos para la FpT 
(ver nuevamente Gráfico 5.5). Ahora, bien, con su fortaleza, sus capacidades financieras y su 
presencia a nivel territorial, es posible que responda a un Consejo Directivo a nivel nacional, 
que es presidido por el Ministerio del Trabajo, y del cual también hacen parte los trabajado-
res -las centrales obreras- los empleadores -los gremios- y los Ministerios de Educación y 
de Comercio, Industria y Turismo, pero también a la institucionalidad local, con un objetivo 
específico: la creación de empleo formal para sus egresados. 

Sobre los tres centros de formación, es necesario revisar la pertinencia y la calidad de 
los centros de formación privados existentes. De acuerdo con la información del Sistema 
de Información de la Educación para el Trabajo y el Desarrollo Humano (SIET) del Ministerio 
de Educación, en Colombia existen 3.957 instituciones, de las cuales 415 tienen certificado 
de calidad vigente.48

Se creará una mesa de concertación laboral regional, de la cual, además de la Alcaldía, 
la Gobernación, los empresarios y los centros de formación, también harán parte las Cajas 
de Compensación y las Cámaras de Comercio, actores igualmente relevantes en el mercado 
laboral. También hará parte el SENA; esta entidad, dada su importancia, responderá a las 
autoridades locales respecto a la adaptación de sus programas a las necesidades locales. 
Deberá reformar las mesas sectoriales y el contrato de aprendizaje con dos objetivos: iden-
tificar las necesidades de los empleadores y generar empleo desde la parte práctica de la 
formación. El gran objetivo de esta nueva institucionalidad será la creación de empleos 
formales y productivos en el mediano plazo. 

El SENA competirá con los centros de formación, y las cajas de compensación comple-
mentarán sus agencias de empleo con programas de FpT. El papel de las cajas es funda-
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mental, en la medida en que cuentan con la información de las empresas formales, y con la 
confianza, lo que las puede hacer receptoras de las vacantes en la medida en que el servicio 
de empleo, tema que se trata en el siguiente capítulo, se fortalezca. 

A nivel del Gobierno central, la coordinación entre los Ministerios de Educación y de 
Trabajo, eliminando la dicotomía entre metas de formación y metas de empleo, es funda-
mental. Adicionalmente, el Gobierno nacional, en cabeza del Ministerio del Trabajo, jugará 
un papel fundamental de coordinación entre el SENA y los gobiernos regionales y locales, y 
canalizará las adaptaciones necesarias a la legislación para fortalecer la FpT y la generación 
de empleo y recursos, para políticas activas de empleo a nivel regional.
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La informalidad, otro de los problemas estructurales del mercado laboral colombiano, 
afecta a cerca de la mitad de los trabajadores. El 46,1% no está cubierto por la seguridad 
social, y el ingreso de 47% de los trabajadores está por debajo del salario mínimo. Este 
fenómeno se debe, en parte, a no contar con la posibilidad de conseguir un trabajo formal 
porque no se cuenta con las competencias adecuadas. 

Sin embargo, el problema de la informalidad va más allá. Existen diferentes formas de 
producción en la economía y la cuarta revolución industrial está creando nuevas formas de 
trabajo y nuevos tipos de empleos, algunos, sin un horario fijo y sin un ingreso estable. Un 
caso estructural es el trabajo rural. Para dar un ejemplo, el sector cafetero, motor de desa-
rrollo del país durante varias décadas, tiene dos cosechas año y por consiguiente no ofrece 
empleo continuo a muchos de sus trabajadores. Por esta razón, muy pocos cafeteros tienen 
una pensión. Es necesario centrar parte de la reforma, en ajustar la legislación para acer-
carla a la realidad laboral rural, en donde los ingresos dependen del ciclo de labores, que 
por naturaleza, son discontinuas, buscando que los trabajadores del campo estén cubiertos 
por la seguridad social. Un ejemplo más reciente lo trae la cuarta revolución industrial. Esta 
ha creado nuevas formas de trabajo, inclusive, sin contrato laboral: en esta línea están los 
conductores en las plataformas de transporte urbano, quienes no tienen un horario fijo, 
un ingreso fijo, e inclusive, ni siquiera un contrato laboral. En general, en la economía, se 
están generando nuevos empleos en la economía colaborativa, a través de las plataformas 
tecnológicas, y estos trabajadores no están cubiertos por la seguridad social. 

La política contra la informalidad debe reconocer estas nuevas formas de trabajo, y 
acercar la normatividad laboral a esta nueva realidad, buscando que todos los trabajadores 
(y sus familias) estén cubiertos por la seguridad social. En algunos países ya existen nuevas 
clasificaciones de trabajadores, como los trabajadores autónomos. 

Esta política es una forma diferente de ver los sobrecostos salariales. Gran parte de la 
discusión se concentra en reducir los costos laborales. La propuesta se refiere a adaptar 
los pagos de la seguridad social a las nuevas realidades laborales. En Colombia ya se hizo 
el primer acercamiento con el decreto de cotización por semanas. La discusión sobre ese 
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decreto se centró en los costos de la transacción para cotizar, en la posibilidad de ahorrar 
por semanas para lograr cumplir con los requisitos de pensión. Sin embargo, la nueva 
tecnología debe ayudar a reducir los costos de transacción, por ejemplo, a través de las 
redes de bajo valor, y el avance a cotización por horas permite reducir la informalidad sus-
tancialmente. Aunque ya existe el decreto de cotización por semanas, muchos trabajadores 
cumplen sus labores por días o por horas, y quedan descubiertos. 

No se trata de afectar a los trabajadores que cuentan con un contrato laboral formal -a 
término fijo o a término indefinido- de manera estable. Se enfoca en adecuar la normativi-
dad a las nuevas realidades laborales de otros trabajadores, las cuales llegaron con la cuarta 
revolución tecnológica y van a permanecer en el tiempo. 

("!#
()="(>%$?)-#*"-%!49$

Una de las características de la informalidad es que cerca de la mitad de los trabajadores 
no están cotizando en el sistema pensional, y una proporción muy baja de los que cotizan 
no alcanzarán a cumplir con los requisitos para obtener una pensión. Por este motivo, gran 
parte de la pobreza se concentra en los adultos mayores. Esto expone la necesidad de crear 
un modelo de protección para la vejez.

Gran parte de la discusión del sistema pensional se ha centrado en el problema fiscal 
que genera, a lo cual se suma la presión de gasto público por la pandemia. Para enfrentarla, 
con mayores necesidades de gasto y menores ingresos tributarios, el Estado ha tenido que 
acudir a un aumento sustancial de la deuda pública, la cual ha pasado de 50,3% del PIB en 
2019 a 65,6% en el año 2020. Para el pago de pensiones, el Presupuesto General de la Na-
ción destinará 2,7% del PIB en 2020, de los cuales un punto se destina al pago de pensiones 
de Colpensiones. A esta presión se suman los traslados del Régimen de Prima Media (RPM) 
al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad (RAIS), que se están dando a través de de-
mandas de los ciudadanos. El envejecimiento poblacional y el aumento de la informalidad 
debido a la pandemia, harán que esta presión fiscal siga creciendo. 

Definir el principal objetivo de la reforma es importante, porque si este es financiero, 
el cambio de parámetros del sistema puede resolverlo. Aumentar la edad, aumentar las 
semanas a cotizar, aumentar la tasa de cotización, o reducir la tasa de remplazo, es decir, el 
porcentaje de salario que se calcula para la pensión, lo resolverían. Algunas iniciativas han 
indicado que el principal problema es fiscal, y que la reforma pensional se debe centrar en 
eliminar -o marchitar- el Régimen de Prima Media que administra Colpensiones. Es decir, 
llevar el sistema pensional colombiano a uno de capitalización individual, como el chileno, 
en el cual la pensión se basa solamente en el ahorro de las personas. En el extremo, que 
exista sólo el Régimen de Prima Media genera una presión fiscal creciente en el tiempo, 
que hace inviable el sistema en el largo plazo. Pero que sólo exista el Régimen de Ahorro 
Individual, que administran los fondos privados, puede generar pensiones muy bajas, y por 
la insatisfacción de los ciudadanos, también es inviable. 
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Es necesario resaltar de todas maneras que el sistema pensional colombiano cuenta 
con parámetros muy inadecuados en comparación con países desarrollados y de América 
Latina. La tasa de cotización de 16% en otros países se encuentra por encima de 26%; las 
semanas a cotizar en Colombia son de alrededor de 25 años (1.300 semanas), y en otros 
países alcanza los 35 años; y la edad, que es 57 años para mujeres y 62 para hombres, en 
otros países está entre 65 y 67 años.  

Aunque la presión fiscal ha crecido y es importante enfrentarla, la razón más importante 
es estructural: una muy baja cobertura del sistema pensional, es decir, una alta informalidad. 
Sólo tiene pensión 25,4% de las personas que deberían tener, y sólo 46% de los trabajado-
res cotiza en el sistema. La presión fiscal no es tan alta como ha sido en otros países, porque 
la cobertura es muy baja. Y como se propone, se puede resolver de otra manera, sin dejar 
al Estado por fuera de uno de los gastos sociales más importantes, la protección a la vejez. 

Otro problema estructural del sistema pensional colombiano, adicional a la baja cober-
tura y a la presión fiscal, radica en las desigualdades. Por un lado, el RPM que administra 
Colpensiones es regresivo. Es decir, este régimen otorga un subsidio a todas las pensiones, 
pero las más altas, que corresponden a las personas que más capacidad de ahorro tiene, 
reciben un subsidio mayor. Mientras una pensión de salario mínimo recibe un subsidio de 
col$125 millones, la pensión de 25 salarios mínimos de una mujer recibe un subsidio de 
col$943 millones. Y aunque en la pensión de salario mínimo, los afiliados a los dos regí-
menes reciben el mismo monto, es necesario haber ahorrado mucho más en los fondos 
privados que en Colpensiones. 

Por otro lado, la misma persona recibe una pensión diferente, dependiendo del régimen 
en el cual se pensione, y, en general, las pensiones de Colpensiones son más altas. Por el 
contrario, las personas que no cumplen con los requisitos para la pensión, se benefician más 
cuando están en un fondo privado. Los saldos que reciben los afiliados de los fondos priva-
dos son más altos, en la medida en que los reciben con intereses. Colpensiones no cuenta 
con reservas que pueda invertir y generar intereses; por eso sus afiliados sólo reciben lo 
cotizado actualizado con la inflación.  

Finalmente, la posibilidad de traslados entre el RPM y el RAIS y la forma en que estos 
se fijaron (cada cinco años, hasta diez años antes de llegar a la edad de pensión), el des-
conocimiento de los afiliados, y, más recientemente, ahora que los fondos privados empe-
zaron a pensionar (se crearon hace 25 años, y en este momento hay 82 mil pensionados 
de vejez, mientras que del RPM hay alrededor de 1’300.000), ha llevado a un alto volumen 
de demandas de los afiliados para trasladarse a Colpensiones, argumentando que no re-
cibieron la asesoría adecuada. Dejar en manos del ciudadano una decisión compleja y de 
largo plazo es un error, como lo ha demostrado la teoría del comportamiento. Los seres 
humanos aplazamos estas decisiones y no las tomamos pensando en el largo plazo. Esto 
muestra que el arbitraje entre los dos regímenes, con dos formas diferentes de calcular la 
pensión, no es viable. 

Los elementos expuestos muestran la necesidad urgente de una reforma pensional, cu-
yos principales objetivos deben ser, en primer lugar, aumentar la cobertura; en segundo lu-
gar, eliminar la regresividad y las desigualdades, en tercer lugar, enfrentar el reto financiero. 
Aumentar la cobertura implica atacar la informalidad. No se trata solamente de aumentar 
la cobertura de personas con pensión. Se trata de aumentar la cobertura en la medida en 
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que todos los trabajadores puedan cotizar y construir su pensión, independientemente de 
su tipo de empleo o trabajo. 

Para la cobertura, se propone crear un sistema de protección para la vejez, en el cual 
se sumen al sistema pensional los programas Colombia Mayor y Beneficios Económicos 
Periódicos (BEPS). El primero entrega un subsidio monetario a todos aquellos adultos ma-
yores que no cotizaron, y su cobertura es 24,6% de los adultos mayores; el segundo es un 
mecanismo de ahorro para la vejez, que ofrece flexibilidad en el monto ahorrado y en la 
periodicidad del ahorro, y con un subsidio de 20% sobre lo ahorrado, al cual se suman los 
intereses; busca permitir a la población que está en la informalidad, con ingresos bajos y 
volátiles, construir un ingreso para la vejez. Aunque en este momento sólo están beneficia-
dos el 0,5% de los adultos mayores, cerca de 35 mil personas; es un programa que inició su 
operación en 2013, y que cuenta con más de 1’300.000 personas vinculadas. Es decir, es un 
programa que acerca la normatividad a la realidad laboral de aquellos trabajadores cuyos 
ingresos son volátiles y menores al salario mínimo, atacando así la informalidad. Se trata 
entonces de un sistema de pilares que muchos países han implementado, en donde la base 
es Colombia Mayor, seguido por BEPS, y luego por el sistema pensional. 

Un cambio importante en el programa BEPS es la afiliación automática de los saldos 
de quienes llegan a la edad de pensión, pero no cumplen con los requisitos de semanas. 
La legislación permite en este momento que las personas retiren sus saldos. Sin embargo, 
en general, estos saldos se gastan en poco tiempo, y la esperanza de vida es más larga. El 
paso automático a BEPS de los saldos puede garantizar una renta vitalicia que ayude a las 
personas a solventar sus años de vejez. También es importante revisar los mecanismos para 
incentivar el ahorro en BEPS. Son mecanismos que deben ser dinámicos y que se agotan 
rápidamente, así que la innovación por parte de Colpensiones y de los fondos privados 
debe ser permanente.  

Ahora bien, en la medida en que se acerque la normatividad laboral a la realidad la-
boral, aceptando las diferentes formas de trabajo y permitiendo que se pueda cotizar bajo 
distintas modalidades, todos los trabajadores serían formales, y el 20% del subsidio de BEPS 
podría utilizarse para buscar llevar a todos los trabajadores a la pensión de salario mínimo. 

Para eliminar las desigualdades, y paralelamente enfrentar parte del reto financiero, se 
propone que en el sistema pensional los dos regímenes, el RPM y el RAIS, se complemen-
ten. El primer salario mínimo de todos los colombianos se cotiza en el RPM, y todos los 
afiliados que cumplan los requisitos reciben la pensión de salario mínimo con el subsidio 
que otorga el Estado. Los siguientes salarios mínimos, si el trabajador gana más de uno, se 
cotizan en los fondos privados, y con este ahorro se complementaría la pensión, siguiendo 
las reglas del RAIS. Así se resuelve la regresividad de subsidios más altos a personas con 
mayor capacidad de ahorro, se reduce la presión fiscal al no pagar estos subsidios, el Esta-
do sigue participando en el sistema, enfocado en las pensiones de salario mínimo y como 
punto adicional, se elimina la posibilidad de traslados que, de acuerdo con la economía del 
comportamiento, es una decisión compleja, que los seres humanos aplazamos hasta que 
es demasiado tarde. 

Para ayudar al aumento de cobertura del sistema pensional, se sugieren los siguientes 
mecanismos, para complementar los programas BEPS y Colombia Mayor: compra de se-
manas si el afiliado llega a la edad sin cumplir con el requisito de 1.300 semanas; o subsidio 
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de semanas, si el afiliado sigue cotizando después de llegar a la edad. Por ejemplo, por 
cada mes cotizado, el Estado otorga una semana adicional. También se puede pensar en 
una figura de pensión anticipada, en la cual, se paga la pensión pero a esta se descuenta el 
monto que debería haber cotizado ese mes la persona pensionada. Y políticas de género, 
por ejemplo, con un subsidio por hijo nacido. 

De todas maneras, aunque la reforma debe ser estructural, es necesario revisar los 
parámetros. La eliminación de los subsidios a pensiones por encima de un salario mínimo 
reduce sustancialmente la presión fiscal, pero los parámetros también deben revisarse y 
ajustarse, pensando en el largo plazo. Las reformas pensionales no son frecuentes, son en 
general costosas políticamente y difíciles de implementar, tienen transiciones largas y efec-
tos sobre las generaciones futuras. Los parámetros deben entonces adaptarse, pensando 
en el largo plazo, y para algunos es adecuado diseñar mecanismos de ajuste automático. 
Por ejemplo, en algunos países la edad se ajusta automáticamente cada diez años, basados 
en una revisión de factores como el envejecimiento poblacional y la esperanza de vida. 

Finalmente, en Colombia las reformas pueden ser iniciativa del Poder Ejecutivo y del 
Poder Legislativo, y se discuten en el Congreso. Sin embargo, una reforma tan importante 
como la pensional debería tener una amplia discusión. Dos ejemplos de cómo se hacen re-
formas pensionales en otros países son el español y el chileno. En España existe desde 1995 
el Pacto de Toledo. Más que una ley con varios artículos, es un documento acordado por 
todos los partidos, con los 15 puntos esenciales que deben tenerse en cuenta para ajustar 
el sistema pensional, cuando sea necesario. Por su parte, en Chile se crea una comisión 
asesora de la Presidencia, con una comisión de expertos, que a través de audiencias con 
los diferentes actores, y recibiendo propuestas e iniciativas de la ciudadanía, construyen la 
reforma pensional. 
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Mauricio Olivera

En varias secciones de esta parte del libro se han mencionado diferentes reformas ins-
titucionales para impulsar la FpT. Las dos herramientas más importantes de la instituciona-
lidad del mercado laboral son las que se analizan en este capítulo: el servicio de empleo y 
el seguro de desempleo. El objetivo del primero es unir la oferta y la demanda laborales, 
buscando que los trabajadores consigan empleo de acuerdo con sus competencias y ha-
bilidades, y que los empleadores consigan trabajadores de acuerdo con sus necesidades. 
Es una de las herramientas de la institucionalidad laboral más efectiva para la generación 
de empleo, en la medida que permite identificar más fácilmente las vacantes y hacer la 
conexión con las hojas de vida de quienes buscan trabajo. Permite también identificar las 
necesidades de capital humano del aparato productivo, y puede convertirse en una guía 
para la FpT en el mediano plazo.  

Por su parte, el seguro de desempleo tiene como objetivo proteger a los trabajado-
res en períodos de desempleo, y macroeconómicamente es una herramienta anticíclica; 
un estabilizador automático en tiempos de crisis. Cualquier crisis que genera desempleo 
desata automáticamente el gasto del seguro incentivando la demanda agregada. Estas 
dos herramientas hacen parte de las fortalezas de la institucionalidad laboral en los países 
desarrollados.

La exposición de motivos de la Ley 1636 que creó el Servicio Público de Empleo (SPE) y 
el Mecanismo de Protección al Cesante, muestra cómo, sin este mecanismo, la única forma 
de buscar y conseguir empleo en Colombia es el voz a voz y la búsqueda activa de empleo 
empresa por empresa (ver Gráficos 7.1 y 7.2). La unión de la oferta y la demanda laborales, 
que debería hacerse a través de las competencias de quienes están buscando trabajo se 
hace a través de contactos, haciendo ineficiente el funcionamiento del mercado laboral, 
alargando la búsqueda de empleo y generando subempleo. 

!;<=$>?"+L
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Fuente: Cálculos propios basados en DANE, GEIH (julio-septiembre 2019).

Adicionalmente, como se observa en el Gráfico 7.3, la duración promedio del desem-
pleo es de tres meses. El 62,5% de los hombres y 51,2% de las mujeres duran desempleados 
hasta tres meses. Esta alta duración evidencia la existencia de problemas de información, 
y de fricciones entre la oferta y la demanda de trabajo, que dan lugar a procesos de bús-
queda y costos que distorsionan la asignación eficiente del recurso humano. Situación que 
se explica por la disparidad entre las habilidades de los trabajadores y las necesidades de 
los empleadores, reforzada por la falta de mecanismos de información que permitan una 
eficiente búsqueda de empleo.
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En Colombia, aunque han existido diferentes prestadores de servicio de intermediación 
laboral (gestión y colocación de empleo) públicos -el SENA- y privados, estos laboraban sin 
ninguna coordinación institucional. Sólo hasta 2013, con la Ley 1636 de ese año, se creó el 
SPE con el objetivo de integrar, articular, coordinar y focalizar las políticas activas y pasivas 
de empleo, con el fin de contribuir al encuentro entre la oferta y demanda de trabajo, la 
superación de barreras que impiden la inserción laboral y la consolidación de formas autó-
nomas de trabajo. 

Cuatro características importantes del SPE son: i) la universalidad, pretendiendo atender 
a todos los buscadores de empleo y de trabajadores; ii) el enfoque diferencial, buscando 
atender las necesidades específicas de diferentes grupos -por ejemplo, mujeres y jóvenes- 
a través de políticas específicas; iii) la coordinación con los gobiernos sub-nacionales con 
la creación de agencias de empleo públicas en las ciudades, con el fin de reconocer las 
características particulares de cada región, y iv) la conexión con la FpT, con el objetivo de 
que los buscadores de empleo conozcan y atiendan los diferentes cursos de capacitación 
y formación.    

El sistema de información del SPE es uno de los ejes integradores. Con este sistema 
se buscó integrar todas las vacantes y las hojas de vida, buscando hacer el match entre la 
oferta y la demanda en todos los niveles del mercado laboral; todos los niveles educativos y 
de capacitación y todas las empresas. La agencia del SENA, que fue la más importante, sólo 
atendía la formación técnica y tecnológica, pero no la universitaria. 

La financiación del SPE se diseñó a través de varios canales, partiendo de la institu-
cionalidad existente. El SENA destina parte de sus recursos a su Servicio de Empleo; los 
prestadores privados cuentan con su financiación y prestan otros servicios pagados por los 
empleadores. La innovación más importante estuvo en las Cajas de Compensación, las cua-
les utilizan ahora parte de sus recursos para el SPE, creando oficinas propias, y las agencias 
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de empleo públicas en las ciudades, que se financian con recursos públicos asignados por 
las alcaldías. 

La Ley 1636 creó el SPE como parte del Mecanismo de Protección al Cesante (MPC). 
Este mecanismo es la primera aproximación a un seguro de desempleo, con tres elementos 
integradores que buscan generar un sistema de articulación de políticas activas y pasivas 
del mercado laboral:

i) Cuenta de cesantías: Cada trabajador destinará 25% de sus cesantías como ahorro 
para el MPC.  

ii) Fondo solidario: El Fondo de Solidaridad de Fomento al Empleo y Protección al 
Cesante (Fosfec) es un mecanismo solidario que permite cubrir las prestaciones de los 
cesantes que no alcanzan a ahorrar los recursos suficientes para protegerse en su etapa 
de desempleo. Este fondo se financia a través de una redistribución de los aportes a las 
Cajas de Compensación Familiar.

iii) Servicio Público de Empleo: Los trabajadores que se beneficien del Fosfec ten-
drán la obligación de hacer una búsqueda activa de empleo, la cual será supervisada 
por el SPE. Por dicha razón, estos trabajadores deben inscribirse en dicho servicio, el 
cual dispondrá de elementos para asegurar que el trabajador realice un esfuerzo en la 
búsqueda de empleo.

Con estos tres elementos, el Mecanismo de Protección al Cesante busca financiar el 
pago a seguridad social -salud y pensiones- durante seis meses de los trabajadores que 
pierden su empleo, financiación condicionada a inscribirse en el SPE y a asistir a programas 
de capacitación y formación. Por lo mismo, uno de los elementos importantes del SPE es 
su conexión con los centros de formación, y especialmente con el SENA. El MPC contiene 
incentivos para que el trabajador se capacite y busque empleo activamente a través del SPE.

Se buscó complementar el Fondo Solidario, que se financia con recursos de las Cajas de 
Compensación, con las cuentas individuales de cesantías. Voluntariamente, los trabajadores 
pueden destinar parte de sus cesantías al Fondo Solidario, con el objetivo de garantizar el 
pago del subsidio monetario en periodos de desempleo. 

Aún es necesario ajustar los dos mecanismos. Aunque el SPE ha tenido efectos posi-
tivos, especialmente en las Mipymes, falta mejorarlo en varios aspectos.50 En primer lugar, 
hay que afianzar el sistema de información, incluyendo todas las vacantes. Este ha sido uno 
de los grandes desafíos del SPE, y aunque la normatividad obliga a las empresas a incluir sus 
vacantes, depende de la confianza en el SPE como herramienta para cubrir sus necesidades, 
y de la maduración del SPE. En este aspecto, el protagonismo del aparato productivo es 
esencial. Un mecanismo a través del cual el SPE puede verificar las vacantes, es cruzando la 
información con la PILA. 

En segundo lugar, aunque uno de los elementos integradores del SPE es el sistema 
de información, RedEmpleo, con el objetivo de cubrir todas las necesidades del aparato 
productivo y todas las hojas de vida de los buscadores de empleo, el hecho de que la Ley 
permita competencia entre los diferentes prestadores de intermediación y colocación, difi-
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culta esta integralidad. Se propone diseñar un esquema de especialización de los diferentes 
prestadores con un solo sistema de información, por tipo de empresa (grandes y Mipymes) 
y por grados de formación (secundaria, técnicos y tecnólogos y profesionales). 

En tercer lugar, incluir las vacantes del Estado en el SPE y en su sistema de información 
ayudará a mostrar las bondades del SPE y, más importante, a que el Estado busque sus 
trabajadores de acuerdo con sus necesidades. El Estado puede ser ejemplo para el sector 
privado.

En cuarto lugar, la financiación de las agencias de empleo de las ciudades depende del 
gobierno de turno. Se propone un esquema de financiación local, combinado con los recur-
sos del Gobierno central, y enfocado en las regiones con mercados laborales más débiles 
(por ejemplo, las ciudades con mayor desempleo), y en coordinación con las universidades 
y los centros de formación locales, que ayuden a fortalecer los observatorios laborales y la 
prospectiva laboral. 

Sobre el seguro de desempleo, el Mecanismo de Protección al Cesante se limita al pago 
de la seguridad social de las personas que pierden su empleo, y en la ley se complementa 
con las cesantías. En la práctica, esto último no se ha dado. Las cesantías pueden y suelen 
ser utilizadas de diferentes maneras, no sólo como aseguramiento durante el desempleo, 
sino también para educación y vivienda, y su uso depende de la decisión de cada persona. 

Se propone diseñar un seguro de desempleo apalancado en las cesantías de los traba-
jadores, condicionado a la búsqueda activa de capacitación, formación y empleo. Incluso 
con una tasa decreciente de beneficios, a medida que transcurre el tiempo en el desempleo, 
y con un aporte del Estado que incentive el ahorro, similar al diseñado para el programa 
BEPS.

El Fosfec ha sido utilizado por el Estado, modificándolo, para financiar ingresos de tres 
salarios mínimos durante dos meses a quienes perdieron su empleo debido a la pandemia. 
Evaluar esta modificación durante la emergencia es importante; si bien acerca más el Meca-
nismo de Protección al Cesante a un seguro de desempleo, es necesario evaluar su viabili-
dad financiera en el mediano plazo para su eventual permanencia, y atarlo a incentivos de 
formación y búsqueda de empleo, servicios que las cajas de compensación pueden prestar. 
Esto implica también una revisión de los fondos utilizados para financiarlos, y la utilización 
de la totalidad de los recursos parafiscales de las cajas de compensación para, si es necesa-
rio, modificar y destinar una mayor proporción al Fosfec. 
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Francisco Azuero

La magnitud del choque provocado en las finanzas públicas colombianas como con-
secuencia de la pandemia del COVID-19 no tiene antecedente en la historia económica 
reciente. Según el Ministerio de Hacienda, el déficit consolidado del sector público no finan-
ciero como proporción del PIB, pasó de 2,4% en 2019 a 7,8% en 2020.

En el caso del Gobierno Nacional Central, el choque fiscal para el año 2020 se puede 
apreciar al comparar las proyecciones hechas por el Ministerio de Hacienda y Crédito Pú-
blico (MHCP) en el Marco Fiscal de Mediano Plazo (MFMP), en 2020, con lo que preveía el 
mismo documento del año anterior (Cuadro III.1). Los ingresos se proyectan inferiores en 
0,9% del PIB frente a la proyección hecha en el 2019, como resultado de la caída en los 
tributos por la menor actividad económica y la caída en los precios de los materiales mi-
nero-energéticos. Los gastos totales, como proporción del PIB, pasaron a ser de 18,7% en 
2019 a 23,8% en el 2020. A las erogaciones asociadas a la emergencia como las necesidades 
en salud, en protección a la población vulnerable, y en defensa de la actividad empresarial 
y del empleo, que calcula el MHCP en 2,8% del PIB, se le añaden los mayores pagos de 
intereses derivados de un endeudamiento superior y de la devaluación del peso. Además 
de todo lo anterior, el denominador de esta relación, el PIB nominal según los datos recien-
temente publicados por el DANE, fue inferior en el 2020 en un 5,5% al de 2019, por la caída 
importante en la actividad económica. Todo eso ha significado que el déficit para el año 
2020 esté proyectado en 8,2% del PIB, seis puntos por encima de lo que preveía el MFMP 
presentado en el año 2019.
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Fuentes: (Ministerio de Hacienda y Crédito Público , 2019 ), y (Ministerio de Hacienda y Crédito Publico , 2020). 

Ingresos Totales 16,5 15,6
Gastos Totales 18,7 23,8
Déficit  2,2 8,2
Deuda/PIB fin de año 49,9 65,6

PROYECCIÓN MFMP  
2019 PROYECCIÓN MFMP 2020
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Como resultado, la deuda del Gobierno central con relación al PIB era a finales de 2020 
del 65,6%, frente a un 49,9% inicialmente proyectado. Esta situación explica la decisión del 
Comité Consultivo de la Regla Fiscal de recomendar la suspensión en la aplicación de dicha 
regla. En efecto, el ajuste, tanto en ingresos como en gastos necesario para lograr la senda 
de reducción de la deuda contemplada en la Ley 1473 de 2011 era imposible de cumplir en 
las nuevas circunstancias. 

La sostenibilidad fiscal requiere que los mercados confíen en el compromiso del Gobier-
no por un manejo responsable de las finanzas públicas. Para eso es necesario reanudar la 
aplicación de la Regla Fiscal a partir de 2022, y mantener en consecuencia un manejo fiscal 
prudente. 

Los enormes efectos que ha tenido la pandemia del COVID-19 están exigiendo un pro-
tagonismo importante del Estado colombiano, en todos los niveles de gobierno, que ha 
supuesto una amplia movilización de recursos financieros. 

En cualquier circunstancia, la intervención del Estado en la economía debe tener como 
propósito contribuir a mejorar el bienestar de la población, tanto de las generaciones ac-
tuales como futuras. Estas intervenciones pueden adoptar diferentes formas: 

i) Políticas tributarias, de gasto público y de deuda que busquen incidir en las gran-
des variables macroeconómicas para generar un ambiente propicio para la actividad 
productiva privada.  

ii) Producción directa de bienes públicos, es decir, aquellos que por sus condiciones 
de no rivalidad y no exclusión no pueden ser producto de la acción de los mercados 
privados. 

iii) Regulación de la actividad privada (y en algunos casos pública) para enfrentar 
las diversas fallas del mercado, tales como excesivo poder de algunos agentes, que dis-
minuye la competencia, o la existencia de externalidades que impiden una asignación 
eficiente de los recursos de la sociedad. 

iv) Políticas de distribución del ingreso, para corregir los efectos indeseables que 
puedan tener los mercados en términos de justicia social y de equidad. 

En la actual coyuntura, todas estas políticas deben combinarse para enfrentar los efec-
tos negativos de la pandemia sobre la actividad económica y el bienestar de la población. 

Pero no es un secreto que el Estado colombiano adolece de importantes deficiencias 
en lo que tiene que ver con los distintos componentes de las finanzas públicas. Estas defi-
ciencias han sido diagnosticadas en varias misiones que se han ocupado de los ingresos y 
los gastos públicos, en estudios académicos, y en análisis de organismos internacionales.51  

En las circunstancias actuales, las finanzas públicas se enfrentan a retos aún mayores, si 
se quiere que la acción del Estado sea eficaz: 
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• Tanto los impuestos como el gasto público deben facilitar el crecimiento de la 
actividad económica privada, condición indispensable para que se generen empleo e 
ingresos. 

• Los altos déficits y el consecuente crecimiento en la deuda, inevitables en la actual 
situación, no deben sacrificar la futura sostenibilidad de las finanzas públicas. 

• La acción fiscal del Estado debe contribuir a corregir la inequidad en la distribu-
ción del ingreso, que ya era alta, pero que se ha profundizado en la actual coyuntura. 

• En fin, el manejo de las finanzas públicas debe contribuir a la legitimidad del Esta-
do y en general a la confianza en las instituciones.  

El momento exige que esas reformas en las finanzas públicas, cuya necesidad se ha 
diagnosticado en el pasado, se adelanten efectivamente. Si el manejo del Estado sigue 
igual, se corre el riesgo de obstaculizar el crecimiento de la economía, empeorar la distri-
bución del ingreso y elevar la inconformidad de los colombianos, lo que podría alimentar el 
surgimiento de tendencias políticas populistas o autoritarias. 

Esta parte del libro está compuesta por los capítulos 8 a 11. En el Capítulo 8, Alejandro 
Vivas analiza los factores de economía política que han impedido en el pasado implementar 
las reformas necesarias. Es de esperarse que, en un sistema democrático, como se supone 
que es el nuestro, los intereses generales de la sociedad sean los que determinen la acción 
de los gobernantes. Si eso no es así, es porque existen imperfecciones en el sistema político. 
Enfrentar esas imperfecciones puede considerare una condición indispensable para que las 
reformas propuestas puedan adelantarse. 

En consecuencia, este capítulo propone la concreción de reformas en el sistema elec-
toral y en el régimen que regula el funcionamiento de los partidos políticos. Sólo en esas 
condiciones se podrán adelantar reformas en las instituciones que regulan tanto los ingre-
sos como los gastos públicos, que tengan en cuenta los intereses generales de la sociedad 
y no el de los propios legisladores o grupos de interés reducidos. 

El sistema tributario colombiano adolece de graves fallas que debilitan el recaudo, li-
mitan la capacidad redistributiva del gasto público y la acción del Estado. El reto de cómo 
elevar el recaudo tributario es el tema que aborda Eduardo Lora en el Capítulo 9. El autor 
muestra que las áreas prioritarias de acción para mejorar la recaudación son: i) combatir 
la evasión, ii) recortar las exenciones y las exclusiones del IVA, iii) reducir las deducciones y 
rentas exentas del impuesto de renta a las personas naturales, y iv) eliminar los numerosos 
tratamientos diferenciales del impuesto de renta a las sociedades que carecen de justifica-
ción económica. 

Los aspectos relacionados con la gestión propiamente financiera de los recursos pú-
blicos, los cuales no han recibido la atención que merecen en la discusión pública, son el 
objeto del Capítulo 10. Allí, Francisco Azuero analiza las deficiencias de los sistemas de pre-
supuestación, de los mecanismos de evaluación oportuna del gasto público, de los sistemas 
de rendición de cuentas a la ciudadanía y de la manera cómo operan los organismos de 
control. Todo eso incide de una manera negativa en la eficacia y eficiencia del gasto público. 
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Se recomienda avanzar hacia la implantación de un sistema de presupuesto programático, 
que permita ligar los recursos recibidos por las agencias del Estado con los resultados me-
dibles en términos de bienes y servicios entregados a la ciudadanía. Una condición para eso 
es el logro de una mayor integración del presupuesto, lo cual supone acabar con la división 
funcional en la programación de los gastos de funcionamiento e inversión, así como con la 
separación entre el Presupuesto General de la Nación y el del Sistema General de Regalías. 
Se deben mejorar y ampliar los sistemas de evaluación del gasto público, así como utilizar 
estas evaluaciones en las decisiones presupuestales. Es importante también mejorar los sis-
temas de contabilidad y de información para la ciudadanía sobre la manera como se gastan 
los recursos públicos, en lo cual los organismos de control pueden desempeñar un papel 
importante. En fin, se proponen en este capítulo cambios en el sistema de funcionamiento 
de la Regla Fiscal, que apuntan a cumplir mejor su propósito de estabilizar los ingresos 
fiscales, y darle mayor autonomía al Comité Consultivo frente al Gobierno. 

Las entidades territoriales, departamentos, distritos y municipios, son protagonistas im-
portantes de la acción del Estado colombiano. Tienen responsabilidades clave en la pro-
visión de educación y salud, así como de bienes públicos de naturaleza local. Desde los 
años ochenta y especialmente con la Constitución de 1991, el país ha buscado fortalecer la 
descentralización fiscal, pero, salvo algunas excepciones, los territorios no disponen todavía 
de recursos estables que correspondan a sus responsabilidades. Es necesario fortalecer por 
tanto la tributación local, pero de una manera que propicie la eficiencia y complemente el 
esfuerzo que puedan hacer las finanzas nacionales para mejorar la equidad. Esos son los 
asuntos que analiza detalladamente Gonzalo Zapata en el Capítulo 11. 

Las recomendaciones de este capítulo apuntan a un fortalecimiento de los ingresos 
propios de las entidades territoriales. Para eso es necesario acelerar la implantación del 
catastro multipropósito, y la entrega de su administración a todas las ciudades de más de 
diez mil habitantes. Por otra parte, se debe simplificar el Impuesto de Industria y Comercio 
(ICA), disminuyendo los rangos tarifarios, y gravar el consumo de cigarrillos electrónicos y 
de bebidas azucaradas, por sus efectos nocivos sobre la salud. Por otra parte, eliminar, o por 
lo menos hacer más exigente, la creación de estampillas y otros impuestos que encarecen la 
contratación pública. En cuanto a las transferencias intergubernamentales, Sistema General 
de Participaciones (SGP) y Sistema General de Regalías (SGR) se señala la importancia que 
tendría su integración dentro del Presupuesto General de la Nación. En fin, es necesario 
flexibilizar las normas de endeudamiento de las entidades territoriales, aun teniendo en 
cuenta la necesidad de garantizar la sostenibilidad de sus finanzas.
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Alejandro Vivas

Las finanzas públicas buscan contribuir al logro de objetivos sociales tales como crea-
ción y distribución de riqueza, mayor equidad generacional e intergeneracional y niveles 
crecientes de bienestar. Involucran el diseño y el manejo de políticas pertenecientes a las 
áreas de impuestos, administración de ingresos y gastos públicos y administración fiscal 
a varios niveles. En general, las finanzas públicas “se refieren a las leyes, organizaciones, 
sistemas y procedimientos disponibles para los gobiernos, que buscan asegurar y usar los 
recursos de manera efectiva, eficiente y transparente” (Allen et al., 2013). Ante limitaciones 
estructurales y emergencias nacionales, los países encuentran que es necesario hacer re-
formas a sus políticas fiscales de corto y largo plazo, así como efectuar correcciones a las 
regulaciones económicas pertinentes, que incluyen la racionalización de las operaciones 
públicas y cambios en su priorización.52  
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Diversas incoherencias y fallas en el sistema fiscal colombiano han sido diagnosticadas 
por numerosos analistas y misiones internacionales. Un análisis de los diagnósticos y las 
recomendaciones de las doce misiones internacionales y de expertos colombianos desde 
1923 hasta 2004, entre ellas la Misión de Ingreso Público de 2002, fue realizado por (Jungui-
to, R. y H. Rincón, 2004). Otro estudio más reciente es el de la Comisión de Expertos para 
la Equidad y la Competitividad Tributaria de 2015. También ha habido importantes misiones 
específicamente dedicadas al Gasto Público; entre ellas están la Comisión de Gasto Públi-
co (1986); la Comisión de Racionalización del Gasto y de las Finanzas Públicas (1997), y la 
Comisión del Gasto y la Inversión Pública (2017). En lo referente a las finanzas territoriales, 
también abundan las misiones, de las cuales vale la pena mencionar el Informe sobre finan-
zas intergubernamentales de principios de la década de los ochenta (Bird, R. y Wiesner E., 
1982), y la reciente Comisión de Estudio del Sistema Tributario Territorial (2020).
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Es decir, los esfuerzos de diagnóstico y recomendaciones para el sistema fiscal colom-
biano han sido varios y serios. Con base en los resultados de las diversas misiones, se ha 
buscado implementar continuas reformas tributarias, que también Junguito y Rincón (2004) 
revisan.53 Baste mencionar que entre 2006 y 2020 ha habido diez reformas, incluyendo la 
Ley de Crecimiento de 2020 y la creación en marzo del Fondo de Mitigación de Emergen-
cias (FOME) para la atención de las consecuencias de la pandemia. Además, la Misión de 
Estudio de Beneficios Tributarios, creada en junio de 2020, entregó su propuesta de reforma 
tributaria.

Sin embargo, después de todos los esfuerzos, continúa siendo válida la conclusión de 
Junguito y Rincón (2004): “las reformas de los últimos años han creado una estructura tribu-
taria inadecuada e ineficiente… Se destaca que las reformas presupuestales no han tenido 
el éxito esperado, en términos de flexibilizar y reducir el gasto público en Colombia… Las 
misiones fiscales internacionales y nacionales convocadas con el fin de realizar diagnósticos 
y recomendaciones en épocas de dificultades han tenido gran impacto en términos de 
reformas tributarias, pero poca incidencia sobre el gasto…”. Otra conclusión común aparece 
por ejemplo en (Botero, R. et al., 2007), Comisión Independiente de Gasto Público: “[se] le 
recomienda al Gobierno que haga un esfuerzo de ahorro. Ese ahorro debe tomar la forma 
de una reducción en el ritmo de gasto…”.

Varias de las reformas tributarias han recibido dos críticas. La primera, haber adoptado 
un horizonte de corto plazo, inmediatista, sin incorporar una visión de preparación para 
las demandas sociales futuras del país y para una economía que cree mayores niveles de 
riqueza para todos. La segunda consiste en que se han sesgado hacia el lado de crear ma-
yores tributos en busca de ingresos, descuidando la necesidad de apoyar la dinámica hacia 
mayor eficiencia económica y más equidad, tanto en los tributos como en el gasto público. 

En el caso de los impuestos, la falta de consideraciones de eficiencia se hace evidente 
en la existencia de tratamientos excepcionales favorables a ciertos contribuyentes, que no 
tienen ninguna justificación en la racionalidad económica, o en la persistencia de tributos 
como el gravamen a los movimientos financieros y las estampillas, que elevan los costos 
de transacción. El primero es además un obstáculo para la bancarización de amplios sec-
tores de la población. En el caso del gasto público, es notoria la ausencia de una conexión 
entre el presupuesto y los resultados buscados u obtenidos, aspecto que se desarrolla en 
el Capítulo 10.

En síntesis, la coyuntura de la pandemia, pero también fallas estructurales, renuevan 
la necesidad de una reforma a fondo de la política fiscal. Debe enfatizarse un punto: las 
finanzas públicas habrán de responder no solo a las mayores demandas coyunturales para 
atender la pandemia por parte de hogares urbanos y rurales y de empresarios formales e 
informales, sino también deberán considerar la necesidad de apoyar cambios que le per-
mitan a la economía crecimientos mayores a los observados antes de 2020: desde hace 40 
años, el país presenta en la gran mayoría de los periodos tasas de crecimiento del PIB per 
cápita menores a 4%,54 insuficientes para lograr de manera sostenida niveles de bienestar 

P5" " j+"=F*(&%"9BDB'*&-"8@&%"=%+"F+"8@&Z%(%"DY9"'*&?%-"!XLVE.//T-"8F@(@"@+=%+7&*&9@"@+"#^@<B+"W1-".//X0-"W+@e%"!1

PM" " H&@=BDB@+7%9"(@'"O4)"&%1!+2&*0#"D*G%&"*"Mm"9@"&@?B97&*&%+"@+"9@B9"(@"'%9"M/"*`%9-"!LV.-"!LVX-".//T-".//V-"./!!"
G"./!5:"P-.h"T-!h"P-Mh"P-Mh"P-L"G"M-!m-"&@98@=7BA*D@+7@"#KWNC-"././01



++$

PARTE III. REFORMAS NECESARIAS EN LAS FINANZAS PÚBLICAS

crecientes y, además, para dar respuesta a los retos cambiantes de la economía global, 
como los de la cuarta revolución industrial. 
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La pregunta es, entonces, si el país aprobará e implementará con ocasión de la pande-
mia y, recogiendo los diagnósticos disponibles sobre la necesidad de reformas estructurales, 
unas reformas tanto en gastos como en ingresos, de manera que se avance en la eficiencia 
fiscal y se apoye un buen funcionamiento de los mercados, el bienestar de los diferentes 
grupos de la población y mayores equidad y transparencia. Otra manera de formular la 
pregunta es si las reformas que se propongan van a correr la misma suerte de las nume-
rosas propuestas anteriores, de las cuales se implementaron sólo aspectos parciales, y no 
precisamente los más importantes.

La respuesta tiene que ver tanto con la calidad de las propuestas que formule el Poder 
Ejecutivo -el cual constitucionalmente tiene la iniciativa en estos temas-, como con la acción 
del Poder Legislativo, que debe discutirlas y aprobarlas. Los intereses de los diversos actores 
dentro del Gobierno y los grupos de interés privado (stakeholders) buscarán incidir en el 
contenido de las propuestas, así como en su discusión en los procesos legislativos. Por otra 
parte, no hay que olvidar el papel protagónico que ha adquirido en años recientes el Poder 
Judicial, que en ocasiones ha tenido la última palabra para decidir la suerte de reformas 
relacionadas con los temas fiscales.

La calidad de las propuestas tiene que ver, primero, con la adopción de marcos com-
plejos que reconozcan ‘seriamente’55 las interacciones entre el gasto y los impuestos, de las 
finanzas públicas con otras políticas macroeconómicas y microeconómicas (regulatorias) y 
con el funcionamiento de los mercados. Por supuesto, es más expedito dejar a un lado estas 
relaciones. El impuesto a las transacciones financieras, o las estampillas, por ejemplo, no se 
eliminan, a pesar de sus claras ineficiencias, con el argumento simple de que ‘esos recursos 
se necesitan’.

La calidad de las propuestas requiere, además, que en sus diseños se reconozcan in-
evitables contraprestaciones: el equilibrio fiscal exige que para abrir espacio a programas 
prioritarios tengan que sacrificarse otros. 

Un tercer aspecto de calidad tiene que ver con la necesidad de prever evaluaciones 
de los resultados y de los impactos de las reformas; el marco de las evaluaciones y sus 
indicadores deben ser especificados al tiempo que se presentan las reformas, no ex post, 
cuando puede ser imposible recoger la información necesaria para la construcción de los 
indicadores que se han identificado como relevantes.

Para evaluar la probabilidad de llevar a cabo reformas, Olivera et al. (2010), también 
analizaron “la heterogeneidad de intereses que existen dentro de la Rama Ejecutiva”.56  Ha 
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habido ocasiones en las que intereses de carteras particulares distorsionan un enfoque 
general. De acuerdo con estos autores, los problemas de largo plazo se enfrentan en ma-
yor medida cuando los presidentes delegan en sus ministros de Hacienda las reformas 
económicas: “qué política se escoja es resultado de la interacción y del alcance de la dele-
gación”. Además, para afianzar sus propuestas, o para combatir iniciativas que consideran 
inconvenientes, con frecuencia los ministros de Hacienda han recurrido al expediente de 
advertirles a los demás ministros, al legislativo y a la sociedad sobre posibles respuestas 
de las calificadoras de riesgo que podrían dificultar o encarecer el acceso a los mercados 
internacionales de capital.  

Como lo consideran los expertos en temas fiscales, las decisiones sobre estos son actos 
políticos. Así, para el caso de los tributos, Stanley et al. (2016), plantean que “la escogencia 
de y entre instrumentos impositivos siempre ha sido en gran parte una decisión política, 
aunque usualmente con factores económicos que son tenidos en cuenta”.57  No obstante, 
la realidad política de las decisiones fiscales no siempre se tiene en cuenta de manera cabal 
por los técnicos que diseñan las reformas. El criterio último de la bondad de una propuesta 
de reforma, y de la reforma misma, es qué resultados obtuvo, no solamente sus intenciones 
iniciales o el tiempo dedicado a su preparación.

Si una inadecuada calidad de las propuestas atenta contra la posibilidad de su apro-
bación de las reformas, otras dificultades surgen durante el desarrollo de los procesos de 
aprobación en el Congreso, dificultades relativas al no funcionamiento de bancadas de par-
tido, al poder que ejercen los intereses individuales de los congresistas entre ellos (‘hoy por 
mí, mañana por ti’), a la necesidad de la rama ejecutiva de negociar con cada uno de ellos 
las partidas de ingresos y gastos, y al poder que pueden ejercer grupos de interés privados 
por medio de congresistas cercanos a ellos.58 

Roland y Zapata (2000), habían afirmado que “el mayor obstáculo a las reformas en 
Colombia ha sido la fragmentación en el Congreso. Los congresistas… en general prefieren 
bloquear las propuestas de reforma… cuando dichas propuestas entran en conflicto con sus 
intereses y sus redes locales clientelistas. Esta fuerte tendencia clientelista está relacionada 
con la debilidad del sistema de partido y del sistema electoral… Esta fragmentación electoral 
es alentada por el sistema electoral, que se basa en la imposibilidad de combinar nombres 
de diversas listas y en el principio de la mayor cantidad de votos residuales.”

Aun cuando la reforma política de 2003, al cambiar el sistema de asignación de curules 
remplazando el cociente electoral por la cifra repartidora, disminuyó en algo esa dispersión, 
no eliminó el sistema del voto preferente, elemento que sigue contribuyendo al debilita-
miento de los partidos políticos y a excesivas negociaciones, parlamentario por parlamen-
tario, de los proyectos presentados por el Ejecutivo al Congreso.

Olivera et al. (2010) consideraron que la Constitución de 1991, con una buena intención al 
aumentar la participación política, tuvo una consecuencia imprevista, aumentar la fragmen-
tación política, lo cual hizo más difícil de ahí en adelante pasar una reforma en el Congreso, 
pues volvió necesario discutirla con más partidos y fracciones. Estos autores confirmaron 
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una hipótesis concreta: “… la fragmentación política y el poder ejecutivo unilateral limitado 
después de las reformas de 1991 restringieron la extensión de las reformas, particularmente 
en las leyes impositivas”.59 La relevancia de las instituciones para la economía y en particular 
para las finanzas públicas tiene un ejemplo muy especial en la Constitución de 1991. Por una 
parte, ésta significó reformas profundas para la vida política nacional y, por otra, condujo a 
que el gasto público llegara a “niveles no sostenibles, generando serios problemas fiscales 
que no han podido ser corregidos en su raíz estructural",60 a que aparecieran déficit fiscales 
adicionales, y a que se establecieran rigideces estructurales.

Más recientemente, la Misión Electoral Especial (2017) diagnosticó -una vez más- que 
“Los partidos políticos son débiles, poco cohesionados, e impera el clientelismo.” En conse-
cuencia, cuando se ha intentado llevar adelante una reforma estructural, no se ha logrado. 
Por ende, se termina haciendo lo único posible: aumentar las tasas tributarias, sea del IVA 
o del impuesto a la renta. 

La economía política de las finanzas públicas -en particular la interacción entre los dife-
rentes actores involucrados en los procesos de diseño de políticas fiscales- lleva a reconocer 
las debilidades de los partidos políticos y sus bancadas y su falta de cohesión en la toma de 
decisiones legislativas, así como el peso exagerado que tienen en las decisiones legislativas 
los intereses de grupos económicos de poder; esto dificulta que se dirijan al bienestar de 
la sociedad en su conjunto. También señala la necesidad de superar la todavía débil parti-
cipación política popular y su escaso apoyo a reformas estructurales en el campo fiscal. El 
Presidente, los ministros, los directores del DNP y en general las principales figuras del Poder 
Ejecutivo, tienen una tarea importante de lograr el apoyo para sus propuestas haciendo 
entendibles los beneficios sociales de éstas para toda la sociedad, y también previendo los 
efectos sobre la calificación del país por parte de las calificadoras de riesgo internacionales.

En síntesis, la introducción de reformas estructurales en las finanzas públicas tiene como 
prerrequisito una revisión profunda del funcionamiento del Congreso, desde la manera 
como son elegidos los congresistas (reforma electoral) y en torno a la manera como se 
presentan, debaten y aprueban las reformas, para que la necesaria dimensión política de las 
finanzas públicas interprete el bien común y les sirva a las aspiraciones de las mayorías de 
la población. La reforma al Congreso también involucra revisar el balance de presentación 
de iniciativas por parte del mismo, y del Presidente, y la representación en las comisiones 
económicas de partidos políticos consolidados.
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Los ciudadanos están más listos a demandar y consumir programas públicos que a 
pagar por ellos; esta realidad ha sido constatada desde la formación misma del Estado y 
expresada de manera clara por ejemplo por Citrin (Citrin, J., 1979).
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Kiser et al. (2017), postulan que “En todos los Estados…, los sistemas fiscales están ba-
sados en unos contratos (implícitos o explícitos) entre los reguladores y los regulados, que 
gobiernan la imposición y el gasto, y la relación entre los dos”; continúan: “… son especial-
mente importantes los arreglos institucionales para facilitar la formulación y la implementa-
ción de los contratos fiscales.”

Wiesner (2004) ha argumentado que “la gran limitante [para la implementación de 
reformas] ha sido la insuficiencia de apoyo político para proteger la estabilidad macroeco-
nómica del país y verla como un patrimonio político ‘común’ a todos los ciudadanos. Esta 
situación ha sido agravada por recientes fallos de la Corte Constitucional que interfieren con 
las leyes de ajuste fiscal”. Así, es responsabilidad de los gobiernos fortalecer ante el público 
la legitimidad de los tributos y de los programas de gasto.

El concepto de Value For Money (valor a cambio de dinero, VFM) aplicado por la OCDE 
(2015) a las acciones de los gobiernos puede ser de utilidad para generar legitimidad de 
las acciones públicas y en particular de las acciones fiscales. VFM implica entregarle a la 
sociedad valor a cambio del dinero que ésta les entrega a los administradores públicos. Se 
trata de conseguir el mejor balance entre cuatro E: economía, eficiencia, efectividad y equi-
dad.61 “La perspectiva de valor por dinero implica que las reformas deben conducir a mejor 
calidad de los servicios para los ciudadanos y los negocios, o a más ahorros, o a ambos”.62 

Al considerar las relaciones entre política y economía, conviene recordar que la cons-
trucción de confianza es fundamental en las relaciones entre agentes; en el caso de las 
finanzas públicas, se necesita confianza de los hogares y los empresarios con los gobiernos, 
que son los encargados de plantear iniciativas sobre impuestos y gastos, y con el Poder Le-
gislativo, que debe aprobar las reformas. Para construir la confianza, conviene tener presen-
te el punto de vista de (Rodrik Dani, 1996): es mejor construir modelos y propuestas sobre 
reformas bajo el supuesto de que los agentes políticos, igual que los agentes económicos, 
son racionales y no miopes.63 Este autor también plantea que la oportunidad de hacer algo 
que beneficie a casi todo el mundo con un margen grande, como cuando se presenta una 
crisis -como la del COVID-19- les permite a los reformadores introducir, junto con políticas 
de estabilización, “reformas microeconómicas y estructurales que tienen implicaciones dis-
tributivas significativas y que serían difíciles de implementar en circunstancias normales.”

La ciudadanía percibe las anomalías presentes en partidos políticos y en el sistema 
electoral. No son de extrañar, entonces, los resultados que reproduce la (Misión Electoral 
Especial, 2017), tomados de Lapop, Barómetro de las Américas, según los cuales el por-
centaje de la ciudadanía que confía en los partidos tenga una tendencia decreciente entre 
2004 y 2016, comenzando en 22,4% y llegando a 10%. También esa tendencia, aun cuando 
no tan pronunciada, se manifiesta en el porcentaje de quienes confían en las elecciones: 
en 2004 era 45,6%, mientras que en 2016, 24%. Lapop había medido en 2014 que también 
estas confianzas eran muy bajas en comparación con los países de América Latina: “La con-
fianza en las elecciones, medida en una escala de 0 a 100, sólo supera la que profesan los 
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haitianos frente a sus procesos electorales. La confianza en los partidos es apenas superior 
a la expresada en Brasil, Guatemala y Perú, países reconocidos por su debilidad partidista.”

De todas maneras, la ciudadanía continúa esperando eficiencia del sector público en 
general, y en particular en la gestión de sus finanzas. Conviene recordar que en el análisis 
de la eficiencia del gasto público hay tres aspectos para establecer:64 

i)  Eficiencia en la asignación de recursos, escogiendo gastos en sectores o personas 
priorizadas de acuerdo con criterios de valor.

ii) Eficiencia en la administración de los recursos por parte de las agencias del Go-
bierno.

iii) Eficiencia en la provisión de los bienes y servicios producidos por las entidades 
públicas. 

Según los indicadores de Desempeño del Sector Público, calculado para 2010 por Al-
fonso et al. (2013), la eficiencia de Colombia en el indicador combinado de creación de 
oportunidades (que incluye educación, salud e infraestructura), estaba en la media, como 
Argentina y México, y por debajo de Chile; en el indicador combinado de distribución, es-
tabilidad y desempeño económico, Colombia también estaba en la media, por debajo de 
Perú, Bolivia y Chile, y superando a Argentina y Brasil. De acuerdo con la Comisión del Gasto 
y la Inversión Pública (2018), “La ineficiencia del gasto en Colombia es relativamente mayor 
cuando se compara con el promedio de los países de la OCDE”, al tiempo que los gastos 
generales del Gobierno como porcentaje del PIB están por debajo de la mayoría los países 
de la OCDE. Son conocidos los ejemplos de ineficiencia en el gasto, como obras inconclusas 
o que tardan mucho más del tiempo previsto, sobrecostos injustificados, y focalizaciones 
deficientes que se traducen en que personas tanto naturales como jurídicas que no cum-
plen los requisitos terminen recibiendo subsidios.65 

La corrupción puede estar presente en manejos de recursos públicos, caso en el cual 
afectará la eficiencia en la provisión de bienes y servicios, además de permear campañas 
de aspirantes a posiciones públicas y por tanto ser una barrera a la representatividad y a la 
inclusión. En los índices de corrupción de Transparencia Internacional para 2019,66 Colombia 
está en el orden 96, con un índice de 37 (100 es muy limpio, 0 es altamente corrupto); Di-
namarca, Nueva Zelandia, Finlandia, Singapur, Suecia y Suiza ocupan los primeros rangos, 
mientras que en los más bajos (cerca al 180) se encuentran Haití, Venezuela y Somalia. En 
rango similar a Colombia están Ecuador y Vietnam. Argentina tiene el mejor índice, y Mé-
xico el peor.

Colombia muestra poca mejoría en los resultados de la lucha contra la corrupción. Vale 
la pena señalar que, según los análisis de Transparencia Internacional, la corrupción está 
más presente en países en donde sumas grandes de dinero entran libremente a las cam-
pañas políticas y donde los gobiernos “escuchan solamente las voces de los individuos más 
ricos o bien conectados”. Por el contrario, “Los países que se comportan bien en el Índice 
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de Percepción de la Corrupción tienen una implementación fuerte del financiamiento de 
las campañas.”

Una cultura política de la corrupción se constituye en una de las principales causas de 
la evasión de impuestos. Otra forma común de corrupción es la contratación clientelista de 
empleados oficiales, llegando a considerarse que “quienes no incurren en prácticas corrup-
tas son vistos como tontos” (Kiser et al., 2017).

En síntesis, la factibilidad de reformas estructurales a las finanzas públicas aumentará si 
la ciudadanía percibe que la corrupción disminuye, y que el Gobierno está alcanzando ni-
veles mayores de eficiencia en la asignación y administración de recursos y en la prestación 
de bienes y servicios con fondos públicos. Así, los gobiernos alcanzarán mayor legitimidad 
y ganarán mayor confianza social.

.0:651742350:76$;5:2D76$

Una primera conclusión general de lo aquí expuesto es la necesidad de aprovechar la 
crisis generada por la pandemia de 2019 para proponer una reforma fiscal -de ingresos y 
gastos simultáneamente- que no sea sólo coyuntural, sino que avoque sus problemas es-
tructurales, dentro de una concepción sistémica. Esta contemplará las relaciones con otras 
políticas macroeconómicas y con los funcionamientos de los mercados, y ligará la toma de 
decisiones presupuestales a la estrategia de desarrollo del país.67

Quienes diseñen las reformas deben insistir en presentar propuestas de alta calidad y en 
hacerlas visibles ante el Poder Legislativo y ante la ciudadanía, enfatizando las situaciones 
de ‘gana-gana’ y de mejora en eficiencia. La legitimidad de los tributos aumentará con la 
adopción del criterio de VFM aplicado por la OCDE (2015).

El logro de reformas fiscales estructurales también pasa por reformas al sistema elec-
toral y al funcionamiento de los partidos, de las bancadas y de las reglas de decisión en el 
Congreso, con el objetivo de que primen los intereses sociales y no intereses individuales 
de legisladores o de grupos de poder reducidos.

Las reformas deberán basarse en ir construyendo confianza entre los diversos estamen-
tos de la sociedad. Este propósito implica redoblar los logros obtenidos en el combate a las 
corrupciones pública y privada, las cuales se fortalecen entre sí.

Un elemento crucial en las reformas que se propongan es involucrar mejoras en la 
administración, dentro de las distintas agencias del Gobierno. Se requerirá probablemente 
menos personal, pero más calificado, y mejor pago. Nótese que en los indicadores de la 
OCDE sobre calidad de la administración pública, que es aconsejable adoptar, ocupan un 
lugar importante prácticas como presupuestación por desempeño, frecuencia y alcance de 
las revisiones del gasto, y procesos formales para asegurar el valor de las obras de infraes-
tructura. Se trata de comparar los recursos entregados a los administradores públicos con 
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la cantidad y calidad de los productos entregados. En estos puntos podrán aprovecharse 
mejoras tecnológicas como el Análisis de Datos y la Inteligencia Artificial, y los criterios y los 
indicadores de la OCDE que se mencionaron, dirigidos a mejorar la gestión en las distintas 
agencias del Gobierno.
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Eduardo Lora

Asegurar la estabilidad fiscal mediante un aumento permanente de los ingresos tri-
butarios es esencial para la recuperación de la inversión privada y el empleo formal. Las 
empresas difícilmente van a embarcarse en programas ambiciosos de inversión nueva y 
de generación de empleo si pesa sobre ellas una gran incertidumbre tributaria. La posible 
pérdida del grado de inversión daría al traste con la holgura financiera de la que ha go-
zado el país, gracias a la abundancia de liquidez y las bajas tasas de interés en los merca-
dos internacionales. La historia de las reformas tributarias pasadas les ha enseñado a las 
empresas que sus condiciones de tributación pueden cambiar muy bruscamente. También 
les ha enseñado que algunos grupos de interés tienen una gran capacidad para obtener 
tratamientos preferenciales, dando lugar a enormes diferencias en la tributación efectiva de 
las empresas de diferentes tamaños y sectores. En la medida en que se corrija esta situación, 
aumentará la inversión y podrán asignarse de forma más eficiente los recursos de capital, lo 
que redundará en la productividad y en la generación de empleo. 

La recaudación tributaria en Colombia es muy baja: en 2018 llegó apenas a 19,4% del 
PIB (incluyendo contribuciones a la seguridad social), muy por debajo del promedio de 
34,2% en los países de la OCDE (a la que pertenece Colombia) e incluso del promedio de 
los países latinoamericanos. Para entender por qué la recaudación tributaria es tan baja, 
es conveniente concentrarse en los tres principales impuestos: el impuesto de renta a las 
personas, el impuesto de renta a las sociedades y el impuesto al valor agregado (IVA). 
Conjuntamente, estos tres impuestos generan recaudos equivalentes a 12,3 puntos porcen-
tuales del PIB (aparte de las contribuciones a la seguridad social, le siguen en importancia 
el impuesto a las transacciones financieras, conocido como cuatro por mil, los impuestos a 
las importaciones y otros impuestos internos).

El potencial de recaudo de los tres principales impuestos es muy sustancial, pero está 
muy diluido debido a la evasión, las exenciones, exclusiones y descuentos. En efecto, dadas 
las bases de tributación y las tasas nominales de recaudo, estos tres impuestos deberían 
recaudar 30,1% del PIB, pero más de una tercera parte de ese potencial se pierde por la 
evasión y casi una cuarta más se pierde por las exenciones y descuentos que erosionan los 
diferentes tributos (Cuadro 9.1). 
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Fuente: cálculos propios con información de la DIAN, la Gran Encuesta Integrada de Hogares y Cuentas Nacionales del 
DANE. Los cálculos del impuesto de renta de las personas vienen de (Lora, Eduardo, 2020). Para los otros impuestos, la tasa 

de evasión según nuestros cálculos se define como 1-(recaudo+exenciones+descuentos)/recaudo potencial.

Según cálculos muy gruesos pero indicativos, las personas declaran apenas 30,1% de 
los ingresos que reciben. Aunque esto se debe en parte a que muchos trabajadores y 
dueños de pequeños negocios tienen ingresos totales por debajo del umbral establecido 
para declarar, la mayor parte de la sub-declaración se debe a evasión, especialmente de 
rentas de capital. Puesto que los ingresos declarados se benefician además de diversas 
exenciones y descuentos, el impuesto de renta de las personas en Colombia llega apenas 
al 1,3% del PIB. De forma semejante, cerca de la mitad del recaudo del impuesto de renta 
de las sociedades se pierde por cuenta de la evasión, las exclusiones de ingresos68 y, una 
parte adicional, aunque relativamente menor, por cuenta de las exenciones y descuentos. 
Aun así, como la tasa nominal del impuesto a las sociedades es bastante alto, el recaudo de 
tal impuesto llega a 5% del PIB. De los tres principales impuestos, el IVA es el menos sujeto 
a evasión, que de todas formas llega a un preocupante 25,7% según nuestros cálculos del 
Cuadro 9.1. Pero, en cambio, gran parte del recaudo potencial del IVA se pierde por cuenta 
de las exenciones y exclusiones, cuyo costo representa 6,6% del PIB. Así, el recaudo del IVA 
es en fin de cuentas 6% del PIB. 

Por consiguiente, para elevar en forma sustancial el recaudo tributario, lo esencial no 
es subir las tasas nominales de los principales impuestos sino sacar adelante una reforma 
estructural profunda que busque, en orden de importancia: i) combatir la evasión, ii) recor-
tar las exenciones y exclusiones del IVA, iii) reducir las rentas exentas y las exenciones del 
impuesto de renta a las personas naturales, y iv) eliminar los numerosos tratamientos dife-
renciales del impuesto de renta a las sociedades que carecen de justificación económica. En 
el resto de este capítulo se propone una serie de medidas dirigidas a estos cuatro objetivos.
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personas 71,3 4,9 3,5 30,1 42,2 n.d. 0,7 1,3

sociedades 35,7 31,4 11,2 18,0 49,7 33,8 0,6 5,0
IVA 89,0 19,0 16,9 66,1 25,7 23,9 6,6 6,0

impuestos 30,1 36,1 7,8 12,3
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Como hemos visto, la evasión puede estar reduciendo el recaudo tributario en más de 
una tercera parte de su potencial, dadas las actuales tasas de impuestos. Esto significa que, 
si la evasión se corrigiera en una tercera parte, el recaudo tributario aumentaría 2,3 puntos 
del PIB. Para despejar el panorama fiscal es indispensable una estrategia anti-evasión, no 
solamente una reforma de las normas tributarias.   

Muchas de las acciones que se requieren para reducir la evasión y la elusión posible-
mente no necesitan leyes ni decretos: Colombia tiene una batería muy sólida de instrumen-
tos legales y normativos, algunos mejorados durante el reciente proceso de afiliación a la 
OCDE. Además, se han dado pasos potencialmente muy efectivos para reducir la evasión, 
en particular la implementación de la factura electrónica y la gradual introducción (inicial-
mente voluntaria) de la cédula de identidad electrónica. Y estaba previsto que a fines de 
2020 empezara a ejecutarse el proyecto de modernización de la DIAN financiado por el BID, 
que apunta a que la entidad tributaria alcance estándares internaciones de organización, 
tecnología y recursos humanos.

En consulta con varios expertos y asesores tributarios, como parte de un proyecto de 
Fedesarrollo sobre sobre las reformas post-COVID para la recuperación económica (que 
incluye temas tributarios, laborales y de protección social), se han identificado una serie de 
acciones contra la evasión tributaria, que se resumen a continuación.69 Esta lista deja ver en 
claro que el combate contra la evasión tributaria tiene varios frentes, que incluyen la forma 
como las empresas y las personas realizan y reportan sus transacciones, los mecanismos 
que usan para influir en los legisladores en el proceso de expedición de las normas tribu-
tarias, la forma como la DIAN y otras entidades oficiales manejan información que podría 
utilizarse para detectar la evasión, los esfuerzos para fiscalizar y castigar a los evasores, la 
práctica de las profesiones de contador y asesor tributario, y las prácticas de operación y de 
manejo de los recursos humanos de la DIAN. 

Aunque no es una lista exhaustiva, sugiere la necesidad de una acción concertada de 
diversos estamentos de la sociedad y el Estado para combatir la evasión. Vencer la evasión 
requiere un esfuerzo continuado que supera los períodos de gobierno y la estadía usual de 
los funcionarios responsables en los cargos decisivos. Desgraciadamente, los evasores y las 
mafias que a menudo les ayudan no paran nunca de acumular experiencia y de aprovechar 
los intersticios de poder que quedan entre los cambios de directivos. De ahí la necesidad de 
una coalición cívica contra la evasión tributaria, que exija resultados a la DIAN y al Gobierno. 
Debe estar constituida por estadistas y expertos tributarios con antecedentes incuestiona-
bles, grandes empresas que estén dispuestas a hacer públicas sus declaraciones tributarias, 
universidades que quieran comprometerse con la formación ética y rigurosa de contadores 
tributarios, y centros de investigación de reconocida independencia y seriedad que puedan 
desarrollar una agenda de investigación tributaria de estándares internacionales. Esta sería 
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una organización amparada en la figura de veeduría ciudadana que prevé la Constitución. 
A continuación, la lista de acciones propuestas para combatir la evasión, que dicha coalición 
cívica contribuiría a impulsar. 

Transacciones de las empresas y personas, su registro contable y reporte a la DIAN 

• Exigir que las empresas (incluyendo fundaciones y entidades sin ánimo de lucro) 
tengan cuentas bancarias dedicadas exclusivamente a las transacciones del giro del 
negocio, es decir que se utilicen solo para los gastos e ingresos correspondientes direc-
tamente a su razón social.

• Prohibir y sancionar que los dueños de empresas mezclen los gastos familiares 
en las cuentas bancarias dedicadas a la empresa (incluyendo fundaciones, entidades sin 
ánimo de lucro y universidades) o imputen a la empresa cualquier gasto o transacción 
personal o familiar (tales como inmuebles, fincas de recreo, vehículos, aerodinos, naves, 
etc.). 

• Valorar en los estados financieros de las empresas y personas todos los activos, 
incluyendo inmuebles y acciones, a precios de mercado, cuando se trate de contribu-
yentes con patrimonios, a precios de mercado superiores a un cierto monto (por ejem-
plo, mil millones de pesos). Lo mismo aplica a transacciones de activos, en particular las 
acciones y las participaciones de personas jurídicas en empresas que no cotizan en la 
bolsa.

• Limitar la depreciación de inmuebles que puede considerarse como gasto dedu-
cible en los estados de pérdidas y ganancias de las empresas, teniendo en cuenta que 
la tierra no se deprecia. 

• Impedir que la compraventa de empresas quebradas se use como un ‘escudo 
fiscal’ de protección tributaria (esta prohibición rige en Brasil).

• Prohibir el uso de efectivo (tanto por parte de personas jurídicas como naturales) 
para transacciones de inmuebles, joyas, obras de arte, vehículos, aerodinos y naves a 
partir de cierta cuantía (por ejemplo 25 millones de pesos), y establecer que estos acti-
vos deben ser reportados en las declaraciones de patrimonio.

• Hacer que la DIAN establezca una lista de ‘cláusulas negativas’, como se hace 
en Chile y otros países, para tipificar transacciones y prácticas de evasión o elusión de 
impuestos (tales como las mencionadas en los puntos anteriores).

Prácticas para influenciar a los legisladores

• Hacer efectiva la Ley 819 de 2003 que estableció la cuantificación del efecto fiscal 
de toda enmienda legal de carácter tributario como requisito previo a su aprobación. 
Para el efecto, establecer la evaluación de impacto independiente (realizada por enti-
dades auditoras o evaluadoras independientes), avalada por el Ministerio de Hacienda, 
previo a la expedición de cualquier norma tributaria.

• Impedir que los congresistas reformen los textos de las propuestas de leyes tribu-
tarias cuando estas ya han sido acordadas en forma mayoritaria en las Cámaras.

• Establecer la votación por el texto integral de las propuestas de ley, en vez de 
hacerlo por artículos. 
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Sistematización, manejo y difusión de la información tributaria

• Modernizar en forma compatible los sistemas de manejo de datos de la DIAN y de 
las entidades con las que debe estar coordinada, como los bancos, la Superintendencia 
Financiera, las Secretarías de Hacienda de los municipios, la Registraduría Nacional del 
Estado Civil, la Registraduría de Instrumentos Públicos, la Superintendencia de Notaria-
do y Registro, las notarías y el Ministerio de Salud y Protección (en lo relativo, especial-
mente, a la Planilla Integrada de Aportes Laborales, PILA). 

• Hacer interoperables las bases de datos de la DIAN de aduanas e impuestos.  

• Establecer los mismos estándares y protocolos de manejo de datos, seguridad e 
integridad de los sistemas de las entidades pares de la DIAN que usan los países con los 
que se tienen acuerdos de intercambio de información. 

• Establecer un registro de los propietarios de las sociedades y de todo tipo de 
activos (incluyendo inmuebles, vehículos, naves, aerodinos), por encima de cierto valor 
de mercado que permita cruzar las declaraciones de las personas naturales y jurídicas.

• Establecer un sistema de cruce de información entre los receptores declarados de 
pagos que hacen las empresas y los registros (del sistema de salud o de registro civil) 
que dan fe de la existencia de estas personas.

• Relacionado por el punto anterior, modernizar la Registraduría Nacional del Es-
tado Civil, con el fin de que la información de nacimientos, divorcios, defunciones y 
herencias se mantenga actualizada de forma automática.

• Hacer que las declaraciones de renta de las empresas sean públicas; al igual que 
las de las personas naturales controlantes de empresas con contratación pública por 
encima de un cierto monto (por ejemplo, mil millones de pesos en un año).

• Poner a disposición de entidades académicas e investigadores, de forma anónima 
toda la información de las declaraciones de renta de las personas naturales para fines 
analíticos.

Fiscalización y castigo de los evasores

• Tipificar como delito la evasión tributaria y los crímenes contra la Hacienda Públi-
ca, y no solamente la falsedad de documentos por encima de cierto monto, como es en 
la actualidad.

• Implementar la ley que establece la Dirección de Crímenes contra la Hacienda 
Pública como parte de la Fiscalía General de la Nación.

• Fortalecer los Tribunales Administrativos Fiscales para que toda controversia sea 
resuelta en un plazo límite de un año.

• Adoptar normas proporcionales de castigo de los evasores, incluyendo multas y 
cárcel.

• Eliminar el beneficio de auditoría, que permite el pago sin castigo de los montos 
evadidos e impide auditorías posteriores. 
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Certificación y práctica de las profesiones de Contador y Asesor Tributario 

• Restringir la asesoría tributaria (incluyendo la de asuntos aduaneros) a profesiona-
les certificados, cuya remuneración no dependa del ‘ahorro tributario’ conseguido a sus 
clientes.  

• Establecer que los asesores tributarios sean judicialmente responsables por las de-
claraciones tributarias de sus clientes, cuando se demuestre que su asesoría, inconsulta 
con la DIAN, haya conducido a prácticas evasoras. 

• Responsabilizar a las juntas directivas de las empresas por la selección, contrata-
ción y supervisión de los asesores tributarios, contadores y auditores.

Prácticas de operación y régimen laboral de la DIAN

• Establecer un régimen de remuneración y estabilidad laboral en la DIAN, que 
permita la contratación y remuneración adecuadas de personal especializado de muy 
alto nivel, sujeto a remoción discrecional por razones de integridad o por participación 
en acuerdos de cualquier tipo con los declarantes o evasores. 

• Incluir dentro de los principales objetivos de la DIAN medidas de desempeño en 
asesoría y acompañamiento de los contribuyentes en el cumplimiento de la ley, en lugar 
del objetivo actual de maximización de recaudo, que induce a tratamientos arbitrarios 
de contribuyentes que cometen errores sin intención de evasión, o que solicitan devo-
lución de saldos a su favor. 
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Una tasa de IVA que aplique por igual a todos los productos de la canasta de consumo 
implica necesariamente que las familias de bajos ingresos, que dedican a gastos de consu-
mo una parte mayor de su ingreso, paguen en IVA proporcionalmente más que las familias 
de mayores ingresos, cuya tasa de consumo es más baja. Esto lleva a que el IVA se considere 
un impuesto de naturaleza regresiva y ha justificado que muchos bienes que forman parte 
de la canasta de consumo básica de los hogares gocen de una tasa de IVA inferior a la tasa 
básica de 19% (incluso a tasa cero), o sean excluidos del pago del IVA.70 El costo fiscal de 
estas exenciones y exclusiones equivale a 6,1% del PIB, un monto semejante al recaudo total 
del IVA. El Cuadro 9.2 descompone este costo entre los principales grupos de sectores y 
productos beneficiados.
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Fuente: DIAN.

Es importante notar que algunos de los sectores cuya exclusión es más costosa fiscal-
mente difícilmente podrían ser gravados, pues no son parte de la economía de mercado. 
Es el caso de los alquileres imputados como ingreso de quienes son dueños de su vivienda, 
los servicios de administración pública y buena parte de los servicios de educación y salud. 
Las exclusiones más costosas de sectores que sí son parte de la economía de mercado 
son las que benefician a productos de la agricultura, al sector financiero, la construcción y 
el transporte. Los productos agropecuarios se benefician del régimen de exención (lo que 
los hace acreedores a devoluciones del IVA pagado por los insumos), y los propietarios de 
las tierras gozan en la práctica de tasas muy bajas de impuestos a la propiedad y a la renta 
por efecto del atraso de los catastros (ver sección 9.4) y diversas prácticas de evasión a que 
hacen referencia varias de las acciones mencionadas arriba. 

A todo lo anterior debe agregarse que el apoyo del Gobierno que recibe la agricultura 
no es despreciable, pero contribuye muy poco a mejorar la productividad, puesto que sólo 
10% se destina a financiar los bienes públicos que necesita el sector, como son la infraes-
tructura de transporte, los distritos de riego y la investigación tecnológica. El 90% restante 
son ayudas directas a los productores, especialmente los grandes, que en muchos casos 
están protegidos de la competencia internacional mediante barreras no arancelarias a las 
importaciones (Arbeláez et al., 2018). En otro capítulo de este libro se proponen políticas 
para mejorar la eficiencia y la equidad en el campo, con las que debería remplazarse el 
régimen actual de impuestos y gastos, que implica costos fiscales considerables con efectos 
dañinos sobre la eficiencia y la equidad. 

MILES DE MILLONES DE
PESOS

PORCENTAJE DEL
PIB

Exclusiones de la tasa general del 19% 51.939 5,3
Servicios inmobiliarios (rentas recibidas e imputadas) 8.454 0,9
Servicios de administración pública 8.098 0,8
Servicios de salud y servicios sociales 5.397 0,5
Servicios de educación 5.188 0,5
Productos de la agricultura 4.057 0,4
Servicios financieros 3.157 0,3
Servicios de apoyo a sectores primarios 2.278 0,2
Construcciones 2.118 0,2
Servicios de transporte 1.999 0,2
Resto 11.193 1,1

Exenciones del régimen 8,.22 0,8
Productos del sector pecuario 5.608 0,6
Libros y revistas 0.374
Biodiesel mezclado, alcohol, armas 1.926 0,2

Total exclusiones y exenciones 60.061 6,1
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Resulta muy costoso fiscalmente intentar corregir la regresividad del IVA mediante las 
exclusiones y exenciones. La razón es que, si el ingreso y el consumo están muy concen-
trados, como es el caso en Colombia, la mayor parte del costo fiscal de las exenciones y 
exclusiones no beneficia a los más pobres. A raíz de la pandemia, el Gobierno implementó 
un sistema de devolución del IVA a las familias más pobres, con un costo muy moderado y 
una cobertura bastante satisfactoria (entre marzo y junio de 2020 se hicieron devoluciones 
mensuales a 900.000 hogares con un costo total de 0,4 billones de pesos, que representan 
apenas 0,04% del PIB).71 Por consiguiente, es viable eliminar buena parte de las exclusiones 
y exenciones (sobre los bienes y servicios de la economía de mercado), sin que eso implique 
reforzar la concentración del ingreso. También es posible perfeccionar los métodos de com-
pensación a los hogares pobres, por ejemplo, con un sistema de identificación personal que 
automáticamente excluye del pago del IVA en el punto de compra (Corbacho et al., 2012). 
Esta es una razón adicional para mejorar y hacer compatibles los sistemas de información, 
como se mencionó, en relación con el control de la evasión.
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Como hemos visto, la evasión es el factor que más erosiona el recaudo del impuesto a 
las personas naturales. Sin embargo, las tasas efectivas de quienes declaran resultan muy 
diluidas por las rentas que se excluyen de la base y por las exenciones. El impuesto de renta 
a las personas está diseñado de forma que sea progresivo, es decir que paguen un mayor 
porcentaje quienes tienen mayores ingresos. Con ese fin, hay tarifas crecientes -desde cero 
hasta 39%-, que aplican por segmentos de la ‘renta líquida gravable’ del contribuyente. Esta 
renta es apenas una fracción de todos los ingresos que reciben las personas: por ejemplo, 
para los perceptores de ingresos laborales que aprovechan todos los beneficios, la renta 
líquida gravable puede reducirse a 45% de sus ingresos. Esto resulta así porque, primero, 
están excluidos de la base los pagos en contribuciones a la seguridad social en salud y 
pensiones, así como los ahorros voluntarios en las AFP (estos últimos sin exceder 25% de 
todos los ingresos y hasta un máximo de unos 85,7 millones de pesos en 2019). Y, segundo, 
porque a este monto después de las exclusiones (que se denomina ‘renta líquida neta’), se 
le deduce hasta el 40% por exenciones (25% de los ingresos laborales y una diversidad de 
gastos por educación, salud pre-pagada, intereses de hipotecas, etc.). 

En el Gráfico 9.1 se aprecia el impacto que tienen estas exclusiones y exenciones sobre la 
tasa efectiva de tributación. Por ejemplo, quienes tienen un salario mensual hasta de 7,8 mi-
llones de pesos (en el año 2019) y aprovechan todas las exclusiones y exenciones, no tienen 
que pagar nada de impuesto sobre la renta personal. Quienes ganan más de ese monto 
sólo tienen que pagar 19% de la parte de la renta líquida gravable anual que está por enci-
ma del primer umbral (37,3 millones de pesos). Sólo les aplica la tasa de impuesto siguiente, 
del 28%, a partir de una renta líquida gravable anual de 58,2 millones. Y así sucesivamente. 
Todo esto significa que las tasas efectivas del impuesto sobre el ingreso laboral salarial son 
menos de 5% para quienes ganan hasta 16,5 millones de pesos mensuales (a pesar de que 
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una persona con ese nivel de ingreso pertenece al 1% más rico de los trabajadores). Las 
tasas efectivas del impuesto de renta de las personas son reducidas, incluso para ingresos 
extraordinariamente altos. La tarifa nominal marginal más alta, de 39%, termina aplicando 
sólo a quien gana al menos 122 millones de pesos mensuales en ingresos laborales (con los 
supuestos del cuadro), lo cual implica una tasa efectiva de tributación que arranca en 22,2%. 
Además, debe tenerse en cuenta que nada de esto aplica a los dividendos que reciben las 
personas, que tienen tarifa cero hasta 10,3 millones de pesos en 2019, y 15% en adelante 
(antes era 10%).
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Fuente: Elaboración propia.

Gracias a una valiosa investigación de Alvaredo y Londoño (2013) se sabe cuáles eran las 
tasas efectivas de tributación de los ultra-ricos en 2010. Dicha investigación concluyó que las 
tasas efectivas de tributación eran más bajas en los escalones más altos de ingreso, pasando 
de 12,3% en promedio en el top 1%, a 9,7% en el top 1 por 100.000 (en el más benigno de 
los casos que analizaron). Más recientemente, Garay Salamanca y Espitia (2019) replicaron 
este esfuerzo de investigación con información de 2017, encontrando un patrón semejante 
dentro del 1% más rico de los contribuyentes: en promedio, este grupo paga una tasa efec-
tiva de sólo 2,58%, pero dentro de este grupo la tasa efectiva desciende desde 3,81% para 
el primer decil hasta 2,26% para el decil más rico.72 

Por consiguiente, hay dos problemas fundamentales con la progresividad del impuesto 
a la renta de las personas: por un lado, son muy altos los niveles de ingreso a partir de los 
cuales se empieza a pagar el impuesto y, por otro, para los grupos de individuos más ricos, 
las tasas efectivas descienden con el nivel del ingreso. Ambas cosas erosionan seriamente 
el recaudo de este impuesto. Para atacar el primero de estos problemas, una reforma tri-

V." " H%D%"9@"@e8'B=*"DY9"*(@'*+7@"#c*&*G"G"C98B7B*-"./!L0">*9*+"9F9"=Y'=F'%9"@+"B+?&@9%9"(@"'*9"9%=B@(*(@9"]F@"
B+='FG@+"iB+?&@9%9"+%"=%+97B7F7BA%9"(@"&@+7*k-"*'?F+%9"(@"'%9"=F*'@9"(@>@&Z*+"@e='FB&9@1

20

15

10

5

0
20 40 60

Ingreso laboral mensual
(En millones de pesos mensuales)

Ta
sa

 Ef
ec

tiv
a (

%)

80 1000



COLOMBIA DESPUÉS DE LA PANDEMIA: LA URGENCIA DE LO ESTRUCTURAL

+$-

Costo fiscal 2.832 1.028 3.860 0,39
  Sector financiero 1.620 124 1.744 0,18
  Electricidad, gas y agua 194 318 512 0,05
  Construcción 409 24 433 0,04
  Manufacturas 267 112 379 0,03
  Resto 341 252 593 0,06

POR RENTAS
EXENTAS

POR 
DESCUENTOS
TRIBUTARIOS

TOTAL
VALOR % DEL PIB

butaria estructural debe reducir las rentas excluidas y las exenciones, de forma que paguen 
impuesto todos los que están por encima de un cierto percentil de ingresos. Por ejemplo, si 
se adopta el percentil 75 de los ingresos laborales de asalariados y dependientes, deberían 
pagar impuesto de la renta en 2019 todas las personas que ganen por encima de un millón 
ochocientos mil pesos. Este sería también el ingreso a partir del cual sería obligatorio pre-
sentar declaración de renta. Aunque el número de personas declarantes se ha elevado de 
1,2 millones en 2013 a 3,4 millones en 2019, esta última cifra representa apenas 15% de los 
perceptores de ingresos laborales. El corte en el percentil 75 implicaría llegar a por lo menos 
5,5 millones de personas declarantes. Por otro lado, para atacar el problema de la falta de 
progresividad del impuesto entre los individuos más ricos, es necesario recortar la lista de 
ingresos de capital que se consideran no constitutivos de renta. Por ejemplo, no constituye 
renta la utilidad en la enajenación de acciones o en la venta de casa de habitación. También 
puede ser conveniente considerar un impuesto al patrimonio de las personas, con una tasa 
progresiva que arranque, por ejemplo, en 0,25% para patrimonios netos de 750 millones 
de pesos y ascienda hasta 1% a partir de patrimonios netos de cinco mil millones de pesos 
(Clavijo, Sergio, 2020). 
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Por último, para mejorar el recaudo tributario, es necesario eliminar numerosos trata-
mientos diferenciales en el impuesto de renta de las empresas que no son justificables eco-
nómicamente. La DIAN calcula que el costo fiscal de los tratamientos diferenciales equivale 
a 0,6% del PIB, o 12% del recaudo efectivo de este impuesto en 2018. El cálculo de la DIAN 
incluye el costo fiscal de las rentas exentas y de los descuentos tributarios, cuya descom-
posición por sectores aparece en el Cuadro 9.3. Además, el cálculo de la DIAN incluye la 
deducción por inversión en activos, que no está desagregada por sectores. 

Sin embargo, el cálculo de la DIAN no incluye el impuesto que habrían pagado algunos 
de los numerosos ‘ingresos no constitutivos de renta ni ganancia ocasional de las empresas’. 
En principio, están incluidos aquí tres tipos de ingresos (Córdoba, 2020): i) las rentas que 
no aumentan el patrimonio de las empresas por ser una restitución de activos preexistentes 
(por ejemplo, las indemnizaciones de seguros), ii) las rentas que son gravadas por otro 
impuesto (como las participaciones y dividendos), y iii) innumerables rentas que se incluyen 
por ‘consideraciones de política’ (tales como las primas en colocación de acciones, la utili-
dad en la enajenación de acciones, el incentivo a la capitalización rural y los subsidios del 
Gobierno por concepto de Agro Ingreso Seguro). Por supuesto, varias de estas exclusiones 
están ahí como resultado del poder de cabildeo de los propietarios del capital financiero 
y de los terratenientes (nótese en el Cuadro 9.3 que cerca de la mitad del costo fiscal que 
la DIAN sí cuantifica por exenciones y descuentos, y que puede distribuirse por sectores, 
beneficia también al sector financiero). 

La DIAN no publica el valor de cada una de estas exclusiones y su correspondiente 
costo fiscal. Sin embargo, Garay y Espitia (2019) a partir de la información anonimizada de 
las declaraciones de las empresas, han calculado que en 2017 el valor de las exclusiones fue 
de 27,3 billones de pesos millones (3% del PIB) y su costo fiscal 9 billones de pesos (1% del 
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PIB). Puesto que estos autores no distinguieron los tres tipos de ingresos para hacer estos 
cálculos, es claro que sobreestiman su costo fiscal. Sin embargo, el sacrificio fiscal de todas 
maneras puede ser significativo.
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Fuente: DIAN y cálculos propios. No incluye el costo fiscal de los ingresos no constitutivos de renta (n.d.), ni de la deducción 
por inversión en activos (cuyo costo fiscal en 2017 fue $992 mil millones, ó 0,1% del PIB).

Los cálculos mencionados hasta ahora se basan en información anterior a la reforma 
tributaria de 2018-2019, mal llamada ‘Ley de financiamiento’, que amplió la lista de sectores 
con beneficios tributarios para incluir los cultivos permanentes, los hoteles nuevos y una 
serie de actividades ‘creativas’ que se consideran parte de la ‘economía naranja’. Esta ley ra-
tificó y amplió el tratamiento preferencial de las zonas francas (sin diferenciar si el mercado 
de los bienes o servicios producidos es nacional o extranjero y sin otra justificación que la 
ubicación).73 Más aún, la reforma tributaria de 2018-19 eximió del impuesto de renta durante 
varios años a las nuevas inversiones agrícolas y concedió a las grandes inversiones nuevas 
una tasa reducida de 27% y exoneración del impuesto sobre los dividendos que generen. 
Sin embargo, la misma reforma estableció una sobretasa de cuatro puntos para el sector 
financiero. Por otro lado, la reforma elevó de 10 a 15% la tasa de impuesto de los dividendos 
y fijó una tasa de 7,5% sobre los dividendos que reciben las sociedades (medida que será 
efectiva muy gradualmente en los próximos años). 

Como resultado de los numerosos tratamientos diferenciales que afectan el impuesto 
de renta a las sociedades, la tasa efectiva de impuestos sobre las ganancias de las empresas 
difiere en forma arbitraria entre sectores e incluso entre empresas de un mismo sector. De 
esta manera, el impuesto no contribuye a la eficiencia ni a la equidad horizontal. Cuanto 
antes se corrijan todos estos problemas, más factible será la recuperación de la inversión 
en los sectores de mayor eficiencia y sofisticación, de los que depende el empleo formal.
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Costo fiscal 2.832 1.028 3.860 0,39
  Sector financiero 1.620 124 1.744 0,18
  Electricidad, gas y agua 194 318 512 0,05
  Construcción 409 24 433 0,04
  Manufacturas 267 112 379 0,03
  Resto 341 252 593 0,06

POR RENTAS
EXENTAS

POR 
DESCUENTOS
TRIBUTARIOS

TOTAL
VALOR % DEL PIB
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Francisco Azuero 

Es condición indispensable para mejorar el nivel de vida de los ciudadanos que se ga-
rantice, además de la sostenibilidad fiscal en el largo plazo, una gestión eficiente del gasto 
público, y transparencia hacia la ciudadanía, de tal manera que ésta pueda tanto incidir en 
el destino de los recursos públicos, como evaluar la acción de los encargados de adminis-
trarlos. Estos son los aspectos de los que se ocupa este capítulo. 

Es claro que el esfuerzo para enfrentar la pandemia y sus consecuencias, en condiciones 
de sostenibilidad fiscal requerirá tanto de incrementos en los ingresos tributarios, como se 
señalaba en el capítulo anterior, como de una disminución en los niveles de gasto. Sin em-
bargo, la atención de las necesidades sociales, y el desarrollo de la infraestructura necesaria 
para mejorar la productividad de la economía crearán presiones sobre el gasto. ¿Cómo 
conciliar éstas con la necesidad de unas finanzas públicas sostenibles? La única manera 
como se podrá enfrentar esta situación, es a través de mejoras importantes en la calidad y 
eficiencia del gasto público, para lo cual se necesitarán transformaciones importantes en los 
procesos de elaboración, ejecución y evaluación del mismo.   
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El presupuesto público es una institución clave en una democracia. Es mediante él como 
los representantes legítimos de una sociedad, el Poder Legislativo, deciden la orientación 
de los recursos públicos. Un sistema presupuestal debe caracterizarse por tener la suficiente 
capacidad de responder a los cambios normales que se presentan en las preferencias de la 
ciudadanía por bienes y servicios públicos, que se expresan a través de los programas del 
gobernante elegido. También debe responder a nuevas condiciones del entorno internacio-
nal o nacional, que pueden traducirse en un cambio en los recursos disponibles o en nuevas 
necesidades de gasto. En fin, los gobiernos deben estar en capacidad de rendirles cuentas a 
los ciudadanos, sobre la manera como gastaron los recursos públicos y sobre la calidad de 
los bienes públicos producidos con ellos.  
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Ese propósito choca en el caso colombiano con la manera como se presenta la infor-
mación presupuestal. Los gastos se clasifican según los ministerios o entidades ejecutoras, 
y según el objeto del gasto: pago de salarios, gastos generales, servicio de la deuda, inver-
sión.  Este tipo de organización y clasificación presupuestal, aun cuando útil desde un punto 
de vista contable, impide conocer en detalle la relación entre los programas de Gobierno 
y la acción de las entidades oficiales, y dificulta por tanto una adecuada planeación finan-
ciera de la acción pública, así como la discusión y participación ciudadanas, y la adecuada 
rendición de cuentas. 

Lo anterior ha determinado que, en muchos países, especialmente desarrollados, se 
hayan adelantado reformas en los sistemas presupuestales que se centran, más que en los 
insumos o medios, en los resultados a lograr.  Este enfoque parte de la base de que la socie-
dad, a través del documento presupuestal, pone a disposición del Gobierno unos recursos 
financieros, y éste se compromete a entregar a cambio bienes, servicios y transferencias en 
cantidades y estándares de calidad acordados. Es decir, la sociedad ‘compra’ y el Gobierno, 
a través de sus entidades, ‘vende’ esos productos de la acción pública. Como cualquier 
contrato, este exige una adecuada claridad sobre las mutuas obligaciones de las partes.74  

En los dos últimos planes de desarrollo se ha manifestado la voluntad de avanzar hacia 
ese tipo de presupuestación. En el Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2014-2018 (Departa-
mento Nacional de Planeación, 2015, pág. 488), se mencionó la intención del Gobierno de 
avanzar hacia un presupuesto por resultados, pero limitado a los programas de inversión. 
En el PND 2018-2022 (Departamento Nacional de Planeación, 2019, pág. 1085) se manifestó 
también la necesidad de transitar hacia una presupuestación por programas para todo tipo 
de gasto. Sin embargo, han sido pocos los avances reales hacia ese objetivo.  

Es condición indispensable para que se pueda hablar en Colombia de un auténtico 
presupuesto programático, acabar con la dicotomía hoy existente entre los presupuestos de 
funcionamiento e inversión, mejorar la relación entre la presupuestación y el gasto público, 
disminuir la inflexibilidad en la asignación de recursos y mejorar los sistemas de información 
a la ciudadanía. 

Una de las mayores dificultades para la implantación, así sea parcial, de un presupuesto 
programático, consiste en la dualidad en la preparación presupuestal entre los gastos de 
funcionamiento (que agrupan los gastos de personal y generales, las transferencias, y el 
servicio de la deuda) a cargo del Ministerio de Hacienda y Crédito Público (MHCP), y los 
gastos de inversión, responsabilidad del DNP. En este último concepto se agrupa tanto el 
incremento en los activos fijos de la Nación, los programas considerados como de inversión 
social, como otros programas y proyectos, especial, pero no exclusivamente, los contenidos 
en el Plan de Inversiones del Plan Nacional de Desarrollo. 

La explicación tradicional de esta división, que data de la reforma constitucional de 1968, 
y que existió en el pasado en muchos países de América Latina, es la necesidad de ‘prote-
ger’ la inversión, creándole un doliente independiente, hasta cierto punto, de la autoridad 
presupuestal general. Esta visión es la que se tradujo en la decisión de los constituyentes de 
1991 de prohibir (Art. 350) que el presupuesto de inversión disminuya proporcionalmente 
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con relación al año anterior respecto al gasto total, norma que, además de carecer de cual-
quier justificación técnica, a largo plazo puede hacerse imposible de cumplir. 

Esta visión choca con una realidad económica: la producción de bienes públicos re-
quiere la combinación, ojalá en proporciones óptimas, de capital (activos fijos resultantes 
de la inversión de años anteriores) y del trabajo. Los insumos o materias primas necesarias 
(combustibles, papelería, pagos por arrendamiento, etc.), si bien no hacen parte del valor 
agregado generado por el Estado, deben tenerse en cuenta en la planeación financiera de 
cualquier programa o proyecto público. La combinación óptima entre capital, trabajo e in-
sumos debería ser aquella que logre el monto del producto programado con menor costo, 
o alternativamente la que logre un máximo de producto con los recursos disponibles. Esta 
combinación dependerá de variables tecnológicas, administrativas, e incluso institucionales. 

La dicotomía funcional en la responsabilidad de la preparación de los presupuestos de 
gasto e inversión puede tener otras consecuencias negativas: dificulta la consolidación de 
información sobre la gestión de las entidades, puede conducir a un desperdicio de activos 
públicos y es un obstáculo para la puesta en marcha de un verdadero presupuesto pro-
gramático.

Como se señaló anteriormente, un programa presupuestal exige equipamiento, insu-
mos, mano de obra, pero toda esta información debe estar integrada tanto en el presu-
puesto como en los informes de ejecución. Para poder cumplir con los términos de esa 
mencionada transacción con la sociedad, el gerente público debe asumir la responsabilidad 
de definir su función de producción, de reflejarla en sus planes de contratación y de com-
pras, así como de cambiarla en desarrollo del programa si eso conduce a mayor eficiencia o 
eficacia. El aspecto esencial de un presupuesto programático consiste, en consecuencia, en 
la autoridad discrecional de los ejecutores sobre la gestión de recursos asignados (OCDE, 
2015, pág. 172). Eso no elimina la necesidad de que se incluya la información por objeto del 
gasto en los documentos anexos al presupuesto y en la contabilidad y estadísticas de las 
finanzas públicas. 

Si bien el Gobierno presentó una propuesta para eliminar esa dicotomía entre funcio-
namiento e inversión en el proyecto de ley de expedición del Plan Nacional de Desarrollo 
2018-2022, esta no fue aceptada por el Congreso. 

La inversión física, entendida como aquella que se traduce en la ampliación de activos fi-
jos de la Nación, debe obedecer a una planeación cuidadosa, especialmente si el monto de 
recursos comprometidos en un proyecto de esta naturaleza es considerable. Sería conve-
niente que en este tipo de proyectos las entidades hicieran una cuidadosa evaluación eco-
nómica y financiera de los mismos, considerando otras alternativas que pudieran mostrarse 
más eficientes (contratos de arrendamiento, de leasing, o de tercerización de servicios, por 
ejemplo). El DNP debería conceptuar sobre dichos estudios, para lo cual es conveniente que 
siga administrando el Banco de Proyectos de Inversión.

Esta propuesta busca que se presente una revisión independiente de los proyectos de 
inversión en activos fijos, para los cuales solicita financiación una entidad del orden nacional, 
y encargar al DNP de esta evaluación. Es claro, por ejemplo, que la construcción de una 
cárcel, de un hospital público, o de la sede para una entidad, debe someterse a juiciosos 
análisis de factibilidad que permitan, a través de una metodología orientadora expedida por 
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el DNP, concluir sobre la conveniencia de esa inversión, aplicando metodologías rigurosas 
de evaluación económica y social de proyectos. Tradicionalmente, el DNP ha estado al 
frente del desarrollo de estas metodologías, y ha administrado el Banco Nacional de Pro-
yectos. En el caso del Sistema General de Regalías, la Ley 1530 de 2012 le encargó expedir 
las metodologías y los lineamientos. Estos antecedentes justifican que el adelanto de un 
proyecto de inversión que supere un monto a determinar debería ser aprobado por el DNP. 
Esta entidad, como se señala más adelante, puede además desempeñar un papel impor-
tante en la evaluación del gasto público, y en las consecuencias de ésta sobre las decisiones 
presupuestales, aprovechando las competencias que ha desarrollado. 

Otro obstáculo para la integración presupuestal consiste en que los recursos del Sistema 
General de Regalías, por disposición constitucional (Art. 361), no hacen parte del Presu-
puesto General de la Nación, ni del Sistema General de Participaciones, ni están integrados 
con los presupuestos de las entidades territoriales. Como estos recursos solo pueden orien-
tarse hacia la inversión, se manifiesta también la inconveniente separación funcional con los 
gastos de funcionamiento. Como lo señala el Informe Final de la Comisión de Gasto y la 
Inversión Pública (Comisión del Gasto y la Inversión Pública, 2018, pág. 86), esta inversión 
requerirá en el futuro, para su operación y mantenimiento, gastos recurrentes que no son 
debidamente programados, lo cual impacta negativamente la vida útil de los activos así fi-
nanciados. Por otra parte, como lo dice el mismo informe, “Esta desconexión también impi-
de la agregación de recursos y la priorización de los mismos hacia proyectos más grandes, 
de mayor impacto y cobertura”.  
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Las posibilidades que tiene un gobierno recientemente elegido para reflejar su progra-
ma, que recibió el apoyo de los electores en la asignación de recursos públicos, son bastan-
te débiles en Colombia. Esta situación se agudiza si durante su mandato aparecen nuevas 
necesidades (por ejemplo, atención de un desastre natural, o como en la situación de 2020, 
la pandemia ocasionada por el coronavirus), o si se concluye, una vez evaluada una política, 
que esta debe ser cambiada por otra.

Se entiende por inflexibilidad fiscal los “arreglos institucionales que limitan la capacidad 
de modificar el nivel o estructura del presupuesto fiscal en un plazo determinado” (Cetrán-
golo y Jiménez, 2009). En principio, algún grado de inflexibilidad es necesaria. Deben pro-
tegerse los gastos derivados de compromisos ineludibles del Estado, como los salarios, las 
pensiones y el servicio de la deuda, así como la continuación de los proyectos empezados.75  
Por otra parte, la sociedad puede considerar necesario proteger a ciertos sectores específi-
cos, como la salud y la educación, de las contingencias derivadas del ciclo económico; por 
eso la prioridad dada en la Constitución colombiana al gasto público social. También puede 
ser deseable que la participación de las entidades territoriales en los ingresos de la Nación 
sea determinada por reglas fijas, para asegurar la neutralidad política en la repartición de la 
distribución territorial del presupuesto.
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Sin embargo, las restricciones fiscales pueden ser originadas en el deseo de grupos de 
interés de perpetuar su acceso a los recursos públicos, para evitar cualquier discusión que 
pueda surgir sobre las prioridades relativas entre programas de Gobierno (Echeverry, Boni-
lla, y Moya, 2006). Es el caso de las rentas de destinación específica, como las que financian 
las actividades de las Cajas de Compensación, las contribuciones patronales a la salud y los 
aportes a favor del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y del Servicio Nacional 
de Aprendizaje (SENA).76

La manera como se define la participación de las entidades territoriales en el presu-
puesto nacional (Art. 357 de la Constitución) implica que las transferencias a los gobiernos 
sub-nacionales aumenten según el comportamiento del promedio de los ingresos corrien-
tes de la Nación en los últimos cuatro años, incluido el aforo del presupuesto en ejecución. 
Eso quiere decir que cualquier necesidad de recursos fiscales del Gobierno central debe 
tener en cuenta el efecto inmediato y de mediano plazo en el Sistema General de Partici-
paciones. Es necesario por tanto aumentar la demanda por recursos tributarios adicionales 
o contraer otros programas de gasto del Gobierno central, alternativa bastante difícil de 
cumplir, cuando se tiene en cuenta la inflexibilidad presupuestal. 

Si bien, como lo señala un estudio reciente del Banco Mundial, se ha presentado dismi-
nución en las inflexibilidades presupuestales, de 95 a 75% del presupuesto general gracias 
a esfuerzos hechos por varios gobiernos (Herrera y Olaberria, 2020, pág. 36), los mismos 
autores señalan el peligro de que se registre un movimiento pendular en sentido contrario. 
Un ejemplo de eso fue la aprobación del Acto Legislativo No. 04 de 2019, que exigió, por 
vía constitucional, incrementos importantes en el presupuesto de la Contraloría General de 
la República.  

Una explicación adicional de la inflexibilidad es la práctica extendida del incrementalis-
mo, mediante el cual se toman siempre como base, para la elaboración del presupuesto de 
cada una de las entidades públicas, las apropiaciones aprobadas para el año anterior. Esta 
práctica dificulta que se reflejen en el presupuesto las nuevas prioridades gubernamentales. 
Dentro de este esquema, las entidades toman los aportes de años anteriores casi como ‘de-
rechos adquiridos’ o como pisos para la negociación de los aportes futuros. Muchas veces 
son apoyados en esa labor por grupos específicos de parlamentarios, que tienen intereses 
en que se incrementen los recursos de ciertas entidades, dado el poder que tienen sobre 
ellas.77 La presión también puede provenir de grupos de interés asociados a la labor de la 
entidad.
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Este comportamiento, como lo plantea (Schick, 2016 ), tiene una explicación en el cam-
po de la economía política: se trata de reducir el conflicto inherente a la discusión presu-
puestal. Gracias a esta práctica, la discusión sobre el presupuesto queda confinada a los 
cambios marginales. Se simplifica además el proceso de decisión, y se acorta el tiempo de 
elaboración y de discusión.

Si existe un programa nuevo, que es alta prioridad para el Gobierno, y se le exige a una 
entidad su participación en él, utilizando el presupuesto asignado, la reacción normal de 
ésta es solicitar para eso recursos adicionales. Se resiste normalmente a abandonar progra-
mas antiguos o a reorientar internamente sus recursos humanos, físicos o financieros. La 
prioridad gubernamental es una palanca para la obtención de recursos adicionales. 

Uno de los factores que refuerzan en Colombia la tendencia incrementalista es que la 
unidad presupuestal básica está constituida por el sector o la entidad, sin que el programa 
gubernamental se refleje en el presupuesto (salvo en los casos de inversión física o social). 
Otra consecuencia de esta asignación sectorial consiste en la dificultad de gerenciar ade-
cuadamente programas intersectoriales o interagenciales, es decir aquellos en que deben 
participar varios ministerios o entidades, tanto en su planificación física y financiera, como 
en su ejecución y seguimiento.
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Entre los principios y objetivos del Estatuto Orgánico de Presupuesto no figuraba, hasta 
el año 2005, el de asegurar la calidad y eficiencia del gasto público. Parecía que este fuera 
un tema ajeno al proceso presupuestal que debía resolverse directamente por parte de las 
entidades ejecutoras. El Decreto 4730 de 2005 incluyó la utilización eficiente de los recursos 
públicos como objetivo del sistema presupuestal. Debe señalarse, sin embargo, que eso no 
se ha reflejado todavía en los modelos de gestión. No se ha operacionalizado lo suficiente 
este objetivo en las etapas de preparación, seguimiento y evaluación del presupuesto. Lejos 
de lo que son las prácticas modernas internacionales que se señalaban anteriormente, la 
consecuencia que es el presupuesto no se prepara en función de los resultados esperados 
de la gestión pública. 

El DNP, como lo señaló la OCDE en su evaluación de los sistemas de Gobierno de Co-
lombia  (OCDE, 2013, pág. 170), cuenta con un Sistema de Evaluación de la Gestión Pública 
(Sinergia), que, de acuerdo con los estándares latinoamericanos y de la propia OCDE, es de 
los más avanzados en el mundo. Sin embargo, el mismo informe (OCDE, 2013, pág. 172), 
señaló que el gran reto para el país consiste en integrar la información sobre el desempeño 
de una manera más sistemática en los procesos de preparación y ejecución de los presu-
puestos. El mismo DNP  (Departamento Nacional de Planeación, 2015, pág. 490) reconocía 
de Sinergia, que, a pesar de contar con estándares modernos, “la información de este no 
constituye aún un insumo fundamental para orientar las decisiones sobre la asignación de 
recursos de inversión”. Vale la pena añadir que incide mucho menos en los presupuestos 
de funcionamiento. 
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Esta desconexión entre las evaluaciones y las decisiones presupuestales no es exclusiva 
de Colombia.78 Normalmente, como lo menciona (Schick, 2016 ), las entidades y programas 
tienen fuertes defensores políticos muy bien posicionados para salvar sus intereses contra 
los cortes propuestos por los evaluadores o por los funcionarios presupuestales. Los eva-
luadores, por el contrario, son huérfanos políticos. 

En las bases del  Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 (pág. 71) se anunció por par-
te del Gobierno la creación de la Unidad de Evaluación y Eficiencia Presupuestal, como 
un espacio de articulación entre el MHCP, el DNP, Colombia Compra Eficiente (CCE) y los 
Organismos de Control Fiscal, que “a través del diseño de una batería de indicadores hará 
seguimiento a la ejecución de los recursos públicos de los sectores administrativos de orden 
nacional y los niveles territoriales, y acompañará técnicamente la diseminación de mejores 
prácticas y la aplicación de correctivos tempranos en materia de calidad del gasto”. Una 
magnífica iniciativa que aún espera ser implementada.  

El sistema de incentivos que normalmente se utiliza en la evaluación de las entidades 
no estimula que éstas innoven para reducir costos o para mejorar la calidad del gasto. El 
indicador más utilizado desde el punto de vista de las autoridades presupuestales, e incluso 
de la opinión, es la relación entre el presupuesto ejecutado frente al apropiado. Un gerente 
que ahorre recursos, pero obtenga los mismos resultados, sería mal evaluado con esta ló-
gica. Eso conduce a la urgencia de aumentar los compromisos finales de año, a fin de que 
los recursos ‘no se pierdan’. En realidad, cuando los recursos fiscales se gastan, por fuera de 
una adecuada planeación orientada a mejorar la cantidad o calidad de los bienes públicos 
producidos, es la sociedad entera la que pierde. Esa es una consecuencia inevitable de los 
afanes de final de año y de la ausencia de indicadores adecuados sobre la calidad de la 
gestión pública. 
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Como consecuencia de la aprobación de la reforma constitucional que permitió la re-
elección presidencial (Acto Legislativo 02 de 2004), se consideró conveniente por parte 
del Congreso de la República restringir las posibilidades de vinculación de personal y de 
contratación pública, como mecanismo para evitar que estas decisiones interfirieran in-
debidamente en las elecciones. Se expidió entonces la Ley 996 de 2005, llamada también 
Ley de Garantías. En lo que se refiere a la ejecución presupuestal, esta norma suspende la 
vinculación a la nómina estatal durante cuatro meses anteriores a la primera vuelta y hasta 
la elección en segunda vuelta, si la hay. Se restringe también durante el mismo periodo, 
la contratación directa por parte de todos los entes del Estado, incluidas las entidades 
territoriales. Tampoco es posible, en este periodo, celebrar convenios administrativos entre 
entidades públicas. Además, durante cuatro meses antes de las elecciones al Congreso, las 
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entidades territoriales quedan sin capacidad para vincular o desvincular personal o para 
modificar la nómina estatal.

Consecuencia de esta norma es, o bien la aceleración, muchas veces improvisada, de 
vinculación de personal o de firma de contratos en las vísperas de la fecha de su vigencia, o 
la virtual parálisis de muchas entidades o dependencias durante varios meses. Eso conduce 
a un lucro cesante importante en muchas entidades del Estado. 
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El desarrollo de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC) presenta 
una oportunidad para que los gobiernos provean con detalle al público información presu-
puestal y fiscal, en condiciones que permitan a los ciudadanos detectar a tiempo situaciones 
críticas, por ejemplo, desviaciones entre los ingresos y gastos proyectados y obtenidos, y en 
general, sobre el comportamiento de la gestión pública (Shick, 2016, pág. 7). El desarrollo 
de los diversos sistemas de información actuales en Colombia, que incluyen el Sistema 
Electrónico de Contratación Pública (Secop), el de Gestión de Activos (SIGA), el Integrado 
de Información Financiera (SIIF), el de Seguimiento a los Proyectos de Inversión (SPI), con 
las limitaciones que ya se han señalado, apuntan en esta dirección. Esta información, sin 
embargo, sólo puede ser entendida y procesada por expertos. El portal de transparencia 
del Ministerio de Hacienda, uno de cuyos componentes es el ‘presupuesto ciudadano’ está 
publicando información agregada sobre la composición del presupuesto, incluyendo datos 
por programa por unidad ejecutora, e información sobre ejecución presupuestal. En la 
medida en que se avance hacia la implantación del presupuesto programático, este portal 
puede desempeñar un papel importante para informar a la ciudadanía sobre los productos 
o servicios efectivamente provistos por las entidades públicas.

La Ley 1985 de 2019 creó la Oficina de Asistencia Técnica Presupuestal del Congreso 
de la República. En la medida en que predomine el carácter técnico en sus análisis y reco-
mendaciones, los miembros del Poder Legislativo podrán discutir con mayor autoridad las 
implicaciones de los proyectos de ley de presupuesto y de los que tengan efectos sobre los 
ingresos y los gastos públicos. Es de esperarse que mejore la calidad de la discusión pública 
sobre estos temas.  
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La Ley 1473 de 2011 estableció la Regla Fiscal, definió los conceptos básicos para su ope-
ración, entre otros el balance fiscal estructural, el ingreso estructural, el gasto estructural y 
el gasto contra-cíclico. Señaló también la obligación de respetar la meta establecida para el 
balance estructural, y definió una senda decreciente anual de dicho déficit, que debe llegar 
a ser de 1% o menos del PIB para el año 2022. Como organismo consultor independiente 
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creó el Comité Consultivo de la Regla Fiscal (CCRF), que debe pronunciarse, entre otros 
temas, sobre la metodología y la definición de los parámetros básicos requeridos para la 
operación de la Regla Fiscal, sobre las propuestas que formule el Gobierno de cambios 
metodológicos en la definición de la Regla, y sobre el informe del cumplimiento de la mis-
ma regla, que debe presentar el Gobierno ante las Comisiones Económicas del Congreso.

El Gobierno, mediante el Decreto 1790 de 2012, reglamentó el CCRF. Está compuesto 
por siete representantes de la academia o actividades de consultoría, y por los dos presi-
dentes de las Comisiones Económicas del Congreso. El Comité debe reunirse por lo menos 
dos veces al año, y el Ministro de Hacienda puede asistir a las reuniones cuando así lo 
considere. La Secretaría Técnica del Comité está a cargo de la Dirección General de Política 
Macroeconómica (DGPM) de ese Ministerio. 

Es indudable que la introducción de la Regla Fiscal y del CCRF son elementos positivos 
en la institucionalidad económica. Sin negar la inevitable naturaleza política de las decisio-
nes fiscales y la imposibilidad por tanto de delegar el uso de sus instrumentos a funcionarios 
no elegidos (Alesina, Tabellini, 2007, pp. 169-179) sí está destinado, en los términos que 
plantea Debrun (2011, pág. 5), a enfocarse en los mecanismos que estimulan el cumplimien-
to de los compromisos relacionados con la disciplina fiscal, establecidos en las leyes o en 
los propios anuncios del Gobierno. La existencia de la Regla Fiscal y su aplicación, hasta el 
momento han sido reconocidas como positivas por parte de las calificadoras de la deuda 
soberana y de otros analistas internacionales. 

Si bien la Ley de la Regla Fiscal se aprobó en 2011, sus restricciones (en términos del 
tamaño del déficit estructural), sólo comenzaban a aplicarse a partir de 2014, con tan mala 
fortuna que los precios del petróleo (parámetro definitivo para el comportamiento fiscal del 
país) estuvieron relativamente altos durante 2012 y 2013, pero se desmoronaron a partir de 
mediados de 2014. De haberse exigido el cumplimiento de la Regla Fiscal con anterioridad, 
el país hubiera podido ahorrar recursos importantes con los cuales estaría en mejor capa-
cidad de enfrentar la caída en los ingresos, asociada a la baja en los precios del petróleo. 

Los miembros del Consejo son independientes, a pesar de ser nombrados por el Minis-
tro de Hacienda y Crédito Público. Tienen un periodo de tres años (esquema semejante al 
de los miembros de la Junta del Banco de la República). Sin embargo, el trabajo del Comité, 
al no tener directamente bajo su dependencia un equipo técnico que le colabore en su 
labor, es altamente dependiente de los insumos que le proporcione el MHCP y en concreto 
de la Dirección General de Política Macroeconómica (DGPM),  a cargo de la Secretaría Téc-
nica. Por otra parte, las reuniones se llevan a cabo dos veces al año reglamentariamente, 
una para evaluar los resultados del año anterior, y otra para examinar las proyecciones del 
siguiente. Aun así, para cada uno de los años comprendidos entre 2016 y 2019 sólo aparece 
registrada un acta en la página web del Ministerio de Hacienda.79 No se ha utilizado, por 
tanto, la posibilidad reglamentaria de realizar reuniones extraordinarias, que pueden ser 
citadas por el Ministerio de Hacienda, por su presidente, o por la mayoría de sus miembros. 
Esta situación impide un seguimiento más permanente sobre la realidad económica y fiscal, 
tan expuesta a volatilidades asociadas especialmente a los precios de las materias primas. El 
poder de determinación de la agenda, clave en el funcionamiento de órganos colegiados, 
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lo tiene directamente el MHCP. Por otra parte, el vocero del Comité ante la opinión es el 
propio Ministro, lo cual, cuando existan desacuerdos o visiones diferentes, puede constituir-
se en un obstáculo importante para la labor del Comité.

Es conveniente que el CCRF no dependa exclusivamente de la información y de las pro-
yecciones provistas por el Ministerio de Hacienda. Debería contar con su propio staff, que se 
encargaría de la Secretaría Técnica del Comité. Debe aumentarse el número de reuniones, a 
fin de asumir tanto las antiguas como las nuevas responsabilidades, así como para garanti-
zar un seguimiento permanente de la situación fiscal o analizar las implicaciones fiscales de 
situaciones imprevistas, tales como catástrofes naturales o sentencias judiciales. 

La independencia también debe caracterizar su comunicación con el público. El vocero 
de sus decisiones debe ser su presidente. Por otra parte, es conveniente que sus actas o 
minutas se publiquen días después de realizadas las reuniones. Los documentos resultantes 
de sus deliberaciones deberían ser completamente públicos.

Finalmente, valga la pena señalar que un problema de la normatividad sobre la Regla 
Fiscal es la falsa creencia de que los precios de los productos minero-energéticos, o el 
crecimiento económico pueden ser proyectados acertadamente. Al no cumplirse las pro-
yecciones, siempre existirá una excusa para incumplir la regla. Sería preferible, como lo hace 
una propuesta para el caso de Kazajistán (Haussmann, Lora y Lora, 2014) que el Fondo de 
Ahorro y Estabilización Macroeconómica Colombiano (creado por el Artículo 15 de la Ley 
1473) contemple la existencia de un mecanismo de ahorro automático con respecto a la 
trayectoria pasada de sus ingresos, que sería la fuente de las transferencias destinadas a 
estabilizar el gasto público. En el caso de Kasajistán, se propone que los ingresos petrole-
ros se dividan en dos mitades, una para alimentar el Fondo de Estabilización y otra para 
el ‘legado’ (endowment). Las transferencias al Gobierno provendrían de estos dos fondos, 
pero según reglas independientes. Las del Fondo de Estabilización serían 70% de las del 
año anterior, más 25%. Las provenientes del legado equivaldrían a 3% de su saldo. De esta 
manera, se eliminaría entre la mitad y las dos terceras partes de la volatilidad en los ingresos 
fiscales, asociada a los ingresos petroleros. Es una alternativa que se podría analizar para el 
caso colombiano, obviamente una vez que se estabiliza la situación de las finanzas públicas. 
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En relación con la labor auditora tradicional, la de legalidad y la financiera, es necesario 
señalar que el síndrome del temor a los organismos de control (Contralorías, Procuraduría, 
Personerías, Fiscalía) está presente en los administradores públicos, y eso puede frenar los 
deseos de innovación y en general la toma de riesgos. La administración de riesgos cons-
tituye un elemento esencial en la labor de cualquier administrador, sea público o privado, 
y en el esquema programático presupuestal, en el que a los responsables de programas 
o de entidades se les va pedir cuenta por los resultados obtenidos, es de esperarse que 
dispongan de una mayor libertad para administrar los recursos físicos, financieros o huma-
nos disponibles. En efecto, como lo señala la OCDE (2015, pág. 171), “moverse hacia una 
clasificación programática del presupuesto, conduce por definición a un cierto relajamiento 
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en los controles de insumos… Debe recordarse que el aspecto esencial del presupuesto 
programático es la autoridad discrecional que deben tener los ministerios ejecutores y los 
administradores de presupuesto sobre los recursos, en especial la posibilidad de cambiar 
asignaciones entre insumos. Si los renglones presupuestales deben ser explicados en térmi-
nos de insumos, puede descubrirse al final del año fiscal que los recursos fueron utilizados 
de una manera diferente a como se describía en la documentación presupuestal. Eso no 
debería ser un problema, en la medida en que el uso efectivo de los recursos esté conta-
bilizado en el informe financiero del año fiscal. La clasificación presupuestal debe cumplir 
su papel de permitir una mayor discrecionalidad a los ministerios ejecutores, sin limitar las 
responsabilidades de supervisión del Ministerio de Hacienda y del Parlamento”. 

En esas condiciones, el auditor deberá entender la lógica que está detrás de las deci-
siones del administrador. Es posible que algunas de éstas parezcan equivocadas ex post: la 
introducción de una nueva tecnología o de un nuevo enfoque administrativo pudo no ser 
exitosa. Pero si la decisión se tomó de buena fe, y se utilizó bien la información disponible 
en el momento, los resultados no deberían ocasionar la apertura de procesos disciplinarios 
o fiscales. Se podría argumentar que una cosa es la apertura de una investigación o de un 
proceso, y otra muy diferente los resultados del juicio fiscal, en el cual el acusado tiene todas 
las garantías procesales. Pero responder a una investigación o defenderse en un proceso 
implica unos costos importantes, tanto económicos como en tranquilidad y en tiempo para 
el funcionario investigado y para su organización.80 Por eso la apertura de estas investiga-
ciones o procesos deberían llevarse a cabo solamente cuando existan indicios fuertes de 
actos dolosos o de clara incompetencia.

Por otra parte, todavía permanece en algunos sectores de las contralorías o procu-
radurías una cultura que valora, por encima de todo, los denominados ‘hallazgos’. Si en 
una entidad visitada no aparecen éstos, la interpretación normal no es que allí se estén 
haciendo las cosas bien, sino que la labor auditora fue deficiente: por encima de todo, hay 
que encontrar algo. Esto se traduce, obviamente, en desgastes innecesarios de la entidad 
auditada. 

La Contraloría General de la República (CGR) está llamada a desempeñar un papel 
protagónico una vez se comience a desarrollar el presupuesto programático. Con esta 
metodología tendrá mayores elementos de apoyo para cumplir su deber constitucional de 
control de gestión y de resultados, así como las consecuencias de ese gasto sobre la eficien-
cia económica, la equidad y la valoración de los costos ambientales.  

Es claro que los auditores fiscales deben ser inflexibles frente a comportamientos ile-
gales o dolosos de los administradores públicos. Pero deben ser capaces de valorar las 
decisiones que tomen éstos con criterios de costo/beneficio, aceptando que es lógico que 
la gestión pública muchas veces exija tomar riesgos. 

Hasta 1991, la CGR tenía entre sus funciones la de realizar un ‘control previo’ sobre las 
actividades de la administración. Eso se traducía en un inmenso ejército de oficinas audito-
ras ante las entidades públicas, encargadas especialmente de aprobar contratos y pagos, y 
en la práctica, en una coadministración, que le quitaba completamente autoridad al control 
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posterior. ¿Con qué autoridad podían hacerse glosas, si el órgano de control había partici-
pado en las decisiones? 

Conscientes de esta situación, los constituyentes de 1991 establecieron que el control 
fiscal se realizaría exclusivamente en forma posterior. Si bien a través de las llamadas ‘fun-
ciones de advertencia’, algunos contralores pretendieron resucitar en la práctica algunos 
elementos del control previo, esta práctica, que había sido autorizada por el Decreto Ley 
267 de 2000, fue declarada inexequible por la Corte Constitucional (Corte Constitucio-
nal, 2015), al considerar este tribunal que desconocía el marco de actuación trazado en la 
Constitución. La expedición del Acto Legislativo 4 de 2020, a partir de una propuesta hecha 
por el Contralor General de la República, significó un paso atrás. En efecto, esta norma es-
tableció que el control fiscal podrá ser preventivo y concomitante. Si bien se establecieron 
algunas salvaguardias tales como su carácter excepcional y no vinculante, y que su ejercicio 
corresponde exclusivamente al Contralor General de la República, es difícil imaginar que un 
administrador público se arriesgue a contradecir la opinión previa de un órgano de control.  

Los diferentes órganos de control, tanto los nacionales como los territoriales, pueden 
apoyarse en las veedurías ciudadanas, reglamentadas por la Ley 850 de 2003. Pueden ser 
un instrumento muy útil para que las comunidades participen activamente en las tareas de 
control de recursos públicos. 
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Las principales conclusiones de política, relacionadas con la gestión financiera pública, 
que surgen del análisis desarrollado, son las siguientes: 

La implantación, así sea en forma gradual, de un sistema de presupuesto programático, 
que ate los recursos asignados a los resultados esperados u obtenidos, puede contribuir a 
solucionar muchas de las deficiencias del sistema presupuestal colombiano, entre ellas las 
relacionadas con la calidad del gasto.

La aplicación de la anterior recomendación exige enfrentar los diversos obstáculos que 
hoy atentan contra la integridad del presupuesto, como la existente en la elaboración de 
los proyectos de presupuesto de funcionamiento e inversión, así como entre el Presupuesto 
General de la Nación y el del Sistema General de Regalías. 

Es indispensable lograr que las evaluaciones de política o de programas adelantadas 
por el DNP incidan realmente en las asignaciones presupuestales. Debería complementar-
se el análisis de alternativas diferentes para el logro de los mismos resultados de política. 
Cuando existan evidencias claras en ellas sobre deficiencias en un programa, no mejorables 
simplemente con una reorientación del mismo, el DNP debería comunicar los resultados a 
las autoridades presupuestales y solicitar los recortes o reorientaciones identificados.

Con la misma metodología debe abordarse un análisis costo/beneficio de las infle-
xibilidades hoy existentes por destinación específica de recursos públicos (SENA, ICBF, 
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programas de subsidios, cajas de compensación), así como de los tratamientos tributarios 
excepcionales a favor de ciertos contribuyentes, que constituyen en sentido estricto una 
erogación pública: son gastos tributarios. Las buenas prácticas aconsejan que estos se con-
tabilicen efectivamente como tales en los presupuestos.81   

Es necesario derogar aquellos componentes de la Ley de Garantías (Artículos 32 y 33 de 
la Ley 996 de 2005) que se traducen en una virtual parálisis de muchas entidades estatales. 
Con la eliminación de la reelección presidencial (Acto legislativo 2 de 2015), se acabó la 
causa que motivó su expedición. Por otra parte, los diferentes órganos de control (Consejo 
Nacional Electoral, Procuradurías, Contralorías, Personerías y Veedurías) así como el Poder 
Judicial, tienen suficientes instrumentos para vigilar y para sancionar la utilización de los 
poderes públicos con intereses electorales.  

Debe cumplirse con lo establecido en las bases del Plan de Desarrollo 2014-2018, de 
crear una Unidad de Evaluación y Eficiencia Presupuestal, que se encargue de hacer segui-
miento a la ejecución de los recursos públicos y aplicar correctivos tempranos en calidad 
de gasto. 

La mejora en los sistemas de información y contabilidad, así como la introducción del 
presupuesto programático, se debe traducir en una oportunidad para que la Contralorías 
tanto nacional como territoriales mejoren sustancialmente la calidad y la oportunidad de 
sus auditorías, especialmente las de cumplimiento y de desempeño. Esto va a exigir altos 
requerimientos técnicos en el personal encargado de estas labores. Esta capacitación debe 
hacerse también a los equipos auditores que van a seguir adelantando los controles de 
cumplimiento y financiero. Es claro que deben ser inflexibles frente a comportamientos 
ilegales o dolosos de los administradores públicos. Pero deben ser capaces de valorar las 
decisiones que tomen éstos con criterios de costo/beneficio, aceptando que es lógico que 
la gestión pública muchas veces comporte tomar riesgos calculados.

En su momento, cuando se avance en la implantación del presupuesto programático 
a partir de las experiencias piloto, la información provista en el Portal de Transparencia del 
Ministerio de Hacienda deberá incluir los informes sobre avances en los programas selec-
cionados. Precisamente uno de los objetivos del presupuesto programático es el de lograr 
una mayor información a los ciudadanos sobre el tipo de bienes y servicios que el Estado 
provee a cambio del dinero recibido. 

Ante la evidente imposibilidad de proyectar acertadamente variables como el precio 
de los productos minero-energéticos y las tasas de crecimiento de la economía, debe es-
tudiarse la posibilidad de introducir un sistema de ahorro forzoso de los ingresos fiscales 
ligados a estas actividades, como el propuesto para el caso de Kazajistán (Haussmann, Lora 
y Lora, 2014).

Es conveniente que el CCRF no dependa exclusivamente de la información y de las pro-
yecciones provistas por el Ministerio de Hacienda. Debería contar con su propio staff. Este 
se encargaría de la Secretaría Técnica del Comité. Debe aumentarse el número de reuniones 
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para garantizar un seguimiento permanente de la situación fiscal o analizar las implicaciones 
fiscales de situaciones imprevistas, tales como catástrofes naturales o sentencias judiciales. 

La independencia también debe caracterizar su comunicación con el público. El vocero 
de sus decisiones debe ser su presidente. Por otra parte, es conveniente que sus actas o 
minutas se publiquen días después de realizadas las reuniones. Los documentos resultantes 
de sus deliberaciones deberían ser completamente públicos.
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Tres dinámicas deben tenerse en cuenta para analizar las finanzas de los territorios en 
Colombia y su desarrollo en los años venideros. Dos de ellas son coyunturales y una es-
tructural. La primera es el desarrollo de las fuentes de financiamiento de los departamentos 
y los municipios en los últimos años. Como veremos más adelante, los hechos estilizados 
muestran que se ha dado un crecimiento sostenido de los ingresos, en especial en los de 
los territorios. Lo mismo se puede decir de las transferencias recibidas a través del Sistema 
General de Participaciones (SGP) y del Sistema General de Regalías (SGR). Asimismo, el se-
guimiento que se hace de las finanzas territoriales desde el DNP muestra que, desde antes 
de la pandemia, eran cada vez más sostenibles y, el endeudamiento de los territorios era 
bajo según parámetros internacionales.    

Revisando ahora las dinámicas coyunturales, la primera de ellas hace referencia a los 
efectos de la pandemia. Se busca identificar las mejores prácticas, de tal forma que las 
decisiones que se tomen en esta difícil coyuntura sean efectivas y generen las menores 
distorsiones posibles.

Barreix et al. (2020), después de presentar las nuevas condiciones económicas genera-
das por la pandemia en América Latina, hacen una proyección de lo que puede suceder con 
los principales impuestos de los gobiernos centrales en esta coyuntura. Recuerdan que en 
algún momento se debe volver a la disciplina fiscal, que será inevitable el aumento de los 
impuestos, y que esto será más temprano que tarde. Sin embargo, se debe tener en cuenta 
que en este nuevo marco tributario hay tres consideraciones centrales: 

i. Que los impuestos nuevos no afecten la recuperación de la economía,  

ii. no se debe perder de vista la equidad, ya que, si bien los efectos de la crisis son 
negativos frente a ella se debe evitar en lo posible que la recuperación también lo sea y, 

iii. se debe tener claridad de cuáles impuestos o gravámenes creados en medio de 
la coyuntura son temporales y cuáles son permanentes. La misma claridad se necesita 
frente a algunas decisiones de política. 
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En este trabajo los autores nos recuerdan que a lo largo de los últimos años se ha 
dado un crecimiento sostenido de los niveles de tributación y del gasto público en América 
Latina, en particular entre el 2008 y 2014, cuando los ingresos tendieron a estabilizarse en 
alrededor de 25% del PIB. 

Brosio et al. (2020), por su parte, analizan cómo serán los canales de transmisión sobre 
los presupuestos públicos de la pandemia del COVID-19. Les preocupa que en el corto 
plazo se dé una fuerte caída de los ingresos fiscales en todos los niveles de gobierno, por 
la disminución del consumo y de la actividad económica. También, que algunas economías 
y finanzas públicas en la región dependen de las exportaciones de recursos naturales y que 
este mercado se encuentra actualmente afectado. A su vez, coinciden con otros trabajos 
en donde se menciona que el gasto aumentará porque se deben fortalecer los sistemas de 
salud, dar más atención a las poblaciones vulnerables y contener la dura disminución del 
empleo. Finalmente, afirman que la deuda pública aumentará y que esta debe ser contras-
tada de manera prudente. 

En conclusión, estos y otros trabajos muestran el alto grado de incertidumbre en el que 
se mueven actualmente las finanzas públicas sub-nacionales y en la dificultad de tomar 
decisiones en el corto plazo. Esto lleva al otro tema coyuntural: la estimación del impacto 
en las finanzas públicas de Colombia en la pandemia, y a las medidas recientes que se han 
tomado para ayudar a los gobiernos territoriales. 

Informes recientes muestran una caída generalizada de la actividad económica. Bonet 
et al. (2020), encuentran que el impacto de las medidas de confinamiento es muy alto para 
las regiones y, puede generar un alto nivel de desempleo según las decisiones que se to-
men. Estas previsiones se hicieron realidad con un desempleo de 20% en los meses de junio 
y julio de 2020. A su vez, la Federación Nacional de Departamentos hizo una estimación de 
la disminución del recaudo en los primeros meses por efecto de la pandemia y las medidas 
de confinamiento. Para tal fin, se hicieron comparaciones entre el primer cuatrimestre de 
2019 con el de 2020. Si bien los resultados varían mucho entre departamentos, la tendencia 
general es una caída de todos los impuestos, en especial los de consumo de licores, cerveza 
y cigarrillos, que representan 50% de ellos.82 Igual efecto se espera por el cierre durante 
el confinamiento de los establecimientos de juegos de suerte y azar, que incidieron en las 
transferencias que hace esta actividad a los presupuestos territoriales, y que tienen destina-
ción específica a la atención de salud. 

El Gobierno Nacional reaccionó expidiendo el Decreto 678, que buscó a través de di-
versos mecanismos ayudar a la difícil situación de Tesorería de los gobiernos territoriales. Se 
permitió que los gobernadores y alcaldes reorientaran rentas de destinación específica para 
financiar gastos de funcionamiento, se les facultó a realizar modificaciones presupuestales 
y se flexibilizaron los requisitos para los créditos de Tesorería.83 Se aceptó además en dicha 
norma suavizar la exigencia establecida en las leyes 358 de 1997, sobre endeudamiento de 
las entidades territoriales, y 617 de 2000 sobre saneamiento fiscal de las mismas. En otras 
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normas de emergencia, una parte de los recursos del Fondo de Mitigación de Emergencias 
(FOME), instrumento financiero principal del Gobierno Central destinado a enfrentar los 
gastos de la emergencia, se crearon líneas de crédito subsidiadas en favor de departamen-
tos y municipios, así como de empresas de servicios públicos y de empresas de transporte 
masivo, muchas de ellas de propiedad de los municipios. 

Si bien estudiar la coyuntura es muy importante, no se deben dejar de lado en este 
corto balance las tendencias generales de las dos fuentes principales de ingresos de los 
gobiernos sub-nacionales, así como la composición de sus egresos. La primera fuente de 
ingresos son sus ingresos propios y la segunda son las transferencias intergubernamentales 
que llegan mayoritariamente a través de dos sistemas de transferencias: el Sistema General 
de Participaciones, SGP y el Sistema General de Regalías, SGR. Por su parte, el análisis del 
gasto territorial se concentrará en algunos sectores que al mismo tiempo que representan 
buena parte de este, tienen un alto impacto en el bienestar de la población.  

A continuación se presenta un balance de las dos fuentes mencionadas, se resaltan los 
avances logrados en los últimos años y, se hacen recomendaciones de reforma que ojalá 
puedan lograrse en próximos años. Por último, se hace una mención de algunos temas que 
no alcanzaron a ser tratados en estas páginas, pero que se considera que por su importan-
cia deben hacer parte de la agenda futura de la descentralización.        
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Inicialmente, es conveniente mencionar algunas características y tendencias de las finan-
zas municipales en Colombia. Existen a ese nivel de gobierno 23 gravámenes, de los cuales 
los más grandes en términos de recaudo son el Impuesto de Industria y Comercio (ICA) y el 
predial, que recaudan entre 70 y 80% del total de los ingresos tributarios municipales. Hay 
un segundo grupo de tributos que genera entre 20 y 25% de la recaudación, del cual hacen 
parte el de delineación urbana, la sobretasa a la gasolina, las estampillas y el impuesto de 
alumbrado público; este último cuando se cobra, pues sólo 40% de los municipios lo hace. 
Existen además otros tributos de bajo nivel de recaudo, que pesan sólo 7% del total.  

En las grandes ciudades el impuesto más importante es el ICA seguido del impuesto 
predial, mientras que en los municipios pequeños y rurales la participación de este impues-
to es mayor. Desde que comenzó la descentralización, a finales de los años ochenta y princi-
pios de los noventa, se han identificado dos fases bien diferenciadas en materia de ingresos 
propios municipales. La primera comenzó a mediados de los noventa y se caracterizó por 
el aumento notable del recaudo de los ingresos propios de las grandes ciudades y de los 
municipios con alta actividad económica. En la segunda fase, que comienza a mediados de 
la primera década de este siglo, el turno para aumentar el recaudo le correspondió a los 
municipios pequeños y rurales. Tal parece que los alcaldes y concejos municipales enten-
dieron que los programas de gobierno y los planes de desarrollo solo se podían ejecutar si 
se arbitraban más recursos propios. Existen sin embargo grandes diferencias en el nivel de 
recaudo entre los municipios rurales y los urbanos. En general, entre más grande sea la ca-
becera municipal, mejor es el recaudo del ICA. También se encuentran grandes diferencias 
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por regiones. En general, las del centro del país tienen un mejor desempeño fiscal, en tanto 
que los municipios de las dos costas y de los Llanos Orientales siguen caracterizándose por 
un bajo nivel de recaudo.  

Como consecuencia de esas tendencias, en las últimas dos décadas se ha consolidado 
un panorama fiscal más fuerte para los entes territoriales. La participación de los ingresos 
propios de los gobiernos sub-nacionales en su total de ingresos, es relativamente alta, com-
parativamente con otros países de América Latina (Corbacho et al. (2013).  En este creci-
miento merecen especial atención los municipios que hacen parte de áreas metropolitanas 
o que están de facto conurbados con las grandes ciudades. En efecto, los municipios de la 
subsabana de Bogotá, los que hacen parte de las áreas metropolitanas de Barranquilla y 
Medellín y los cercanos a Bucaramanga y Cali, han tenido una revolución fiscal en términos 
de recaudo en los últimos años. Zapata y Trespalacios (2018) muestran cómo estos munici-
pios crecen mucho más rápido que sus pares en los ingresos propios y que inclusive varios 
de ellos lo hacen a tasas mayores que las grandes ciudades. Los recientes resultados que 
arroja la Medición del Desempeño Municipal (MDM) del DNP muestran que municipios 
medianos e intermedios son superiores a los de las ciudades capitales de departamento en 
el recaudo de sus ingresos propios per cápita. 

Al comparar entre grandes ciudades se encuentra que, a lo largo de la última década, 
los ingresos de Barranquilla y Bucaramanga lo hacen a tasas mayores frente a Bogotá y mu-
cho más si se compara con Medellín y Cali (Zapata y Trespalacios, 2018). Estas dos ciudades 
han tenido un comportamiento discreto en materia tributaria. El Gráfico 11.1 nos muestra los 
ingresos per cápita de seis ciudades en donde vemos cómo los ingresos crecen más en Bo-
gotá y Barranquilla de 2012 en adelante. Bogotá supera el millón per cápita, Barranquilla re-
cauda más $700 mil per cápita, en tanto que en las demás ciudades ese indicador es inferior.
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Fuente: Zapata y Ospina (2019).

El fortalecimiento fiscal de los entes territoriales se ha concentrado especialmente en los 
municipios. En el caso de los departamentos, sus ingresos siguen representando entre 0,9 y 
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57 91 77 76 92 83 82

Impuestos al Ocio 
(% Ingresos Propios) 47 72 45 50 77 45 60

Licores % Ingresos Propios 11 11 21 12 30 9 1
Cerveza % Ingresos Propios 13 50 18 24 20 13 37
Cig y Tab % Ingresos Propios 11 7 6 12 22 16 11

UNIDAD : $ COL PER CÁPITA (Promedio últimos 10 años)
Ingresos Propios 317.196 229.710 487.857 157.430 126.283 204.530 164.167
Ingresos Tributarios 222.151 207.088 386.889 149.160 90.006 165.083 137.681
Impuestos al Ocio 132.126 154.074 193.949 89.322 64.522 73.122 94.292
Licores 71.936 22.605 76.239 28.213 27.273 16.086 8.410
Cerveza 39.152 120.970 90.999 47.818 22.956 33.866 69.407
Cigarrillos y Tabaco 21.038 10.499 26.712 13.291 14.292 23.170 16.475
DESEMPEÑO FISCAL 76,5 76,4 77,1 73,8 79,7 74,7 72,5

COMPARACIÓN DE INDICADORES ENTRE DEPARTAMENTOS
INDICADOR ANTIOQUIA BOYACÁ CUNDINAMARCA HUILA NARIÑO QUINDÍO TOLIMA

Ingresos Tributarios 
(% Ingresos Propios)

1,1% del PIB en la última década. Buena parte de la razón de este discreto comportamiento 
consiste en que sus bases tributarias, además de ser poco dinámicas, son afectadas por el 
contrabando, la adulteración y en general por la ilegalidad. Los cuadros 11.1 y 11.2 muestran 
una comparación del peso de los tributos al ocio en los ingresos propios de siete departa-
mentos y las tendencias de los mismos en los últimos diez años. Se ve cómo la importancia 
de estos ingresos es muy diferente entre departamentos. En un estudio de Zapata et al. 
(2019) se encontró que los impuestos al ocio llegan a pesar hasta 77% de los ingresos tribu-
tarios departamentales en Nariño, y sólo el 45% en Cundinamarca y Quindío. 
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Fuente: Zapata et al. (2019). Información Sisfut. 
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TENDENCIAS DE LOS INGRESOS EN LOS ÚLTIMOS AÑOS POR DEPARTAMENTO
ANTIOQUIA BOYACÁ CUNDINAMARCA HUILA NARIÑO QUINDÍO TOLIMA

Ingresos Tributarios ↓ ↓ ↓ ↓ ↑ ↓ ↑
Ingresos No tributarios ↑ ↑ ↑ ↑ ↓ ↑ ↑
Impuesto de Consumo ↓ ↑ ↑ ↓ ↑ ↑ ↓
Licores ↓ ↑ ↑ ↓ ↑ ↑ ↓
Cerveza ↓ ↓ = ↓ ↓ = ↓
Cigarrillos y Tabaco ↑ ↑ ↑ ↑ ↑ ↑ ↑
Registro y Anotación ↑ ↑ ↓ ↓ ↑ ↑ ↓
Vehículos Automotores ↑ ↑ ↑ ↑ ↓ ↓ ↑
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Debe también tenerse en cuenta que en los últimos años se han multiplicado los cobros 
de estampillas y contribuciones por obras públicas, pese a la crítica que estudios y misiones 
previas han hecho de esta práctica, pues elevan de una manera ineficiente los costos de la 
contratación pública. Con esta práctica, los territorios convierten parte de los recursos de 
inversión en ingreso corriente a través de un camino poco transparente. Infortunadamente, 
este tipo de cobros ha tenido un gran auge en los últimos años y la práctica se ha extendido 
también a los municipios. El Informe Final de la Comisión de Estudio del Sistema Tributario 
Territorial (2020), presentado recientemente, también propone la eliminación de este tipo 
de cobros. En 2015, otra Comisión había incluido en su análisis de los tributos territoriales 
una recomendación similar (Comisión de Expertos para la Equidad y la Competitividad Tri-
butaria, 2015). Estas comisiones hacen además propuestas de reforma institucional y men-
cionan, la necesidad de mejorar los procesos administrativos, y el uso de nuevas tecnologías 
de información, temas que es del caso resaltar en este capítulo. Nos concentraremos en 
adelantar propuestas de reforma específicas para los ingresos territoriales vigentes, que en 
algunos casos son coincidentes con trabajos como los mencionados y con la posible crea-
ción de nuevos gravámenes.     

Sobre el impuesto predial, la recomendación más aceptada es la de utilizar en forma 
masiva el catastro multipropósito. Ya hay que pasar del plan piloto a su implementación 
definitiva. Un buen ejemplo es la experiencia reciente de Barranquilla, que al mismo tiempo 
que se convirtió en autoridad catastral, adelantó gran parte del camino hacia un catastro 
multipropósito. Se recomienda continuar con la entrega de los catastros a las grandes ciu-
dades y extenderlo a todas las ciudades de más de cien mil habitantes. Esto actualmente es 
más fácil en la medida en que existen novedosas metodologías que ya han sido aplicadas 
en Latinoamérica, en ciudades como Fortaleza y la provincia de Córdoba en Argentina, con 
muy buenos resultados ver (Eguino y Erba, 2020). Para el caso colombiano se recomienda 
a Azuero et al. (2020). Los municipios candidatos a recibir el manejo del catastro son 63, 
agrupan la mayoría de la población y son predominantemente urbanos.

Además, se debe incentivar que los municipios que tienen gran experiencia en el tema 
catastral presten este servicio a los municipios vecinos. Con esto se generarían economías 
de escala y se puede tener más actualizada la información catastral. La actualización no 
debe ser sólo responsabilidad del IGAC.     

No se considera pertinente hacer un gran cambio en el ICA. Las propuestas de rem-
plazarlo por un impuesto municipal de renta, convertirlo en una sobretasa al IVA o en un 
impuesto al consumo local tienen alto riesgo, su transición puede ser compleja y se requiere 
un periodo largo de aprendizaje. Este impuesto, sin embargo, puede tener mejoras en su 
administración. Un buen ajuste sería eliminar el impuesto de avisos y tableros y más bien 
elevar la tarifa, lo cual simplificaría su cobro. Esta posibilidad se puede extender a la sobreta-
sa bomberil. Asimismo, desde hace años el Banco Mundial recomienda hacerlo más sencillo 
en su gestión, con menos rangos tarifarios frente a los actuales. Un buen ejemplo es el de 
Bogotá, en donde la tabla de las tarifas es muy enredada y los saltos entre un tramo y otro 
son en algunos casos muy pequeños. Las leyes 1943 de 2018 y 1943 de 2019 permitieron 
que 50% de este impuesto sea un descuento del impuesto a la renta. Esto puede generar 
un incentivo perverso en los municipios: elevar sustancialmente las tarifas, sabiendo que 
el efecto se sentirá en las finanzas nacionales. Equivale a una transferencia del Gobierno 
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Central, determinada exclusivamente por el municipio. Es mucho más técnico considerar el 
impuesto como un costo deducible, como estaba en la legislación anterior. 

También es posible actualizar la base gravable al incluir nuevas actividades no gravadas 
hasta ahora como arriendos, y honorarios de actividades profesionales. También se debe-
rían incluir como base gravable las ventas hechas por medios electrónicos o aplicaciones. 
La discusión sobre gravar el comercio electrónico viene de años atrás, y en este momento 
de incremento de dicha actividad toma más fuerza la propuesta de hacerlo; hay amplia 
experiencia de países en donde esto ya se lleva a cabo.84  Finalmente, se debe diseñar un 
formulario único para las empresas que tienen actividad en múltiples municipios y deben 
en cada uno de ellos presentar su declaración de este impuesto. Este formulario debería ser 
diseñado de manera conjunta con las federaciones y asociaciones municipales existentes.   

Se recomienda ampliar el cobro del impuesto a los vehículos a las motocicletas de más 
de 125 c.c. Igualmente se propone tener tarifas más bajas de este impuesto para los vehícu-
los que utilicen combustibles limpios. Asimismo, algunos autores recomiendan no cobrar el 
impuesto de circulación y tránsito, pero se considera que este impuesto está bien diseñado, 
puesto que se aplica el principio del beneficio: pagan quienes utilizan los bienes públicos 
financiados con ellos. En el caso de las vías, el pago lo hacen los propietarios de vehículos. 

Antes de aumentar nuevamente la tarifa del impuesto a los cigarrillos hay que analizar 
bien cuál fue el efecto del aumento reciente de la tarifa en el recaudo del tributo, en el 
nivel de consumo y en el contrabando. Hay evidencia reciente que muestra el aumento 
del contrabando en los últimos meses, en especial de cigarrillos de gama baja. Se propone 
más bien gravar los cigarrillos electrónicos, vaporizadores y similares, que también tienen 
impacto negativo en la salud. Son impuestos pigouvianos, que buscan contrarrestar las 
externalidades negativas asociadas a su consumo.  

Se propone revisar la tributación de los licores toda vez que el modelo de un doble 
impuesto, específico y ad valorem, ha hecho muy complejo su cobro y ha generado distor-
siones en los precios finales de algunos productos como los vinos de alta gama. Al respecto, 
la participación del DANE no ha sido afortunada con la publicación de las listas de precios 
de los licores, base gravable para el cobro del impuesto. El DANE no tiene, ni debería tener, 
la capacidad técnica para realizar esta tarea. Se recomienda tener en cuenta la anterior 
legislación que gravaba los licores sin el ad valorem, que era de fácil administración. Lo 
anterior no obsta para que las tarifas puedan ser ajustadas al alza si se quiere desincentivar 
este consumo.  

Se recomienda gravar el consumo de bebidas azucaradas. Existe fuerte evidencia de 
los impactos negativos del alto consumo de azúcar en la salud, en especial en los niños. 
El aumento en los últimos años de la obesidad (especialmente en poblaciones jóvenes) y 
de la diabetes, muestra la importancia de desestimular el consumo de estos productos. Se 
propone además que el recaudo de este impuesto sea compartido entre departamentos y 
municipios. Esto se justifica porque los gobiernos de los territorios y de las EPS que contra-
tan, son los encargados de adelantar el gasto en salud, dentro del cual están las campañas 
de salud pública.     
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En Colombia existen dos grandes sistemas de transferencias intergubernamentales: el 
Sistema General de Participaciones (SGP) y el Sistema General de Regalías (SGR). El primero 
de ellos se financia con recursos del Presupuesto Nacional y el segundo con los ingresos 
obtenidos por la extracción de recursos naturales no renovables, que por disposición cons-
titucional desde el 2011 no hacen parte del Presupuesto General de la Nación. 

Por la naturaleza de sus fuentes de financiamiento, y de las reglas de juego que deter-
minan su cálculo, el primero de ellos es relativamente estable, en tanto que el segundo ha 
mostrado grandes variaciones que dependen del comportamiento de los precios interna-
cionales de estos recursos.      

Con la actual fórmula de liquidación del SGP, asociada al crecimiento de los ingresos 
corrientes de la Nación de los últimos cuatro años, es altamente probable que estos recur-
sos disminuyan.  Esto puede ser grave en la medida en que financian gasto corriente de 
salud y educación. Con las regalías, la incertidumbre de los ingresos futuros está asociada 
a los precios internacionales de los recursos naturales no renovables, y a los volúmenes de 
extracción de petróleo. No se ha encontrado en los últimos años un gran campo de las 
dimensiones de Cravo Norte o Santiago de las Atalayas. Las inversiones de Ecopetrol en 
exploración aún no arrojan los frutos esperados, y existe una gran incertidumbre jurídica 
sobre la posibilidad de utilizar mecanismos de explotación no convencionales, como el 
fracking. 

El SGP con el tiempo ha tenido un crecimiento estable, puesto que las reformas median-
te Actos Legislativos y posteriores leyes, garantizaron un crecimiento real de estas transfe-
rencias. La mayoría de estos recursos se giran a departamentos y municipios, aunque hay 
cuatro asignaciones especiales que explican el 4% del total. Debe mencionarse que, a lo lar-
go de la última década, su participación en el total de recursos de los territorios ha crecido, 
por la dinámica que han adquirido los recursos propios. El SGP se destina principalmente a 
los sectores de salud, educación y saneamiento básico. En los dos primeros sectores, a su 
vez, financian las nóminas de profesores y los contratos con afiliación a las EPS del régimen 
subsidiado. El Gráfico 11.2 muestra el estado actual de la distribución de los recursos del SGP

En general, los alcaldes y gobernadores encuentran que la utilización de estos recursos 
está muy condicionada. Se ha logrado una descentralización de recursos, pero no de deci-
siones de gasto. Por ejemplo, en educación su margen de gestión es limitado y se centra en 
la administración de algunos fondos para calidad educativa, en la contratación del Progra-
ma de Alimentación Escolar (PAE) y en el transporte escolar. Tienen además muy poco con-
trol sobre la nómina de profesores, pues esta se gestiona y administra desde el nivel central. 
Hay, sin embargo, una mayor flexibilidad en el manejo de los recursos de saneamiento bási-
co. Estos se pueden destinar al financiamiento de las inversiones en infraestructura o de los 
subsidios en la tarifa de servicios públicos domiciliarios a los estratos bajos de la población.

Hay un consenso en que los mayores logros se han dado en la cobertura en salud y 
educación primaria y secundaria, en las cuales se está cada vez más cerca de la univer-
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salización. A pesar eso, continúan existiendo brechas de cobertura en las zonas rurales y 
apartadas, y en las regiones con más altos niveles de pobreza.
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Fuente: DNP.

Los municipios cuentan con los recursos de propósito general, que por ser de libre 
destinación son muy importantes para los mandatarios locales. A su vez, los municipios de 
categorías 4, 5 y 6, pueden financiar parte de su gasto corriente con un porcentaje de estos 
recursos. Por lo anterior, están asociados a una mayor descentralización en las decisiones 
de gasto.  

El Sistema General de Regalías (SGR) es la principal fuente de financiamiento de la for-
mación bruta de capital fijo en los territorios. Su monto anual está en un rango entre los seis 
y los once billones anuales. El monto total está determinado por el precio y las cantidades 
producidas de los recursos naturales no renovables, especialmente del carbón y del petró-
leo. Como se mencionó, la producción nacional de crudo ha disminuido recientemente.  

EL SGR se creó en 2011. La Ley 1454 fijó las condiciones de distribución y uso de estos 
recursos. El objetivo de dicha ley era mejorar la distribución de las regalías, dado que an-
teriormente estaban concentradas en pocos departamentos y municipios, a los que erró-
neamente se les llamaba territorios productores. Esta meta se logró, pero con el tiempo 
las quejas de las autoridades de estos territorios se hicieron más fuertes y esto obligó a 
un debate para reformar la ley del SGR, de tal forma que estos volvieran a contar con un 
monto mayor de regalías directas. En consecuencia, en 2019 se aprobó el Acto Legislativo 5 
de 2019, que le volvió a dar mayor participación en las regalías a los territorios productores. 

El segundo elemento importante de la Ley 1454, es la creación de un sistema de fondos, 
unos de ahorro y otros de inversión, sobre los cuales las autoridades territoriales tienen la 

Distribución SGP y beneficiarios Primera infancia

(0,52%) Resguardos indígenas (población indígena con resguardo)
(0,5%) Alimentación escolar (municipios y distritos)
(0,8%) Municipios ribereños del río Magdalena (municipios con ribera en el

Magdalena)
(0,52%) Fondo de Pensiones Territoriales (Fonpet) (departamentos, distritos y

municipios)

(4%)  Asignaciones
         especiales

(58,5%) Educación (departamentos, distritos y municipios)

(5,4%) Agua potable y saneamiento básico (departamentos, distritos y
municipios)

(11,6%) Propósito General
(17%) Menores de
25.000 hab.

(83%) Todos los

(96%)
Sectorial

(24,5%) Salud (departamentos, distritos y municipios)

(80%) Régimen
Subsidiado

(10%) Salud Pública

(10%) Prestación de
servicios y subsidio
a la oferta

municipios
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propiedad, pero sólo pueden acceder a ellos mediante el cumplimiento de reglas estable-
cidas. Para los fondos de inversión se debe presentar un proyecto, que debe ser aprobado 
por un organismo colegiado en donde participan la nación, los gobiernos territoriales y la 
academia, entre otros. Tanto la Metodología General Ajustada (MGA) para presentar los 
proyectos al SGR, como el papel de los Órganos Colegiados de Administración y Decisión 
(OCAD) fueron muy criticados y por esto el mencionado Acto Legislativo 5 de 2019 intro-
dujo cambios, que deben quedar consignados en la nueva ley, la cual en el momento de 
la redacción de este capítulo está en proceso de expedición. Estos cambios se centran en 
incrementar las regalías directas, simplificar el número de fondos y hacer más fácil el acceso 
a estos recursos.     

El SGR tiene otras características propias, como que su presupuesto es bienal y, como 
se afirmó, no hace parte del Presupuesto General de la Nación. Los recursos de ahorro, que 
se destinan al cubrimiento del pasivo actuarial de las pensiones territoriales y el Fondo de 
Ahorro y Estabilización, tienen su propia legislación. Debe mencionarse que estos recursos 
tuvieron baja ejecución en los primeros años, en particular los destinados a ciencia, tecno-
logía e innovación. Durante la administración Santos se aprobó la creación de un nuevo 
fondo, el Fondo Paz, que se destina a financiar proyectos en el marco del acuerdo de paz 
con las FARC. Para abrir este espacio se modificaron los montos de los restantes fondos. El 
Gráfico 11.3 presenta la estructura básica del SGR antes de la reforma que está en discusión 
y que reglamentará el Acto Legislativo mencionado.   
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Sistema General
de Regalías

Fiscalización, yacimientos y
cartografía (2%)

(0,5%) Municipios de Río Grande de la
Magdalena y Canal del Dique
(2%) Administración del SGR
(1%) SMSCE y Control Fiscal (Sistema
de Monitoreo, seguimiento, control y
evaluación)

Fondo para el Ahorro 
Pensional Territorial 

(10%)

Fondo de Ciencia, 
Tecnología e

Innovación (10%)

Fondo de Ahorro y
Estabilización Regional
(25% el primer año, Máx. 

30 anual)

Recursos restantes

E.T. Receptores

E.T Productoras
2012: 50%
2013: 35%
2014: 25%

Fondos

2012: 50%
2013: 6 5%
2014: 7 5%

2015 en Adelante:
80%

Fondo de
Compensación
Regional (6 0%)

Fondo de
Desarrollo

Regional (40%)

Proyectos Impacto Local (40%) Proyectos Regionales
(6 0%)

Municipios
NBI > 35% (30%) Municipios de categorías 4°,5° 

y 6 ° y NBI <= 35% (10%)

2015 en Adelante:
20% 
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El Acto Legislativo 5 de 2019 hizo también importantes modificaciones como las si-
guientes: i) aumentó el monto de las regalías directas de 13 a 25% del total, ii) eliminó varios 
fondos de tal manera que aumentaron los recursos que van directamente a los territorios, 
iii) la inversión regional financiada con estos recursos pasó a ser 34%, pero al mismo tiempo 
se destinó 15% a las regiones pobres y, iv) redujo en forma significativa el monto destinado 
al ahorro. 

La ley que reglamente el Acto Legislativo puede modificar los sistemas de decisión sobre 
los proyectos de inversión financiados por el SGR. 

En los últimos años se han presentado propuestas para ajustar las reglas de distribución 
de los recursos del SGP. Se ha propuesto no destinar más recursos al Fondo Nacional de 
Pensiones de las Entidades Territoriales (Fonpet), no incluir más la asignación a los munici-
pios ribereños del río Magdalena, y cambiar la fórmula de distribución, de tal manera que 
no se favorezca a algunos municipios por el tamaño de su población. Estas propuestas son 
válidas, pero se consideran marginales. De otra parte, los cambios que se den en la actual 
coyuntura al SGR tampoco son cambios radicales en materia de descentralización. 

La recomendación general es integrar los dos sistemas de transferencias en uno solo, 
lo cual significaría que hagan parte del Presupuesto General de la Nación. Este único sis-
tema de transferencias intergubernamentales tendría unos recursos de libre destinación 
para los territorios y otros recursos para inversión. Esto permitiría aumentar los recursos 
directos a todos los territorios, departamentos y municipios, y distribuirlos de una manera 
más eficiente. Es posible que algunos departamentos y municipios reciban en promedio per 
cápita mucho más que otros. Al recibir por dos sistemas, y estos no comunicarse entre sí, 
se produce una asignación ineficiente de recursos. Es necesario tener en cuenta que el SGR 
ha mejorado la calidad de los proyectos y ha asegurado que efectivamente se ejecuten.      

Relacionado con lo anterior, una reforma necesaria consiste en separar los recursos 
de salud y educación del sistema propuesto anteriormente, porque los recursos de estos 
sectores tienen su propia lógica y en el momento están todavía desligados, en lo sustantivo, 
de las autoridades locales. Una nueva posibilidad es distribuir los recursos de educación y 
salud por departamentos, de tal manera que las autoridades locales puedan incidir en su 
gestión. Esto sería muy importante para el sector educación, pues los aspectos de incre-
mento en la calidad podrían relacionarse con la asignación de los recursos del sector. Esta 
es una reforma muy compleja, pues significaría que la asignación de los profesores pasaría 
a ser una responsabilidad regional y no nacional como es actualmente. Vale la pena recor-
dar que la nacionalización de la educación, que se produjo en la década de los setenta del 
siglo pasado, estuvo motivada por el manejo irresponsable de los recursos para educación 
en algunos territorios, que se traducía en atrasos en el pago de la nómina de los maestros. 
Para el sector salud, además acercaría más los recursos a la red de sistemas de salud de 
cada departamento. Este trabajo en redes ya es una realidad en Bogotá y Barranquilla, y sus 
logros en la calidad del servicio y en economías de escala es notable.     
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Se propone eliminar el cobro de las estampillas y demás gravámenes que recaen sobre 
los contratos de obra pública. Dado que es muy difícil terminar con estos cobros en el corto 
plazo, lo mejor es hacer más rigurosos los pasos para la creación de una estampilla. Por 
ejemplo, se debe definir claramente el gasto que va a financiar, sus límites en el tiempo y el 
monto que se quiere recaudar. En todo caso, no se debe permitir que estos recursos finan-
cien el gasto corriente, tal y como sucede actualmente. Esta es una desnaturalización de los 
objetivos de un impuesto que se supone es de carácter temporal. 

En relación con la deuda pública de los territorios, Colombia tiene un marco normativo 
muy restrictivo. Eso fue positivo en la medida que en pocos años creó un ajuste estricto y 
positivo del desorden, que generó el exceso de deuda pública en la década de los años no-
venta del pasado siglo. Sin embargo, con las actuales condiciones financieras de las finanzas 
es posible y necesario ser más flexibles en materia de endeudamiento, buscando conciliar 
los objetivos de desarrollo territorial con la necesidad de unas finanzas públicas sostenibles. 
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INDICADOR NORMA VIGENTE
Solvencia: intereses deuda/ ahorro operacional < 40%
Sostenibilidad: Saldo deuda ingresos corrientes < 80% Ley 358 de 1997

Superávit primario:
Superávit primario/ Intereses >= 100% Ley 819 de 2003

Ley 617 de 2000Límites de Gastos = Gasto de funcionamiento / Ingresos Corrientes de
Libre Destinación (ICLD)  no debe superar el límite de la categoría de la ET 
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